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    19º.- Exposición de palabra




    20º.- Sentencia




    21º.- Documentación electrónica de la vista y presencia del Letrado de la Administración de Justicia




    22º.- Contenido del acta sin mecanismos de garantía




    23º.- Aplicación supletoria de las normas generales




    CAPÍTULO III Recursos contra providencias, autos y sentencias




    SECCIÓN 1ª RECURSOS CONTRA PROVIDENCIAS Y AUTOS




    Artículo 79. Recurso de reposición. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Resoluciones recurribles en reposición




    2º.- Resoluciones no recurribles en reposición




    3º.- Plazo de interposición




    4º.- Traslado para impugnación y resolución 




    Artículo 80. Recurso de apelación contra autos. Modificado por la Ley 2/2011, de 4 de marzo




    1º.- Autos apelables en un solo efecto




    2º.- Autos apelables en ambos efectos




    3º.- Tramitación




    SECCIÓN 2ª RECURSO ORDINARIO DE APELACIÓN




    Artículo 81. Recursos de apelación contra sentencias de los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos unipersonales. Modificado por la Ley 37/2011, de 10 de octubre




    1º.- Sentencias apelables y sus excepciones




    2º.- Sentencias siempre apelables 




    Artículo 82. Interposición por parte demandante o demandada




    Artículo 83. Admisión en ambos efectos salvo disposición legal




    1º.- Recurso de apelación contra sentencias 




    2º.- Adopción de medidas cautelares para asegurar la ejecución




    Artículo 84. Ejecución provisional. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Ejecución provisional a instancia de las partes favorecidas por la sentencia con prestación de caución facultativa




    2º.- Requisitos de la caución




    3º.- Supuestos en los que no procede acordar la ejecución provisional




    4º.- Resolución previa audiencia de las partes




    5º.- Exención de la prestación de caución




    Artículo 85. Interposición y oposición al recurso de apelación. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Interposición mediante escrito razonado




    2º.- Admisión y denegación




    3º.- Petición de recibimiento a prueba




    4º.- Escrito de oposición de la parte apelada




    5º.- Resolución de la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente




    6º.- Práctica de la prueba




    7º.- Solicitud de vista o conclusiones




    8º.- Celebración de la vista o presentación de conclusiones y sentencia




    9º.- Plazo para el dictado de la sentencia




    10º.- Resolución sobre el fondo del asunto




    SECCIÓN 3ª RECURSO DE CASACIÓN




    Artículo 86. Sentencias recurribles en casación. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Sentencias recurribles en casación




    2º.- Sentencias no recurribles en casación




    3º.- Recurso de casación con fundamento en infracción de normas de Derecho estatal o de la Unión Europea y de normas autonómicas




    4º.- Recurso de casación contra las resoluciones del Tribunal de Cuentas en materia de responsabilidad contable




    Artículo 87. Autos recurribles en casación. Modificado por el Real Decreto-Ley 8/2021, de 4 de mayo




    1º.- Autos recurribles en casación




    2º.- Otros autos recurribles en casación




    3º.- Recurso de reposición previo




    Artículo 87 bis. Recurso de casación ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Limitación del examen casacional a las cuestiones de derecho




    2º.- Pretensiones




    3º.- Condiciones extrínsecas de los escritos de interposición y oposición




    Artículo 87 ter. Recurso de casación contra autos específicos. Modificado por el Real Decreto-Ley 8/2021, de 4 de mayo




    1º.- Autos de autorización o ratificación judicial de medidas sanitarias




    2º.- Presentación de escrito ante la Sala de instancia para remisión de testimonio




    3º.- Plazo para la presentación del escrito de comparecencia e interposición




    4º.- Legitimación activa




    5º.- Solicitud de habilitación de días inhábiles




    6º.- Tramitación preferente y alegaciones




    7º.- Resolución




    8º.- Requisitos aplicables a todos los escritos




    Artículo 88. Interés casacional objetivo. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia




    2º.- Supuestos de interés casacional




    3º.- Presunciones de interés casacional objetivo




    Artículo 89. Preparación. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Preparación ante la Sala de instancia y legitimación




    2º.- Contenido del escrito de preparación




    3º.- Plazo de presentación




    4º.- Recurso de queja contra el auto que no tiene por preparado el recurso de casación




    5º.- Auto que tiene por preparado el recurso de casación




    6º.- Oposición a la admisión




    Artículo 90. Admisión o inadmisión. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Audiencia excepcional y facultativa de las partes




    2º.- Sección que decide la admisión o inadmisión a trámite del recurso




    3º.- Forma de la resolución sobre la admisión o inadmisión




    4º.- Contenido de los autos de admisión y providencias de inadmisión




    5º.- Irrecurribilidad de providencias y autos de admisión o inadmisión




    6º.- Comunicación de la decisión




    7º.- Publicación de los autos de admisión




    8º.- Costas




    Artículo 91. Ejecución provisional. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Preparación y ejecución provisional




    2º.- Caución




    3º.- Denegación de la ejecución provisional




    4º.- Dejar testimonio de los autos 




    Artículo 92. Interposición del recurso. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Remisión de actuaciones y escrito de interposición




    2º.- Declaración de recurso desierto




    3º.- Contenido del escrito de interposición 




    4º.- Audiencia y costas




    5º.- Traslado para oposición




    6º.- Vista, votación y fallo




    7º.- Actos ante el Pleno




    8º.- Sentencia




    Artículo 93. Contenido de la sentencia. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Resolución de cuestiones y pretensiones deducidas




    2º.- Anulación de resolución recurrida con indicación del orden jurisdiccional competente




    3º.- Integración de los hechos probados




    4º.- Costas




    Artículos 94 y 95 Derogados por Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    SECCIÓN 6ª RECURSO DE REVISIÓN




    Artículo 102. Revisión de sentencia firme. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Motivos




    2º.- Violación de derechos humanos




    3º.- Legitimación, plazos, procedimiento y efectos de las sentencias




    4º.- Revisión de responsabilidad contable




    SECCIÓN 7ª RECURSOS CONTRA LAS RESOLUCIONES DEL SECRETARIO JUDICIAL




    Artículo 102 bis. Recursos de reposición y revisión. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre 




    1º.- Recurso de Reposición conocido por el Letrado de la Administración de Justicia




    2º.- Recurso de revisión contra Decretos del Letrado de la Administración de Justicia




    3º.- Tramitación del recurso de revisión




    4º.- Auto recurrible en apelación y casación




    CAPÍTULO IV Ejecución de sentencias




    Artículo 103. Potestad de ejecución, obligaciones de cumplimiento y colaboración, y nulidad de actos y disposiciones




    1º.- Potestad de ejecución de Juzgados y Tribunales




    2º.- Obligación de cumplimiento




    3º.- Obligación de colaboración




    4º.- Nulidad de actos y disposiciones 




    5º.- Órgano jurisdiccional competente 




    Artículo 104. Cumplimiento del fallo y ejecución forzosa. Modificado por la Ley 37/2011, de 10 de octubre




    1º.- Comunicación para cumplimiento




    2º.- Cumplimiento a instancia de partes y personas afectadas




    3º.- Fijación de plazo inferior para cumplimiento




    Artículo 105. Ejecución y causas de inejecución 




    1º.- Cumplimiento sin suspensión y ejecución del fallo




    2º.- Concurrencia de causas de imposibilidad material o legal de ejecución




    3º.- Expropiación por causas de utilidad pública o interés social




    Artículo 106. Ejecución dineraria




    1º.- Condena al pago a la Administración con cargo al crédito de su presupuesto




    2º.- Interés legal del dinero




    3º.- Ejecución forzosa e incremento del interés legal




    4º.- Ejecución en la forma menos gravosa




    5º.- Disposiciones aplicables a la ejecución provisional




    6º.- Solicitud de compensación




    Artículo 107. Inscripción y publicación. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Inscripción y publicación del fallo




    2º.- Publicación de sentencia




    Artículo 108. Incumplimiento de sentencia condenatoria por la Administración. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio




    1º.- Condena a realizar una actividad o dictar un acto




    2º.- Reposición de la situación




    3º.- Prestación de garantías




    Artículo 109. Incidente de ejecución. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Promoción de incidente hasta la total ejecución




    2º.- Traslado para alegaciones




    3º.- Auto




    Artículo 110. Extensión de efectos. Modificado por la Ley 20/2013, de 9 de diciembre




    1º.- Extensión de efectos a litisconsortes




    2º.- Solicitud al órgano jurisdiccional




    3º.- Escrito razonado acompañando documentos




    4º.- Informe detallado sobre la viabilidad de la extensión y Auto




    5º.- Desestimación del incidente




    6º.- Suspensión de la decisión del incidente




    7º.- Reglas del recuso del auto




    Artículo 111. Extensión de efectos por economía procesal. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    Artículo 112. Adopción de medidas. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    Artículo 113. Ejecución forzosa a instancia de parte




    1º.- Necesidad del transcurso del plazo de ejecución




    2º.- Requerimiento de cumplimiento y ejecución forzosa 




    TÍTULO V Procedimientos especiales




    CAPÍTULO I Procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona




    Artículo 114. Régimen jurídico del procedimiento de amparo judicial




    1º.- Régimen jurídico




    2º.- Pretensiones de declaración, anulación, reconocimiento y cumplimiento




    3º.- Tramitación preferente




    Artículo 115. Plazo y contenido del escrito de interposición




    1º.- Plazo de interposición




    2º.- Contenido del escrito de interposición




    Artículo 116. Remisión del expediente administrativo y efectos de su falta de envío. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Requerimiento para remisión de expediente




    2º.- Comunicación a interesados y emplazamiento




    3º.- Solicitud razonada de inadmisión y celebración de comparecencia




    4º.- Prosecución del curso de los autos cuando no se envía el expediente




    5º.- Alegaciones después del transcurrido el plazo para recibir el expediente




    Artículo 117. Tramitación posterior. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Prosecución de las actuaciones o inadmisión del procedimiento




    2º.- Comparecencia




    3º.- Prosecución de las actuaciones o inadmisión del procedimiento después de la comparecencia




    Artículo 118. Formalización de demanda. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    Artículo 119. Traslado de la demanda al Ministerio Fiscal y partes demandadas. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    Artículo 120. Recibimiento a prueba




    Artículo 121. Sentencia y recurso de apelación en un efecto




    1º.- Plazo para dictar sentencia




    2º.- Sentencia estimatoria




    3º.- Recurso de apelación en un efecto




    Artículo 122. Recurso contra prohibición o modificación de reuniones. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Plazo de interposición




    2º.- Audiencia 




    3º.- Pronunciamientos de la decisión




    Artículo 122 bis. Autorización judicial en la cesión de datos. Modificado por la Ley 14/2021, de 11 de octubre




    1º.- Procedimiento para obtener autorización judicial




    2º.- Procedimiento para autorización judicial previa en ejecución de medidas 




    Artículo 122 ter. Autorización judicial en la protección de datos por una decisión de la Comisión Europea. Modificado por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre




    1º.- Solicitud acompañada de copia del expediente




    2º.- Partes




    3º.- Acuerdo de admisión o inadmisión




    4º.- Plazo de personación




    5º.- Alegaciones y solicitud de práctica de pruebas




    6º.- Vista




    7º.- Sentencia o auto de planteamiento de cuestión prejudicial




    8º.- Recursos




    Artículo 122 quater. Autorizaciones o ratificaciones preferentes con intervención del Ministerio Fiscal. Modificado por el Real Decreto-Ley 8/2021, de 4 de mayo




    CAPÍTULO II Cuestión de ilegalidad




    Artículo 123. Planteamiento judicial




    1º.- Planteamiento mediante Auto




    2º.- Personación y alegaciones




    Artículo 124. Trámites posteriores. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Remisión de certificación y copia testimoniada 




    2º.- Publicación




    Artículo 125. Documentación y audiencia de las partes. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Documentación acompañada a la personación y alegaciones




    2º.- Sentencia y auto




    3º.- Diligencias para mejor proveer




    Artículo 126. Sentencia. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Pronunciamientos de la sentencia




    2º.- Aplicación de preceptos referidos al recurso directo contra disposiciones generales




    3º.- Comunicación de la sentencia al órgano judicial que la planteó




    4º.- Cuestión de ilegalidad de tramitación y resolución preferente




    5º.- Efectos de la sentencia que resuelva la cuestión de ilegalidad




    CAPÍTULO III Procedimiento en los casos de suspensión administrativa previa de acuerdos




    Artículo 127. Suspensión administrativa de actos o acuerdos de Corporaciones o Entidades públicas. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Ámbito de aplicación




    2º.- Escrito de interposición del recurso contencioso-administrativo o traslado directo del acuerdo suspendido al órgano jurisdiccional 




    3º.- Requerimiento a la Corporación o Entidad




    4º.- Vista




    5º.- Alegaciones escritas y prueba de oficio




    6º.- Sentencia




    CAPÍTULO IV Procedimiento para la garantía de la unidad de mercado




    Artículo 127 bis. Recurso contencioso-administrativo para la garantía de la unidad de mercado. Introducido por la Ley 20/2013, de 9 de diciembre




    1º.- Legitimación activa




    2º.- Plazo de interposición y su cómputo




    Artículo 127 ter. Demanda, contestación, recibimiento a prueba y sentencia. Introducido por la Ley 20/2013, de 9 de diciembre




    1º.- Requerimiento para remisión de expediente




    2º.- No suspensión del procedimiento por falta de envío del expediente




    3º.- Formalización de demanda y alegaciones




    4º.- Plazo para la contestación de la demanda acompañada de la documentación




    5º.- Recibimiento y práctica de prueba




    6º.- Sentencia




    7º.- Operador económico como parte recurrente




    8º.- Acumulación especial




    9º.- Tramitación preferente




    10º.- Supletoriedad de las normas generales




    Artículo 127 quater. Suspensión de medidas cautelares. Introducido por la Ley 20/2013, de 9 de diciembre




    1º.- Legitimación activa




    2º.- Tramitación de la suspensión y su levantamiento




    3º.- Tramitación de otras medidas cautelares




    CAPÍTULO V Procedimiento para la declaración judicial de extinción de partidos políticos




    Artículo 127 quinquies. Especialidades en el procedimiento para la declaración judicial de extinción de partidos políticos. Introducido por la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo




    1º.- Procedimiento abreviado con especialidades




    2º.- El Ministerio Fiscal es parte.




    TÍTULO VI Disposiciones comunes a los Títulos IV y V




    CAPÍTULO I Plazos




    Artículo 128. Improrrogabilidad de plazos, mes de agosto y casos de urgencia. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Plazo de caducidad con excepciones




    2º.- Excepción a la inhabilidad del mes de agosto




    3º.- Habilitación judicial de días inhabiles




    CAPÍTULO II Medidas cautelares




    Artículo 129. Solicitud.




    1º.- Solicitud en cualquier estado del proceso




    2º.- Petición de suspensión en el escrito de interposición o demanda




    Artículo 130. Acuerdo y denegación




    1º.- Presupuesto para la concesión




    2º.- Denegación de la medida cautelar




    Artículo 131. Tramitación. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    Artículo 132. Vigencia, modificación o revocación




    1º.- Medidas cautelares susceptibles de modificación o revocación




    2º.- Medidas cautelares no modificables ni revocables




    Artículo 133. Caución o garantía




    1º.- Medidas para paliar o evitar perjuicios y exigencia de caución o garantía
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    Artículo 135. Adopción de medida sin audiencia. Modificado por la Ley 37/2011, de 10 de octubre




    1º.- Medidas cautelares de urgencia
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    Artículo 136. Adopción y solicitud en supuestos específicos. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Régimen jurídico en los supuestos de inactividad y vía de hecho
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    Artículo 137. Sustanciación de las cuestiones incidentales 




    Artículo 138. Subsanación de defectos. Modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre




    1º.- Defectos subsanables




    2º.- Suspensión del plazo para dictar sentencia por defecto subsanable




     3º.- Decisión del recurso con fundamento en el defecto insubsanable
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    Artículo 139. Costas en primera instancia y recursos. Modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio
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    4º.- Fijación del importe 




    5º.- Procedimiento de apremio
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    Disposición adicional sexta. Modificación del texto articulado de la Ley de Bases sobre el procedimiento económico-administrativo.
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    Disposición adicional octava. Referencias al recurso de súplica. Introducida por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre
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    3º.- Régimen jurídico aplicable a la preparación del recurso de casación frente a autos recurridos en reposición
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    6º.- Régimen jurídico del recurso de casación contra resoluciones del Tribunal de Cuentas




    Disposición transitoria cuarta. Ejecución de sentencias.




    Disposición transitoria quinta. Procedimiento especial para la protección de los derechos fundamentales de la persona.




    Disposición transitoria sexta. Cuestión de ilegalidad.




    Disposición transitoria séptima. Procedimiento especial en materia de suspensión administrativa de acuerdos.




    Disposición transitoria octava. Medidas cautelares.




    Disposición transitoria novena. Costas procesales.




    Disposición derogatoria primera. Cláusula general de derogación.




    Disposición derogatoria segunda. Derogación de normas.




    Disposición final primera. Supletoriedad de la Ley de Enjuiciamiento Civil.




    Disposición final segunda. Desarrollo de la Ley.




    Disposición final tercera. Entrada en vigor. Modificada por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre




    ENLACES DE INTERNET.




    Tesis doctorales en red




    BIBLIOGRAFÍA A CONSULTAR


  




  

    ABREVIATURAS




    

      

        



        

      



      

        

          	

            AATC


          



          	

            Auto del Tribunal Constitucional.


          

        




        

          	

            AATS


          



          	

            Autos del Tribunal Supremo.


          

        




        

          	

            AATTSSJ


          



          	

            Autos de los Tribunales Superiores de Justicia.


          

        




        

          	

            AEPD


          



          	

            Agencia Española de Protección de Datos.


          

        




        

          	

            Art.


          



          	

            Artículo.


          

        




        

          	

            Arts.


          



          	

            Artículos.


          

        




        

          	

            ATC


          



          	

            Auto del Tribunal Constitucional.


          

        




        

          	

            ATS


          



          	

            Auto del Tribunal Supremo.


          

        




        

          	

            CC


          



          	

            Código Civil.


          

        




        

          	

            CCAA


          



          	

            Comunidades Autónomas.


          

        




        

          	

            CE


          



          	

            Constitución Española.


          

        




        

          	

            CEPDHLF


          



          	

            Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.


          

        




        

          	

            CGPJ


          



          	

            Consejo General del Poder Judicial.


          

        




        

          	

            CP


          



          	

            Código Penal.


          

        




        

          	

            CPM


          



          	

            Código Penal Militar.


          

        




        

          	

            DUDH


          



          	

            Declaración Universal de los Derechos Humanos.


          

        




        

          	

            EBEP


          



          	

            Estatuto Básico del Empleado Público.


          

        




        

          	

            FFAA


          



          	

            Fuerzas Armadas.


          

        




        

          	

            FFJJ


          



          	

            Fundamentos Jurídicos.


          

        




        

          	

            FGE


          



          	

            Fiscalía General del Estado.


          

        




        

          	

            LAJG


          



          	

            Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.


          

        




        

          	

            LCS


          



          	

            Ley de Contrato de Seguro.


          

        




        

          	

            LCSP


          



          	

            Ley de Contratos del Sector Público


          

        




        

          	

            LEC


          



          	

            Ley de Enjuiciamiento Civil.


          

        




        

          	

            LECr


          



          	

            Ley de Enjuiciamiento Criminal.


          

        




        

          	

            LGP


          



          	

            Ley General Presupuestaria.


          

        




        

          	

            LJCA


          



          	

            Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.


          

        




        

          	

            LO


          



          	

            Ley Orgánica.


          

        




        

          	

            LOCDAD


          



          	

            Ley Orgánica contra el Dopaje en la Actividad Deportiva.


          

        




        

          	

            LOCP


          



          	

            Ley Orgánica del Código Penal.


          

        




        

          	

            LODDMFFAA


          



          	

            Ley Orgánica de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas.


          

        




        

          	

            LODLE


          



          	

            Ley Orgánica de Derechos y Libertades de los Extranjeros.


          

        




        

          	

            LOLS


          



          	

            Ley Orgánica de Libertad Sindical.


          

        




        

          	

            LOPSDLDAD


          



          	

            Ley Orgánica de Protección de la Salud del Deportista y Lucha contra el Dopaje en la Actividad Deportiva


          

        




        

          	

            LOPJ


          



          	

            Ley Orgánica del Poder Judicial.


          

        




        

          	

            LOPP


          



          	

            Ley Orgánica de Partidos Políticos.


          

        




        

          	

            LORDFFAA


          



          	

            Ley Orgánica de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas.


          

        




        

          	

            LORDP


          



          	

            Ley Orgánica Reguladora del Derecho de Petición.


          

        




        

          	

            LORDR


          



          	

            Ley Orgánica Reguladora del Derecho de Reunión.


          

        




        

          	

            LOREG


          



          	

            Ley Orgánica de Régimen Electoral General.


          

        




        

          	

            LOTC


          



          	

            Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.


          

        




        

          	

            LOTCU


          



          	

            Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas.


          

        




        

          	

            LPACAAPP


          



          	

            Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.


          

        




        

          	

            LPP


          



          	

            Ley de Partidos Políticos.


          

        




        

          	

            LRBRL


          



          	

            Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local.


          

        




        

          	

            LRDAPS


          



          	

            Ley Reguladora del Derecho de Asilo y de la Protección Subsidiaria.


          

        




        

          	

            LRDR


          



          	

            Ley Reguladora del Derecho de Reunión.


          

        




        

          	

            LRJS


          



          	

            Ley Reguladora de la Jurisdicción Social.


          

        




        

          	

            LRJSP


          



          	

            Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.


          

        




        

          	

            LSO


          



          	

            Ley de Secretos Oficiales.


          

        




        

          	

            LRSP


          



          	

            Ley de Régimen del Sector Público.


          

        




        

          	

            LRUTICAJ


          



          	

            Ley Reguladora del Uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación en la Administración de Justicia.


          

        




        

          	

            MF


          



          	

            Ministerio Fiscal.


          

        




        

          	

            nº


          



          	

            número.


          

        




        

          	

            OCDE


          



          	

            Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico.


          

        




        

          	

            PIDCP


          



          	

            Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


          

        




        

          	

            RC


          



          	

            Recurso de Casación.


          

        




        

          	

            RD


          



          	

            Real Decreto.


          

        




        

          	

            RGPD


          



          	

            Reglamento General de Protección de Datos.


          

        




        

          	

            ROFRJEELL


          



          	

            Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Entidades Locales.


          

        




        

          	

            RQ


          



          	

            Recurso de Queja.


          

        




        

          	

            RRCC


          



          	

            Recursos de Casación.


          

        




        

          	

            SAN


          



          	

            Sentencia de la Audiencia Nacional.


          

        




        

          	

            SS


          



          	

            Sentencias.


          

        




        

          	

            SSTC


          



          	

            Sentencias del Tribunal Constitucional.


          

        




        

          	

            SSTEDH


          



          	

            Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.


          

        




        

          	

            SSTJUE


          



          	

            Sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.


          

        




        

          	

            SSTS


          



          	

            Sentencias del Tribunal Supremo.


          

        




        

          	

            SSTSJ


          



          	

            Sentencias del Tribunal Superior de Justicia.


          

        




        

          	

            SSTTSSJ


          



          	

            Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia.


          

        




        

          	

            STC


          



          	

            Sentencia del Tribunal Constitucional.


          

        




        

          	

            STEDH


          



          	

            Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.


          

        




        

          	

            STJCE


          



          	

            Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea.


          

        




        

          	

            STJUE


          



          	

            Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.


          

        




        

          	

            STS


          



          	

            Sentencia del Tribunal Supremo.


          

        




        

          	

            STSJ


          



          	

            Sentencia del Tribunal Superior de Justicia.


          

        




        

          	

            TC


          



          	

            Tribunal Constitucional.


          

        




        

          	

            TEDH


          



          	

            Tribunal Europeo de Derechos Humanos.


          

        




        

          	

            TFUE


          



          	

            Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.


          

        




        

          	

            TI


          



          	

            Tratados Internacionales.


          

        




        

          	

            TRLEBEP


          



          	

            Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público


          

        




        

          	

            TRLET


          



          	

            Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.


          

        




        

          	

            TS


          



          	

            Tribunal Supremo.


          

        




        

          	

            TSJ


          



          	

            Tribunal Superior de Justicia.


          

        




        

          	

            TTSSJ


          



          	

            Tribunales Superiores de Justicia.


          

        




        

          	

            UE


          



          	

            Unión Europea.


          

        


      

    




    


  




  

    ESTUDIO SISTEMATIZADO DE LA LEY REGULADORA DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA




    LEY 29/1998, DE 13 DE JULIO
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS




    I Justificación de la reforma




    La Jurisdicción Contencioso-Administrativa es una pieza capital de nuestro Estado de Derecho. Desde que fue instaurada en nuestro suelo por las Leyes de 2 de abril y 6 de julio de 1845, y a lo largo de muchas vicisitudes, ha dado sobrada muestra de sus virtualidades.




    Sobre todo desde que la Ley de 27 de diciembre de 1956 la dotó de las características que hoy tiene y de las atribuciones imprescindibles para asumir la misión que le corresponde de controlar la legalidad de la actividad administrativa, garantizando los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos frente a las extralimitaciones de la Administración.




    Dicha Ley, en efecto, universalmente apreciada por los principios en los que se inspira y por la excelencia de su técnica, que combina a la perfección rigor y sencillez, acertó a generalizar el control judicial de la actuación administrativa, aunque con algunas excepciones notorias que imponía el régimen político bajo el que fue aprobada. Ratificó con énfasis el carácter judicial del orden contencioso-administrativo, ya establecido por la legislación precedente, preocupándose por la especialización de sus Magistrados. Y dio luz a un procedimiento simple y en teoría ágil, coherente con su propósito de lograr una justicia eficaz y ajena a interpretaciones y prácticas formalistas que pudieran enervar su buen fin. De esta manera, la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa de 1956 abrió una vía necesaria, aunque no suficiente, para colmar las numerosas lagunas y limitaciones históricas de nuestro Estado de Derecho, oportunidad que fue adecuadamente aprovechada por una jurisprudencia innovadora, alentada por el espectacular desarrollo que ha experimentado la doctrina española del Derecho Administrativo.




    Sin embargo, las cuatro décadas transcurridas desde que aquella Ley se aprobó han traído consigo numerosos y trascendentales cambios, en el ordenamiento jurídico, en las instituciones político-administrativas y en la sociedad. Estos cambios exigen, para alcanzar los mismos fines institucionales, soluciones necesariamente nuevas, pues, no obstante la versatilidad de buena parte de su articulado, la Ley de 1956 no está ajustada a la evolución del ordenamiento y a las demandas que la sociedad dirige a la Administración de Justicia.




    Ante todo, hay que tener en cuenta el impacto producido por la Constitución de 1978. Si bien algunos de los principios en que ésta se funda son los mismos que inspiraron la reforma jurisdiccional de 1956 y que fue deduciendo la jurisprudencia elaborada a su amparo, es evidente que las consecuencias que el texto constitucional depara en punto al control judicial de la actividad administrativa son muy superiores. Sólo a raíz de la Constitución de 1978 se garantizan en nuestro país plenamente los postulados del Estado de Derecho y, entre ellos, el derecho de toda persona a la tutela judicial efectiva de sus derechos e intereses legítimos, el sometimiento de la Administración pública a la ley y al derecho y el control de la potestad reglamentaria y de la legalidad de la actuación administrativa por los Tribunales. La proclamación de estos derechos y principios en la Constitución y su eficacia jurídica directa han producido la derogación implícita de aquellos preceptos de la Ley Jurisdiccional que establecían limitaciones en el acceso a los recursos o en su eficacia carentes de justificación en un sistema democrático. Pero el alcance de este efecto derogatorio en relación a algunos extremos de la Ley de 1956 ha seguido siendo objeto de polémica, lo que hacía muy conveniente una clarificación legal. Además, la jurisprudencia, tanto constitucional como contencioso-administrativa, ha extraído de los principios y preceptos constitucionales otras muchas reglas, que imponen determinadas interpretaciones de dicha Ley, o incluso sostienen potestades y actuaciones judiciales no contempladas expresamente en su texto. Por último, la influencia de la Constitución en el régimen de la Jurisdicción Contencioso-administrativa no se reduce a lo que disponen los artículos 9.1, 24, 103.1 y 106.1. De manera más o menos mediata, la organización, el ámbito y extensión material y el funcionamiento de este orden jurisdiccional se ve afectado por otras muchas disposiciones constitucionales, tanto las que regulan principios sustantivos y derechos fundamentales, como las que diseñan la estructura de nuestra Monarquía parlamentaria y la organización territorial del Estado. Como el resto del ordenamiento, también el régimen legal de la Jurisdicción Contencioso-administrativa debe adecuarse por entero a la letra y al espíritu de la Constitución.




    Por otra parte, durante los últimos lustros la sociedad y la Administración españolas han experimentado enormes transformaciones. La primera es hoy incomparablemente más desarrollada, más libre y plural, emancipada y consciente de sus derechos que hace cuarenta años. Mientras, la Administración reducida, centralizada y jerarquizada de antaño se ha convertido en una organización extensa y compleja, dotada de funciones múltiples y considerables recursos, descentralizada territorial y funcionalmente. Al hilo de estas transformaciones han variado en buena medida y se han diversificado las formas jurídicas de la organización administrativa, los fines, el contenido y las formas de la actividad de la Administración, los derechos que las personas y los grupos sociales ostentan frente a ella y, en definitiva, el sistema de relaciones regido por el Derecho Administrativo.




    Todos estos cambios repercuten de una u otra forma sobre la Jurisdicción Contencioso-administrativa.




    Concebida en origen como jurisdicción especializada en la resolución de un limitado número de conflictos jurídicos, ha sufrido hasta la saturación el extraordinario incremento de la litigiosidad entre ciudadanos y Administraciones y de éstas entre sí que se ha producido en los últimos tiempos. En este aspecto los problemas son comunes a los que los sistemas de control judicial de la Administración están soportando en otros muchos países.




    Pero además, el instrumental jurídico que en el nuestro se otorga a la Jurisdicción para el cumplimiento de sus fines ha quedado relativamente desfasado. En particular, para someter a control jurídico las actividades materiales y la inactividad de la Administración, pero también para hacer ejecutar con prontitud las propias decisiones judiciales y para adoptar medidas cautelares que aseguren la eficacia del proceso. De ahí que, pese al aumento de los efectivos de la Jurisdicción, pese al esfuerzo creativo de la jurisprudencia, pese al desarrollo de la justicia cautelar y a otros remedios parciales, la Jurisdicción Contencioso-administrativa esté atravesando un período crítico ante el que es preciso reaccionar mediante las oportunas reformas.




    Algunas de ellas, ciertamente, ya han venido afrontándose por el legislador en diferentes textos, más lejanos o recientes. De hecho, las normas que han modificado o que complementan en algún aspecto el régimen de la Jurisdicción son ya tan numerosas y dispersas que justificarían de por sí una refundición.




    La reforma que ahora se aborda, que toma como base los trabajos parlamentarios realizados durante la anterior Legislatura -en los que se alcanzó un estimable grado de consenso en muchos aspectos-, va bastante más allá. De un lado tiene en cuenta esas modificaciones parciales o indirectas, pero no sólo para incorporarlas a un texto único, sino también para corregir aquellos de sus elementos que la práctica judicial o la crítica doctrinal han revelado inapropiados o susceptibles de mejora. De otro lado, pretende completar la adecuación del régimen jurídico del recurso contencioso-administrativo a los valores y principios constitucionales, tomando en consideración las aportaciones de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, la nueva organización del Estado y la evolución de la doctrina jurídica. Por último, persigue dotar a la Jurisdicción Contencioso-administrativa de los instrumentos necesarios para el ejercicio de su función, a la vista de las circunstancias en que hoy en día se enmarca.




    Desde este último punto de vista, la reforma compagina las medidas que garantizan la plenitud material de la tutela judicial en el orden contencioso-administrativo y el criterio favorable al ejercicio de las acciones y recursos y a la defensa de las partes, sin concesión alguna a tentaciones formalistas, con las que tienen por finalidad agilizar la resolución de los litigios. La preocupación por conseguir un equilibrio entre las garantías, tanto de los derechos e intereses públicos y privados en juego como del acierto y calidad de las decisiones judiciales, con la celeridad de los procesos y la efectividad de lo juzgado constituye uno de los ejes de la reforma. Pues es evidente que una justicia tardía o la meramente cautelar no satisfacen el derecho que reconoce el artículo 24.1 de la Constitución.




    Bien es verdad que lograr una justicia ágil y de calidad no depende solamente de una reforma legal. También es cierto que el control de la legalidad de las actividades administrativas puede y debe ejercerse asimismo por otras vías complementarias de la judicial, que sería necesario perfeccionar para evitar la proliferación de recursos innecesarios y para ofrecer fórmulas poco costosas y rápidas de resolución de numerosos conflictos. Pero, en cualquier caso, el régimen legal de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, insustituible en su doble función garantizadora y creadora de jurisprudencia, debe adaptarse a las condiciones del momento para hacer posible aquel objetivo.




    En virtud de estas premisas, la reforma es a la vez continuista y profundamente renovadora. Continuista porque mantiene la naturaleza estrictamente judicial que la Jurisdicción Contencioso-administrativa ya tenía en la legislación anterior y que la Constitución ha venido a consolidar definitivamente; porque mantiene asimismo el carácter de juicio entre partes que el recurso contencioso-administrativo tiene y su doble finalidad de garantía individual y control del sometimiento de la Administración al derecho, y porque se ha querido conservar, conscientemente, todo aquello que en la práctica ha funcionado bien, de conformidad con los imperativos constitucionales.




    No obstante, la trascendencia y amplitud de las transformaciones a las que la institución debe acomodarse hacían inevitable una revisión general de su régimen jurídico, imposible de abordar mediante simples retoques de la legislación anterior. Además, la reforma no sólo pretende responder a los retos de nuestro tiempo, sino que, en la medida de lo posible y con la necesaria prudencia, mira al futuro e introduce aquí y allá preceptos y cláusulas generales que a la doctrina y a la jurisprudencia corresponde dotar de contenido preciso, con el fin de perfeccionar el funcionamiento de la Jurisdicción.




    II Ámbito y extensión de la Jurisdicción Contencioso-administrativa




    Fiel al propósito de no alterar más de lo necesario la sistemática de la Ley anterior, el nuevo texto legal comienza definiendo el ámbito propio, el alcance y los límites de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.




    Respetando la tradición y de conformidad con el artículo 106.1 de la Constitución, se le asigna el control de la potestad reglamentaria y de la legalidad de la actuación administrativa sujeta a Derecho Administrativo. Sin embargo, la Ley incorpora a la definición del ámbito de la Jurisdicción ciertas novedades, en parte obligadas y todas ellas trascendentales.




    En primer lugar, era necesario actualizar el concepto de Administración pública válido a los efectos de la Ley, en atención a los cambios organizativos que se han venido produciendo y en conexión con lo que disponen otras Leyes. También era imprescindible confirmar en ésta la sujeción al enjuiciamiento de la Jurisdicción Contencioso-administrativa de actos y disposiciones emanados de otros órganos públicos que no forman parte de la Administración, cuando dichos actos y disposiciones tienen, por su contenido y efectos, una naturaleza materialmente administrativa. Sin intención de inmiscuirse en ningún debate dogmático, que no es tarea del legislador, la Ley atiende a un problema práctico, consistente en asegurar la tutela judicial de quienes resulten afectados en sus derechos o intereses por dichos actos y disposiciones, en casi todo semejantes a los que emanan de las Administraciones públicas.




    En segundo término, es evidente que a la altura de nuestro tiempo histórico el ámbito material de la Jurisdicción quedaría muy incompleto si aquélla se limitara a enjuiciar las pretensiones que se deduzcan en relación con las disposiciones de rango inferior a la Ley y con los actos y contratos administrativos en sentido estricto.




    Lo que realmente importa y lo que justifica la existencia de la propia Jurisdicción Contencioso-administrativa es asegurar, en beneficio de los interesados y del interés general, el exacto sometimiento de la Administración al derecho en todas las actuaciones que realiza en su condición de poder público y en uso de las prerrogativas que como tal le corresponde. No toda la actuación administrativa, como es notorio, se expresa a través de reglamentos, actos administrativos o contratos públicos, sino que la actividad prestacional, las actividades negociables de diverso tipo, las actuaciones materiales, las inactividades u omisiones de actuaciones debidas expresan también la voluntad de la Administración, que ha de estar sometida en todo caso al imperio de la ley. La imposibilidad legal de controlar mediante los recursos contencioso-administrativos estas otras manifestaciones de la acción administrativa, desde hace tiempo criticada, resulta ya injustificable, tanto a la luz de los principios constitucionales como en virtud de la crecida importancia cuantitativa y cualitativa de tales manifestaciones.




    Por eso la nueva Ley somete a control de la Jurisdicción la actividad de la Administración pública de cualquier clase que esté sujeta al Derecho Administrativo, articulando para ello las acciones procesales oportunas.




    En esta línea, la Ley precisa la competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo para conocer de las cuestiones que se susciten en relación no sólo con los contratos administrativos, sino también con los actos separables de preparación y adjudicación de los demás contratos sujetos a la legislación de contratos de las Administraciones públicas. Se trata, en definitiva, de adecuar la vía contencioso-administrativa a la legislación de contratos, evitando que la pura y simple aplicación del Derecho privado en actuaciones directamente conectadas a fines de utilidad pública se realice, cualquiera que sean las razones que la determinen, en infracción de los principios generales que han de regir, por imperativo constitucional y del Derecho comunitario europeo, el comportamiento contractual de los sujetos públicos. La garantía de la necesaria observancia de tales principios, muy distintos de los que rigen la contratación puramente privada, debe corresponder, como es natural, a la Jurisdicción Contencioso-administrativa.




    Algo parecido debe decirse de las cuestiones que se susciten en relación con la responsabilidad patrimonial de la Administración pública. Los principios de su peculiar régimen jurídico, que tiene cobertura constitucional, son de naturaleza pública y hoy en día la Ley impone que en todo caso la responsabilidad se exija a través de un mismo tipo de procedimiento administrativo. Por eso parece muy conveniente unificar la competencia para conocer de este tipo de asuntos en la Jurisdicción Contencioso-administrativa, evitando la dispersión de acciones que actualmente existe y garantizando la uniformidad jurisprudencial, salvo, como es lógico, en aquellos casos en que la responsabilidad derive de la comisión de una infracción penal.




    La delimitación del ámbito material de la Jurisdicción lleva también a precisar algunas exclusiones. La nueva Ley respeta en tal sentido la atribución de ciertas competencias relacionadas con la actividad administrativa a otros órdenes jurisdiccionales que establecen otras Leyes, en su mayor parte por razones pragmáticas, y tiene en cuenta lo dispuesto por la más reciente legislación sobre los conflictos jurisdiccionales y de atribuciones. En cambio, la Ley no recoge ya, entre estas exclusiones, la relativa a los llamados actos políticos del Gobierno, a que se refería la Ley de 1956.




    Sobre este último aspecto conviene hacer alguna precisión. La Ley parte del principio de sometimiento pleno de los poderes públicos al ordenamiento jurídico, verdadera cláusula regia del Estado de Derecho. Semejante principio es incompatible con el reconocimiento de cualquier categoría genérica de actos de autoridad -llámense actos políticos, de Gobierno, o de dirección política excluida «per se» del control jurisdiccional. Sería ciertamente un contrasentido que una Ley que pretende adecuar el régimen legal de la Jurisdicción Contencioso-administrativa a la letra y al espíritu de la Constitución, llevase a cabo la introducción de toda una esfera de actuación gubernamental inmune al derecho. En realidad, el propio concepto de «acto político» se halla hoy en franca retirada en el Derecho público europeo. Los intentos encaminados a mantenerlo, ya sea delimitando genéricamente un ámbito en la actuación del poder ejecutivo regido sólo por el Derecho Constitucional, y exento del control de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, ya sea estableciendo una lista de supuestos excluidos del control judicial, resultan inadmisibles en un Estado de Derecho.




    Por el contrario, y por si alguna duda pudiera caber al respecto, la Ley señala -en términos positivos una serie de aspectos sobre los que en todo caso siempre será posible el control judicial, por amplia que sea la discrecionalidad de la resolución gubernamental: los derechos fundamentales, los elementos reglados del acto y la determinación de las indemnizaciones procedentes.




    III Los órganos de la Jurisdicción y sus competencias




    Dado que, cómo se ha expuesto, la Jurisdicción Contencioso-administrativa se enfrenta a un gravísimo problema por la avalancha creciente de recursos, es obvio que la reforma de sus aspectos organizativos debía considerarse prioritaria.




    La novedad más importante en este capítulo consiste en la regulación de las competencias de los Juzgados de lo Contencioso-administrativo. La creación de estos órganos judiciales, que previó la Ley Orgánica del Poder Judicial, fue recibida en su día con división de opiniones.




    Si, por un lado, parecía imprescindible descongestionar a los Tribunales de lo Contencioso-administrativo de un buen número de asuntos, por otro surgieron dudas acerca de la idoneidad de los Juzgados, órganos unipersonales, para afrontar el ejercicio de las competencias que habrían de corresponderles en virtud de la cláusula general establecida en la citada Ley Orgánica.




    Ciertamente, la complejidad técnica de muchos de los asuntos y la trascendencia política de otros que habrían de enjuiciar a tenor de dicha cláusula ha dado origen a una larga controversia, que era necesario resolver para implantar definitivamente los Juzgados.




    La presente reforma aborda el problema con decisión y con cautela a la vez. Define la competencia de los Juzgados mediante un sistema de lista tasada. En la elaboración de esta lista se ha tenido en cuenta la conveniencia de atribuir a estos órganos unipersonales un conjunto de competencias relativamente uniformes y de menor trascendencia económica y social, pero que cubren un elevado porcentaje de los recursos que cotidianamente se interponen ante los órganos de la Jurisdicción. De esta manera es posible aportar remedio a la saturación que soportan los Tribunales Superiores de Justicia, que se verán descargados de buen número de pleitos, aunque conservan la competencia para juzgar en primera instancia los más importantes «a priori» y toda la variedad de los que se incluyen en la cláusula residual, que ahora se traslada a su ámbito competencial.




    Por su parte, los Juzgados obtienen un conjunto de competencias que pueden razonablemente ejercer y que parecen suficientes para consolidar la experiencia. Nada impide, antes al contrario, que tras un primer período de rodaje la lista de competencias se revise a la vista de esa experiencia. De todas formas, es evidente que el éxito de la reforma depende más que nada de la pronta y adecuada selección y formación de los titulares de los Juzgados.




    No termina aquí la reforma en cuanto a órganos unipersonales. Se regulan también las competencias de los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo, con jurisdicción en toda España, para contribuir a paliar la sobrecarga de trabajo de órganos jurisdiccionales actualmente muy saturados.




    IV Las partes




    La regulación de las partes que se contenía en la Ley de 27 de diciembre de 1956, fundada en un criterio sustancialmente individualista con ciertos ribetes corporativos, ha quedado hace tiempo superada y ha venido siendo corregida por otras normas posteriores, además de reinterpretada por la jurisprudencia en un sentido muy distinto al que originariamente tenía. La nueva Ley se limita a recoger las sucesivas modificaciones, clarificando algunos puntos todavía oscuros y sistematizando los preceptos de la manera más sencilla posible. Lo que se pretende es que nadie, persona física o jurídica, privada o pública, que tenga capacidad jurídica suficiente y sea titular de un interés legítimo que tutelar, concepto comprensivo de los derechos subjetivos pero más amplio, pueda verse privado del acceso a la justicia.




    Sobre esta base, que ya se deduce de la Constitución, las novedades de la Ley tienen un carácter esencialmente técnico. Las más significativas se incorporan en los preceptos que regulan la legitimación. En cuanto a la activa, se han reducido a sistema todas las normas generales o especiales que pueden considerarse vigentes y conformes con el criterio elegido. El enunciado de supuestos da idea, en cualquier caso, de la evolución que ha experimentado el recurso contencioso-administrativo, hoy en día instrumento útil para una pluralidad de fines: la defensa del interés personal, la de los intereses colectivos y cualesquiera otros legítimos, incluidos los de naturaleza política, mecanismo de control de legalidad de las Administraciones inferiores, instrumento de defensa de su autonomía, cauce para la defensa de derechos y libertades encomendados a ciertas instituciones públicas y para la del interés objetivo de la ley en los supuestos legales de acción popular, entre otros.




    Por lo que se refiere a la legitimación pasiva, el criterio de fondo es el mismo y conduce a simplificar las reglas anteriores. En particular, carece de sentido mantener la figura del coadyuvante, cuando ninguna diferencia hay ya entre la legitimación por derecho subjetivo y por interés legítimo. En cambio, ha parecido necesario precisar un poco más qué Administración tiene carácter de demandada en caso de impugnación de actos sujetos a fiscalización previa y, sobre todo, atribuir también este carácter, en caso de impugnación indirecta de una disposición general, a la Administración autora de la misma, aunque no lo sea de la actuación directamente recurrida.




    Esta previsión viene a dar cauce procesal al interés de cada Administración en defender en todo caso la legalidad de las normas que aprueba y constituye una de las especialidades de los recursos que versan sobre la conformidad a derecho de disposiciones generales, que se desgranan a lo largo de todo el articulado.




    En cuanto a la representación y defensa, se distingue entre órganos colegiados y unipersonales. En los primeros, procurador y abogado son obligatorios; en los segundos, el procurador es potestativo y el abogado obligatorio. Los funcionarios públicos podrán comparecer por sí mismos en cuestiones de personal que no impliquen separación de empleados públicos inamovibles.




    Por lo que atañe a la representación y defensa de las Administraciones públicas y órganos constitucionales, la Ley se remite a lo que disponen la Ley Orgánica del Poder Judicial y la Ley de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas para todo tipo de procesos, así como a las normas que sobre la materia y en el marco de sus competencias hayan dictado las Comunidades Autónomas, pues no hay en los contencioso-administrativos ninguna peculiaridad que merezca recogerse en norma con rango de ley.




    V Objeto del recurso




    Los escasos preceptos incluidos en los dos primeros capítulos del Título III contienen algunas de las innovaciones más importantes que la Ley introduce en nuestro sistema de control judicial de la Administración. Se trata nada menos que de superar la tradicional y restringida concepción del recurso contencioso-administrativo como una revisión judicial de actos administrativos previos, es decir, como un recurso al acto, y de abrir definitivamente las puertas para obtener justicia frente a cualquier comportamiento ilícito de la Administración.




    Pero al mismo tiempo, es necesario diferenciar las pretensiones que pueden deducirse en cada caso, pues es evidente que la diversidad de actuaciones y omisiones que pueden ser objeto del recurso no permiten seguir configurando éste como una acción procesal uniforme.




    Sin merma de sus características comunes, empezando por el «nomen iuris», el recurso admite modulaciones de relieve en función del objeto sobre el que recae.




    Cohonestar los elementos comunes y los diferenciales en un esquema simple y flexible es otro de los objetivos de la reforma.




    Por razón de su objeto se establecen cuatro modalidades de recurso: el tradicional dirigido contra actos administrativos, ya sean expresos o presuntos; el que, de manera directa o indirecta, versa sobre la legalidad de alguna disposición general, que precisa de algunas reglas especiales; el recurso contra la inactividad de la Administración y el que se interpone contra actuaciones materiales constitutivas de vía de hecho.




    Del recurso contra actos, el mejor modelado en el período precedente, poco hay que renovar. La Ley, no obstante, depura el ordenamiento anterior de algunas normas limitativas que carecen de justificación, aunque mantiene la inadmisibilidad del recurso contra actos confirmatorios de otros firmes y consentidos. Esta última regla se apoya en elementales razones de seguridad jurídica, que no sólo deben tenerse en cuenta en favor del perjudicado por un acto administrativo, sino también en favor del interés general y de quienes puedan resultar individual o colectivamente beneficiados o amparados por él. Por lo demás, el relativo sacrificio del acceso a la tutela judicial que se mantiene por dicha causa resulta hoy menos gravoso que antaño, si se tiene en cuenta la reciente ampliación de los plazos del recurso administrativo ordinario, la falta de eficacia que la legislación en vigor atribuye, sin límite temporal alguno, a las notificaciones defectuosas e inclusive la ampliación de las facultades de revisión de oficio. Conservar esa excepción es una opción razonable y equilibrada.




    En cambio, ha parecido necesario destacar en el texto de la Ley las peculiaridades de los recursos en que se enjuicia la conformidad a derecho de las disposiciones generales, hasta ahora no suficientemente consideradas.




    En realidad, los efectos que tienen estos tipos de recurso y, en particular, la declaración de ilegalidad de una disposición general por cualquier vía que se produzca, no pueden compararse, en términos generales, con los del recurso contra actos. La diferencia asume cada vez mayor relieve en la práctica, si se tiene en cuenta la extensión y relevancia que en el polifacético Estado moderno ha asumido la producción reglamentaria.




    La nueva Ley asegura las más amplias posibilidades de someter a control judicial la legalidad de las disposiciones generales, preservando los que se han dado en llamar recursos directo e indirecto y eliminando todo rastro de las limitaciones para recurrir que estableció la legislación anterior. Ahora bien, al mismo tiempo procura que la impugnación de las disposiciones generales se tramite con celeridad y que aboque siempre a una decisión judicial clara y única, de efectos generales, con el fin de evitar innecesarios vacíos normativos y situaciones de inseguridad o interinidad en torno a la validez y vigencia de las normas. Este criterio se plasma, entre otras muchas reglas de detalle, en el tratamiento procesal que se da al denominado recurso indirecto.




    Hasta ahora ha existido una cierta confusión en la teoría jurídica y en la práctica judicial sobre los efectos de esta clase de recurso, cuando la norma que aplica el acto impugnado es considerada contraria a derecho.




    Y, lo que es más grave, el carácter difuso de este tipo de control ha generado situaciones de inseguridad jurídica y desigualdad manifiesta, pues según el criterio de cada órgano judicial y a falta de una instancia unificadora, que no siempre existe, determinadas disposiciones se aplican en unos casos o ámbitos y se inaplican en otros.




    La solución pasa por unificar la decisión judicial sobre la legalidad de las disposiciones generales en un solo órgano, el que en cada caso es competente para conocer del recurso directo contra ellas, dotando siempre a esa decisión de efectos «erga omnes». De ahí que, cuando sea ese mismo órgano el que conoce de un recurso indirecto, la Ley disponga que declarará la validez o nulidad de la disposición general. Para cuando el órgano competente en un recurso de este tipo sea otro distinto del que puede conocer del recurso directo contra la disposición de que se trate, la Ley introduce la cuestión de ilegalidad.




    La regulación de este procedimiento ha tenido en cuenta la experiencia de la cuestión de inconstitucionalidad prevista por el artículo 163 de la Constitución y se inspira parcialmente en su mecánica; las analogías acaban aquí. La cuestión de ilegalidad no tiene otro significado que el de un remedio técnico tendente a reforzar la seguridad jurídica, que no impide el enjuiciamiento de las normas por el Juez o Tribunal competente para decidir sobre la legalidad del acto aplicativo del reglamento cuya ilegalidad se aduce, pero que pretende alcanzar una decisión unitaria a todo eventual pronunciamiento indirecto sobre su validez.




    Largamente reclamado por la doctrina jurídica, la Ley crea un recurso contra la inactividad de la Administración, que tiene precedentes en otros ordenamientos europeos. El recurso se dirige a obtener de la Administración, mediante la correspondiente sentencia de condena, una prestación material debida o la adopción de un acto expreso en procedimientos iniciados de oficio, allí donde no juega el mecanismo del silencio administrativo. De esta manera se otorga un instrumento jurídico al ciudadano para combatir la pasividad y las dilaciones administrativas. Claro está que este remedio no permite a los órganos judiciales sustituir a la Administración en aspectos de su actividad no prefigurados por el derecho, incluida la discrecionalidad en el «quando» de una decisión o de una actuación material, ni les faculta para traducir en mandatos precisos las genéricas e indeterminadas habilitaciones u obligaciones legales de creación de servicios o realización de actividades, pues en tal caso estarían invadiendo las funciones propias de aquélla. De ahí que la Ley se refiera siempre a prestaciones concretas y actos que tengan un plazo legal para su adopción y de ahí que la eventual sentencia de condena haya de ordenar estrictamente el cumplimiento de las obligaciones administrativas en los concretos términos en que estén establecidas. El recurso contencioso-administrativo, por su naturaleza, no puede poner remedio a todos los casos de indolencia, lentitud e ineficacia administrativas, sino tan sólo garantizar el exacto cumplimiento de la legalidad.




    Otra novedad destacable es el recurso contra las actuaciones materiales en vía de hecho. Mediante este recurso se pueden combatir aquellas actuaciones materiales de la Administración que carecen de la necesaria cobertura jurídica y lesionan derechos e intereses legítimos de cualquier clase. La acción tiene una naturaleza declarativa y de condena y a la vez, en cierto modo, interdictal, a cuyo efecto no puede dejar de relacionarse con la regulación de las medidas cautelares. Por razón de la materia, la competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo para conocer de estos recursos se explica sobradamente.




    En el caso del recurso contra la inactividad de la Administración, la Ley establece una reclamación previa en sede administrativa; en el del recurso contra la vía de hecho, un requerimiento previo de carácter potestativo, asimismo en sede administrativa. Pero eso no convierte a estos recursos en procesos contra la desestimación, en su caso por silencio, de tales reclamaciones o requerimientos. Ni, como se ha dicho, estas nuevas acciones se atienen al tradicional carácter revisor del recurso contencioso-administrativo, ni puede considerarse que la falta de estimación, total o parcial, de la reclamación o el requerimiento constituyan auténticos actos administrativos, expresos o presuntos. Lo que se persigue es sencillamente dar a la Administración la oportunidad de resolver el conflicto y de evitar la intervención judicial.




    En caso contrario, lo que se impugna sin más trámites es, directamente, la inactividad o actuación material correspondiente, cuyas circunstancias delimitan el objeto material del proceso.




    El resto de los preceptos del Título III se ciñe a introducir algunas mejoras técnicas. La preocupación por agilizar la tramitación de las causas es dominante y, en particular, explica la regla que permite al Juez o Tribunal suspender la tramitación de los recursos masivos que tengan idéntico objeto y resolver con carácter preferente uno o varios de ellos. De esta manera se puede eludir la reiteración de trámites, pues los efectos de la primera o primeras sentencias resultantes podrían aplicarse a los demás casos en vía de ejecución o, eventualmente, podrían inducir al desistimiento de otros recursos.




    VI El procedimiento




    1. La regulación del procedimiento contencioso-administrativo ordinario se basa en el esquema de la legislación anterior. Sin embargo, las modificaciones son muy numerosas, pues, por una parte, se han tenido muy en cuenta la experiencia práctica y las aportaciones doctrinales y, por otra, se han establecido normas especiales para diferentes tipos de recursos, que no precisan de un procedimiento especial. Basado en principios comunes y en un mismo esquema procesal, la Ley arbitra un procedimiento dúctil, que ofrece respuestas parcialmente distintas para cada supuesto. En todo momento se ha buscado conciliar las garantías de eficacia y celeridad del proceso con las de defensa de las partes.




    Constituye una novedad importante la introducción de un procedimiento abreviado para determinadas materias de cuantía determinada limitada, basado en el principio de oralidad.




    Las garantías que la Ley establece para lograr la pronta y completa remission del expediente administrativo al órgano judicial han sido reformadas con la intención de poner definitivamente coto a prácticas administrativas injustificables y demasiado extendidas, que alargan la tramitación de muchas causas. Incompatibles con los deberes que la Administración tiene para con los ciudadanos y con el de colaboración con la Administración de Justicia, es necesario que dichas prácticas queden desterradas para siempre.




    En la línea de procurar la rápida resolución de los procesos, la Ley arbitra varias facultades en manos de las partes o del órgano judicial, tales como la posibilidad de iniciar el recurso mediante demanda en algunos casos, la de solicitar que se falle sin necesidad de prueba, vista o conclusiones o la de llevar a cabo un intento de conciliación. Del criterio de los Jueces y Magistrados y de la colaboración de las partes dependerá que estas medidas alcancen sus fines.




    Por lo que se refiere a la sentencia, la Ley sigue de cerca la regulación anterior. En particular, se mantiene la referencia de la conformidad o disconformidad de la disposición, actuación o acto genéricamente al derecho, al ordenamiento jurídico, por entender -en frase de la exposición de motivos de la Ley de1956 que reconducirla simplemente a las leyes equivale a olvidar que lo jurídico no se encierra y circunscribe a las disposiciones escritas, sino que se extiende a los principios y a la normatividad inmanente en la naturaleza de las instituciones. Añade, no obstante, algunas prescripciones sobre el contenido y efectos de algunos fallos estimatorios: los que condenen a la Administración a hacer algo, los que estimen pretensiones de resarcimiento de daños y perjuicios, los que anulen disposiciones generales y los que versen sobre actuaciones discrecionales.




    En relación con estos últimos, la Ley recuerda la naturaleza de control en derecho que tiene el recurso contencioso-administrativo y de ahí que precise que no pueden los Jueces y Tribunales determinar el contenido discrecional de los actos que anulen. Como es lógico, esta regla no pretende coartar en absoluto la potestad de los órganos judiciales para extender su control de los actos discrecionales hasta donde lo exija el sometimiento de la Administración al derecho, es decir mediante el enjuiciamiento de los elementos reglados de dichos actos y la garantía de los límites jurídicos de la discrecionalidad.




    2. Por lo que se refiere a los recursos contra las resoluciones judiciales, la Ley se atiene en general a los que dispuso la reciente Ley 10/1992, de 30 de abril, de Medidas Urgentes de Reforma Procesal. Pero introduce algunos cambios necesarios, motivados unos por la creación de los Juzgados de lo Contencioso-administrativo, que conduce a reimplantar los recursos de apelación contra sus resoluciones, y otros por la experiencia, breve pero significativa, derivada de aquella última reforma procesal.




    El nuevo recurso de apelación ordinario contra las sentencias de los Juzgados no tiene, sin embargo, carácter universal. No siendo la doble instancia en todo tipo de procesos una exigencia constitucional, ha parecido conveniente descargar a los Tribunales Superiores de Justicia de conocer también en segunda instancia de los asuntos de menor entidad, para resolver el agobio que hoy padecen. Sin embargo, la apelación procede siempre que el asunto no ha sido resuelto en cuanto al fondo, en garantía del contenido normal del derecho a la tutela judicial efectiva, así como en el procedimiento para la protección de los derechos fundamentales, en los litigios entre Administraciones y cuando se resuelve la impugnación indirecta de disposiciones generales, por la mayor trascendencia que «a priori» tienen todos estos asuntos.




    La Ley eleva sustancialmente la cuantía de los que tienen acceso a la casación ordinaria y en menor medida la de los que pueden acceder a la casación para unificación de doctrina. Aunque rigurosa, la medida es necesaria a la vista de la experiencia de los últimos años, pues las cuantías fijadas por la Ley 10/1992 no han permitido reducir la abrumadora carga de trabajo que pesa sobre la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo. Si bien las nuevas reglas eliminan la posibilidad de doble instancia en muchos supuestos, la alternativa sería consentir el agravamiento progresivo de aquella carga, ya hoy muy superior a lo que sería razonable. Los efectos de tal situación son mucho más perniciosos, pues se corre el riesgo de alargar la resolución de los recursos pendientes ante el Tribunal Supremo hasta extremos totalmente incompatibles con el derecho a una justicia efectiva. Por otro lado, no es posible aumentar sustancialmente el número de Secciones y Magistrados del Alto Tribunal, que ha de poder atender a su importantísima función objetiva de fijar la doctrina jurisprudencial.




    Se regulan dos modalidades de recurso para la unificación de doctrina, cuyo conocimiento corresponderá, respectivamente, al Tribunal Supremo y a los Tribunales Superiores de Justicia.




    Se ha considerado oportuno mantener el recurso de casación en interés de la Ley, que se adapta a la creación de los Juzgados de lo Contencioso-administrativo y que, junto al tradicional recurso de revisión, cierra el sistema de impugnaciones en este orden jurisdiccional.




    3. La Ley ha realizado un importante esfuerzo para incrementar las garantías de ejecución de las sentencias, desde siempre una de las zonas grises de nuestro sistema contencioso-administrativo. El punto de partida reside en la imperiosa obligación de cumplir las resoluciones judiciales y colaborar en la ejecución de lo resuelto, que la Constitución prescribe, y en la potestad de los órganos judiciales de hacer ejecutar lo juzgado, que la propia Constitución les atribuye. Prescripciones que entroncan directamente con el derecho a la tutela judicial efectiva, ya que, como viene señalando la jurisprudencia, ese derecho no se satisface mediante una justicia meramente teórica, sino que conlleva el derecho a la ejecución puntual de lo fallado en sus propios términos. La negativa, expresa o implícita, a cumplir una resolución judicial constituye un atentado a la Constitución frente al que no caben excusas.




    La Ley Orgánica del Poder Judicial, que eliminó la potestad gubernativa de suspensión e inejecución de sentencias, abrió paso, en cambio, a la expropiación de los derechos reconocidos por éstas frente a la Administración. Sin embargo, no especificó las causas de utilidad pública e interés social que habrían de legitimar el ejercicio de esta potestad expropiatoria. La Ley atiende a esta necesidad, concretando tres supuestos muy determinados, entre los que debe destacarse el de la preservación del libre ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas.




    A salvo lo anterior, la Ley regula la forma de ejecutar las sentencias que condenan a la Administración al pago de cantidad, sin eliminar la prerrogativa de inembargabilidad de los bienes y derechos de la Hacienda Pública, ya que dicha modificación no puede abordarse aisladamente en la Ley Jurisdiccional, sino -en su caso a través de una nueva regulación, completa y sistemática, del estatuto jurídico de los bienes públicos. Pero compensa al interesado económicamente frente a cualquier retraso injustificado; previene frente a las ejecuciones aparentes, declarando la nulidad de pleno derecho de los actos contrarios a los pronunciamientos y estableciendo una forma rápida para anularlos, y especifica las formas posibles de ejecución forzosa de las sentencias que condenan a la Administración a realizar una actividad o dictar un acto y otorga a los órganos judiciales potestades sancionadoras para lograr la efectividad de lo mandado, aparte las consecuencias que se deduzcan en el ámbito penal.




    Dos novedades importantes completan este capítulo de la Ley. La primera se refiere a la posibilidad de extender los efectos de una sentencia firme en materia de personal y en materia tributaria a personas distintas de las partes que se encuentren en situación idéntica. Aun regulada con la necesaria cautela, la apertura puede ahorrar la reiteración de múltiples procesos innecesarios contra los llamados actos en masa. La segunda consiste en otorgar al acuerdo de conciliación judicial la misma fuerza que a la sentencia a efectos de ejecución forzosa, lo que refuerza el interés de la Ley por esta forma de terminación del procedimiento.




    4. De los recursos especiales se ha suprimido el de personal, aunque subsisten algunas especialidades relativas a esta materia a lo largo del articulado. Se trae al texto de la Ley Jurisdiccional la regulación del proceso especial en materia de derechos fundamentales, con el mismo carácter preferente y urgente que ya tiene y con importantes variaciones sobre la normativa vigente, cuyo carácter restrictivo ha conducido, en la práctica, a un importante deterioro de esta vía procesal. La más relevante novedad es el tratamiento del objeto del recurso -y, por tanto, de la sentencia de acuerdo con el fundamento común de los procesos contencioso-administrativos, esto es, contemplando la lesión de los derechos susceptibles de amparo desde la perspectiva de la conformidad de la actuación administrativa con el ordenamiento jurídico. La Ley pretende superar, por tanto, la rígida distinción entre legalidad ordinaria y derechos fundamentales, por entender que la protección del derecho fundamental o libertad pública no será factible, en muchos casos, si no se tiene en cuenta el desarrollo legal de los mismos.




    El procedimiento de la cuestión de ilegalidad, que se inicia de oficio, aúna la garantía de defensa de las partes con la celeridad que le es inherente.




    Por último, el procedimiento en caso de suspensión administrativa previa de acuerdos se adapta a los supuestos legales de suspensión previstos en la legislación vigente, al tiempo que establece las reglas que permiten su rápida tramitación.




    5. De las disposiciones comunes sobresale la regulación de las medidas cautelares. El espectacular desarrollo de estas medidas en la jurisprudencia y la práctica procesal de los últimos años ha llegado a desbordar las moderadas previsiones de la legislación anterior, certificando su antigüedad en este punto. La nueva Ley actualiza considerablemente la regulación de la materia, amplía los tipos de medidas cautelares posibles y determina los criterios que han de servir de guía a su adopción.




    Se parte de la base de que la justicia cautelar forma parte del derecho a la tutela efectiva, tal como tiene declarado la jurisprudencia más reciente, por lo que la adopción de medidas provisionales que permitan asegurar el resultado del proceso no debe contemplarse como una excepción, sino como facultad que el órgano judicial puede ejercitar siempre que resulte necesario.




    La Ley aborda esta cuestión mediante una regulación común a todas las medidas cautelares, cualquiera que sea su naturaleza. El criterio para su adopción consiste en que la ejecución del acto o la aplicación de la disposición pueden hacer perder la finalidad del recurso, pero siempre sobre la base de una ponderación suficientemente motivada de todos los intereses en conflicto.




    Además, teniendo en cuenta la experiencia de los últimos años y la mayor amplitud que hoy tiene el objeto del recurso contencioso-administrativo, la suspensión de la disposición o acto recurrido no puede constituir ya la única medida cautelar posible. La Ley introduce en consecuencia la posibilidad de adoptar cualquier medida cautelar, incluso las de carácter positivo. No existen para ello especiales restricciones, dado el fundamento común a todas las medidas cautelares. Corresponderá al Juez o Tribunal determinar las que, según las circunstancias, fuesen necesarias. Se regulan medidas «inaudita parte debitoris» -con comparecencia posterior sobre el levantamiento, mantenimiento o modificación de la medida adoptada-, así como medidas previas a la interposición del recurso en los supuestos de inactividad o vía de hecho.


  




  

    TÍTULO I 
Del orden jurisdiccional contencioso-administrativo




    CAPÍTULO I 
Ámbito




    Artículo 1 Ámbito subjetivo




    “1. Los Juzgados y Tribunales del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al Derecho Administrativo, con las disposiciones generales de rango inferior a la Ley y con los Decretos legislativos cuando excedan los límites de la delegación.




    2. Se entenderá a estos efectos por Administraciones públicas:




    a) La Administración General del Estado.




    b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.




    c) Las Entidades que integran la Administración local.




    d) Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, las Comunidades Autónomas o las Entidades locales.




    3. Conocerán también de las pretensiones que se deduzcan en relación con:




    a) Los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión patrimonial sujetos al derecho público adoptados por los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas y del Defensor del Pueblo, así como de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo.




    b) Los actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial y la actividad administrativa de los órganos de gobierno de los Juzgados y Tribunales, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial.




    c) La actuación de la Administración electoral, en los términos previstos en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General”.




    1º.- Pretensiones conocidas por los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos




    Según el art. 1.1 LJCA, los Juzgados y Tribunales del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones relacionadas con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al Derecho Administrativo1, con las disposiciones generales de rango inferior a la Ley (Reglamentos -Reales Decretos, Ordenes de las Comisiones Delegadas del Gobierno, Órdenes Ministeriales, Circulares, Instrucciones, etc.-) y con los Decretos legislativos cuando excedan los límites de la delegación. La jerarquía normativa española viene establecida por la CE, la normativa comunitaria directamente aplicable (Reglamentos y Directivas), los Tratados Internacionales, las leyes emanadas de las Cortes Generales (Leyes Ordinarias y Orgánicas), las normas con rango de ley emanadas del Poder Ejecutivo (Reales Decretos Leyes y Reales Decretos Legislativos).




    La jurisdicción contencioso-administrativa responde al objetivo de “asegurar, en beneficio de los interesados y del interés general, el exacto sometimiento de la Administración al derecho en todas las actuaciones que realiza en su condición de poder público y en uso de las prerrogativas que como tal le corresponde”.




    La Constitución Española de 1978 establece una cláusula general de sometimiento de las Administraciones Públicas al Derecho en los arts. 12, 93 y 103; encomendando en los arts. 1064 y 1075 a los órganos jurisdiccionales su control, que según el art. 9.4 LOPJ los del orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se refieran a las actuaciones de las administraciones públicas sometidas al derecho administrativo tanto si se trata de actos, incluidas las vías de hecho y la inactividad, como de disposiciones de carácter general.




    Con base en el Acuerdo de 22 de noviembre de 2018, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba la Instrucción 1/2018, relativa a la obligatoriedad para Jueces y Magistrados del empleo de medios informáticos a que se refiere el art. 230 LOPJ, hemos de tener en consideración que en la jurisdicción contencioso-administrativa se ha de alcanzar la innovación tecnológica adecuada para satisfacer las exigencia jurídicas.




    2º.- Administraciones Públicas y control de legalidad de la actuación administrativa




    Según el art. 1.2 LJCA, tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local6, además de los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas.




    La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAAPP), es de aplicación al sector público, que según lo preceptuado por el art. 2.1 comprende la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local y el sector público institucional.




    La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), establece en el art. 2.2 que el sector público institucional se integra por: Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas; las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas; y las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones de la presente Ley. Disponiendo en su art. 3 que tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local, además de los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas.




    Las Administraciones Públicas, según el art. 103 CE7, se someten plenamente en el ejercicio de su actividad a la Ley y al derecho, lo que conlleva también la aplicación de los principios jurídicos que inspiran el ordenamiento. El art. 9 CE somete a los poderes públicos y a los ciudadanos a la Constitución y al ordenamiento jurídico, proscribiendo cualquier tipo de arbitrariedad en la actuación administrativa. Y el art. 106 CE encomienda al Poder Judicial el control de la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican.




    La organización de las Administraciones Publicas condiciona la organización de la planta judicial en el orden contencioso-administrativo y también los criterios en los que descansa su régimen competencial. El control judicial de la actividad administrativa es un control integral del conjunto de esa actuación, fundamentado en criterios objetivos, como son la Ley, el Derecho y el sometimiento a sus propios fines. Todos los órdenes jurisdiccionales tienen como función juzgar y hacer cumplir lo juzgado (art. 117.3 CE), pero uno de ellos está específicamente diseñado para satisfacer otro contenido constitucional: el control de la actividad administrativa (art. 106.1 CE). Este orden es el contencioso-administrativo, que por cierto no tiene el monopolio judicial de ese control, ya que en determinados ámbitos las jurisdicciones civil, social y militar también lo ejercen; y la función de control del contencioso-administrativo tampoco se limita a la actividad de las Administraciones Públicas, aunque esta jurisdicción ordinaria especializada está diseñada para llevar el protagonismo en esa labor atribuida a los Tribunales.




    Entre los postulados del Estado de Derecho establecidos por la Constitución se encuentran la legalidad estricta de la actuación administrativa y el control jurisdiccional de la misma (STC 73/1983, de 30 de julio). El legislador no puede establecer normas excluyentes de la vía jurisdiccional cuando se trata de impetrar justicia frente a las actuaciones de las Administraciones Públicas (STC 197/1988, de 24 de octubre), pues el art. 106.1 CE determina que la legalidad de la actuación administrativa está sometida al control de los Tribunales sin excepción alguna; siendo contraria a la Constitución toda exclusión del control jurisdiccional de los actos de la Administración.




    En relación con la potestad reglamentaria hemos de tener en consideración lo dispuesto por los arts. 82 (Delegación Legislativa mediante ley de bases o ley ordinaria de forma expresa para materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio: obedece a la transferencia de la potestad legislativa realizada por las Cortes Generales -atribución exclusiva inicial al Parlamento de la facultad de dictar normas jurídicas de carácter general- al Gobierno -después de la delegación del Parlamento, el Gobierno elabora y aprueba la disposición normativa como único destinatario de la delegación legislativa-, y, la legislación delegada se presenta como una alteración o una situación de excepcionalidad con respecto a los principios que presiden las relaciones entre la ley y el reglamento -se concibe mayoritariamente la delegación como un fenómeno de habilitación o apoderamiento, mediante el cual el legislador ordinario abre al Reglamento la posibilidad de actuar en un ámbito que inicialmente le está vedado, por hallarse reservado a su regulación por Ley-; y las normas resultantes de la delegación legislativa pueden tener valor de ley o valor reglamentario), 86 (Decretos Leyes: en caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos Leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general) y 97 (Funciones del Gobierno: ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes; la potestad reglamentaria originaria radica en el Gobierno -son también titulares de la potestad reglamentaria el Presidente, los Vicepresidentes y los Ministros-; también tienen potestad reglamentara los Gobiernos Autonómicos; se concreta en la potestad de dictar reglamentos, que son normas o disposiciones generales de rango inferior a las leyes -normas de desarrollo legal que no pueden existir de forma autónoma a la ley y que hacen operativo su cumplimiento, pues el art. 47.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, establece que serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, y las que regulen materias reservadas a la Ley -nulidad radical si no cuentan con la preceptiva habilitación de la norma que desarrollan-; al amparo de lo dispuesto por el art. 22 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, el Gobierno ejercerá la iniciativa y la potestad reglamentaria de conformidad con los principios y reglas establecidos en el Título VI de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en el presente Título); y los reglamentos agotan la vía administrativa) CE, y, en relación con los requisitos de los actos administrativos hemos de tener en consideración los arts. 34 a 36 LPACAAPP. Declara la STS, Sala 3ª, de 34 de febrero de 2009, que el Reglamento innova el ordenamiento jurídico con vocación de permanencia, y, el acto administrativo se limita a aplicar el derecho subjetivo existente. Y con base en la STC 45/1990, de 15 de marzo, no toda la actuación del Gobierno está sujeta al Derecho Administrativo, no lo estando aquellas actuaciones gubernamentales que cumplen la función de dirección política que le atribuye el art. 97 CE. Según la STS, Sala 3ª, de 9 de febrero de 1998, de la gestión política, como señala el art. 108 CE, el Gobierno responde solidariamente ante el Congreso de Diputados.




    En relación con la actividad administrativa impugnable es de considerar lo establecido en los arts. 25.18 y 26 LJCA9. Respecto a la sentencia estimatoria, dispone el art. 70.2 LJCA que: “La sentencia estimará el recurso contencioso-administrativo cuando la disposición, la actuación o el acto incurrieran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder. Se entiende por desviación de poder el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el ordenamiento jurídico”.




    Declara la STC, Sala 2ª, 10/1988, de 1 de febrero, que no puede negarse, por obra de lo dispuesto en el art. 106.1 CE, que los Tribunales posean el control de la legalidad de la potestad reglamentaria y de la actuación administrativa, incluida la sancionadora. Dentro de esta potestad está la supervisión del ajuste a la ley y al Derecho de la actuación administrativa, mediante la aplicación de criterios jurídicos dentro de su competencia funcional, propia de la jurisdicción (art. 117 CE). Le compete, pues, al Tribunal Contencioso-Administrativo apreciar y valorar los hechos e integrarlos en la norma adecuada con vinculación a la ley y al Derecho, pero sin estarlo a la calificación jurídica de las partes, sin mengua de los principios de contradicción y defensa. Lo que el Tribunal ha de respetar en todo caso son los derechos fundamentales del proceso, debidamente contrastados por la prueba -pero también correctamente apreciada por el Tribunal dentro de los cánones procesales-, y, una vez fijada aquélla, es decir los hechos, aplicar la norma adecuada ``dabo tibi ius´´. Esta es la atribución o la responsabilidad del Juez o Tribunal.




    El control jurisdiccional se extiende incluso a los aspectos discrecionales de las potestades administrativas (STS, Sala 3ª, de 17 de junio de 1989); incluso corresponde a los Tribunales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, en el ejercicio de la misión que les asigna el art. 106.1 CE en relación con el art. 1.1 LJCA de 1956, asegurar la adecuación de la actuación administrativa en el cumplimiento de los tratados internacionales (STS, Sala 3ª, de 7 de marzo de 1994).




    En relación con la naturaleza revisora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, declara la STS, Sala 3ª, de 25 de julio de 2000, que basta el hecho de que la Administración haya tenido la oportunidad de pronunciarse sobre el fondo del tema discutido, aunque no lo haya efectuado por razones formales, para que estime cumplido el principio de contradicción y, en consecuencia, deba el Tribunal resolver el fondo del asunto, una vez desestimados los obstáculos formales, siempre que existan elementos de juicio suficientes para ello, pues la naturaleza revisora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa no puede quedar condicionada por el contenido del acto, objeto de impugnación, porque, de lo contrario, la Administración podría limitar, obstaculizar y demorar el ejercicio de la potestad jurisdiccional, haciendo inaplicable el control que a ésta encomienda el art. 106 CE.




    El vicio de ``desviación de poder´´, recogido en el art. 83.3 LJCA, supone la existencia de un acto ajustado a la legalidad intrínseca, pero con vicio de nulidad por no responder en su motivación interna al sentido teleológico de la actividad administrativa, orientada a la promoción del interés público y sujeta a ineludibles imperativos de moralidad (STS, Sala 3ª, de 18 de diciembre de 1989). La desviación de poder, constitucionalmente conectada con las facultades de control de los Tribunales sobre el ejercicio de la potestad reglamentaria, la legalidad de la actuación administrativa y el sometimiento de ésta a los fines que la justifican (art. 106.1 CE), es definida legalmente como el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el ordenamiento jurídico (art. 83.3 LJCA de 1956) y son notas que la caracterizan: Abarcar subjetivamente toda la diversidad de órganos de la Administración Pública, en la extensión que confiere la Ley a este concepto (art. 1.2 LJCA de 1956), y, que la actividad administrativa tanto puede consistir en un hacer activo como en la deliberada pasividad cuando concurre en el órgano competente una obligación específica de actuación positiva (STS, Sala 3ª, de 14 de marzo de 1995).




    Establece el art. 117.1 CE, que la justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley (proclama la legitimación democrática del Poder Judicial al establecer que la justicia emana del pueblo, siendo administrada en nombre del Rey por Jueces y Magistrados). Al amparo de lo dispuesto en el art. 1 LOPJ, la justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del Poder Judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente a la Constitución y al imperio de la ley.




    La independencia del Poder Judicial10 supone que los jueces y magistrados no pueden estar sometidos, en principio, a normas de rango inferior a la ley; siendo la Constitución la norma suprema de nuestro ordenamiento, y en cuanto tal tanto los ciudadanos como todos los poderes públicos, y por consiguiente también los jueces y magistrados integrantes del Poder Judicial, están sujetos a ella, con base en los arts. 9.1 y 117.1 CE.




    La Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y los diferentes Decretos de creación de los nuevos órganos judiciales supusieron el definitivo vuelco a la situación anterior prolongada a través de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1956, donde la planta estaba fundada en las Salas de lo Contencioso-Administrativo del las Audiencias Territoriales y las Salas Tercera, Cuarta y Quinta, de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo.




    El orden Jurisdiccional Contencioso-Administrativo, como encargado de hacer efectivo el mandato contenido en el art. 106 CE en relación con el control de la legalidad de la actuación administrativa y del sometimiento de esta a los fines que la justifican, debe contar con una organización ágil y efectiva, y ciertamente capaz de adaptar su actuación a las diferentes tipologías que adoptan las Administraciones Públicas, así como la propia organización que a su vez tienen éstas. Así se intenta diseñar una planta judicial que comenzando desde la base, establezca un primer escalón compuesto por los Juzgados de los Contencioso-Administrativo que, con un ámbito competencial desde el punto de vista territorial asimilable a la provincia, sea el que se encargue del control de las Administraciones Públicas locales, -Municipios, Provincias y otros entes locales-, las organizaciones periféricas del Estado y de las CCAA en la demarcación territorial provincial, y con carácter residual otras tipologías administrativas de carácter fundamentalmente no territorial.




    La actividad jurisdiccional de las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia comprende las actuaciones administrativas de los órganos centrales de las CCAA, sobre todo de los respectivos Consejos de Gobierno.




    La actividad jurisdiccional de los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo comprende la actividad administrativa de los organismos y entes públicos de carácter nacional, con competencia en toda España.




    La actividad jurisdiccional de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional comprende el control de legalidad de la actuación administrativa de los órganos administrativos de la Administración Central del Estado, especialmente la emanada de Ministros y Secretarios de Estado.




    La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo conoce en primera instancia de actuaciones materialmente administrativas emanadas de los altos órganos de la nación y de los diversos órganos constitucionales, además de los procedentes del Consejo de Ministros.




    3º.- Otras pretensiones conocidas por los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos




    Según el art. 1.3 LJCA, los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos conocerán de los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión patrimonial sujetos al derecho público adoptados por los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas y del Defensor del Pueblo, así como de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo; los actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial y la actividad administrativa de los órganos de gobierno de los Juzgados y Tribunales, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y la actuación de la Administración electoral, en los términos previstos en la LO 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General.




    1 Pretensiones deducidas respecto de actos y disposiciones sobre materias de derecho público adoptadas por determinados órganos




    Según al art. 1.3 a) LJCA, los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos también conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con los actos y disposiciones en materia de personal, administración y gestión patrimonial sujetos al derecho público adoptados por los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado11, del Tribunal Constitucional12, del Tribunal de Cuentas13 y del Defensor del Pueblo14, así como de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas15 y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo16.




    El ATS de 8 de junio de 2018 (Cc 2/18), “atribuye al orden contencioso-administrativo la competencia para conocer de la demanda promovida por una entidad mercantil frente a un ayuntamiento y su instituto municipal de acción social, en reclamación de una cantidad dimanante de dos facturas impagadas cuyo origen se encontraba en los servicios de prevención y atención del absentismo laboral prestados por la actora.




    Afirma la sala la naturaleza jurídica incuestionablemente administrativa del contrato que dio lugar a la reclamación litigiosa, tanto por los trámites seguidos en su elaboración y adjudicación -mediante la oportuna licitación pública, anunciada tras la aprobación del correspondiente expediente de contratación, con apertura de un procedimiento de adjudicación, que concluyó a favor de la actora- como por su propio contenido y clausulado -conforme al cual, a cambio de una contraprestación económica, la entidad adjudicataria se obligaba a prestar el servicio de prevención y atención al absentismo laboral del municipio, quedando sujeto a la normativa reguladora de los contratos de las Administraciones públicas vigente en la fecha de su concertación, con atribución a favor del órgano de contratación de la competencia para resolver las cuestiones surgidas sobre interpretación, modificación, resolución y efectos del contrato, bajo el control, en su caso, de la jurisdicción contencioso administrativa-.




    Afirma la sala que la reclamación articulada se inserta en el seno del contrato administrativo concertado, ya que lo que se reivindica es la contraprestación económica pactada correspondiente a un remanente pendiente de cobro, en concreto, dos mensualidades en las que el servicio pactado fue prestado por la entidad demandante y la regularización del incremento del IPC.




    Por lo tanto, entiende que la competencia corresponde a la jurisdicción contencioso- administrativa por aplicación del art. 21.1 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público aprobado por RDL 2/2011, de 14 de noviembre, que resulta de aplicación en atención a la fecha de interposición de la demanda, conforme al cual, entre otras, corresponde a este orden jurisdiccional el conocimiento de las cuestiones litigiosas relativas al cumplimiento de los contratos administrativos”.




    El ATS de 7 de marzo de 2018 (Cc 1/18), “resuelve un conflicto negativo de competencia entre los órdenes civil y contencioso administrativo atribuyendo a este último la competencia para conocer de una reclamación articulada frente a Administración de Infraestructuras Ferroviarias (en adelante, ADIF) como consecuencia de las lesiones sufridas por la demandante al resbalar y caer al suelo con motivo de la acumulación de agua existente en el suelo de una estación de tren.




    Para atribuir la competencia al orden contencioso administrativo la sala se apoya en las siguientes consideraciones:




    El objeto y régimen jurídico de ADIF y de RENFE-Operadora son sustancialmente diferentes. Mientras RENFE-Operadora se constituye como una entidad pública empresarial que se rige por el derecho privado, sin perjuicio de las excepciones que taxativamente enumera su estatuto, ADIF es un organismo público regido principalmente por normas administrativas que, solo supletoriamente, son complementadas por el derecho privado.




    La razón de política legislativa de esta diferencia se refleja en la exposición de motivos de la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector Ferroviario, en la que, tras la cita de las normas de la Unión Europea que traspone, se hace mención a la completa reordenación del sector ferroviario estatal mediante la separación de las actividades de administración de la infraestructura y de explotación de los servicios, con la progresiva apertura del transporte ferroviario a la competencia. Desde entonces, RENFE-Operadora es la entidad encargada de la prestación del servicio de transporte ferroviario, mientras que la construcción y administración de las infraestructuras se encomienda a ADIF.




    Por ello, la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector Ferroviario, como la vigente Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del Sector Ferroviario, conceptúan la administración de las infraestructuras ferroviarias como un servicio de interés general esencial para la comunidad y a ADIF como una entidad pública empresarial adscrita al Ministerio de Fomento, con personalidad jurídica propia, plena capacidad de obrar y patrimonio propio, regida por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, sus propios estatutos y las demás normas que le sean de aplicación, entre cuyas competencias se incluye la resolución de las reclamaciones de responsabilidad patrimonial que se formulen respecto de su actuación (arts. 21.1 n) Ley 39/2003, 23.1 m) Ley 38/2015 y 3.1.s del Estatuto de ADIF).




    Concluye la sala declarando que la competencia de ADIF para la resolución de las reclamaciones de responsabilidad patrimonial que se le formulen respecto de la actividad que despliegue en el marco de la prestación del servicio que tiene asignado se inserta de manera nítida en el ámbito del derecho administrativo.




    En el mismo sentido se pronuncia el ATS de 8 de junio de 2018 (Cc 5/18), al resolver otro conflicto en un asunto en el que la acción se dirigió tanto frente a ADIF como frente a RENFE-Operadora, al entender el demandante que las lesiones sufridas obedecían a la responsabilidad de ambas entidades, pues tuvieron lugar al bajarse de un vagón de tren al apeadero de una estación debido a un deficiente diseño del andén, que provocaba una desproporcionada distancia entre este y el peldaño del tren.




    Tras recordar la doctrina fijada en el auto anterior respecto de la competencia del orden contencioso administrativo para conocer de las reclamaciones articuladas frente a ADIF, la sala señala que también corresponde conocer a este orden cuando a la producción del daño la Administración (en este caso, ADIF) concurre con un sujeto privado (en este supuesto, RENFE-Operadora), por aplicación de lo dispuesto en los arts. 9.4 LOPJ y 3 e) LJCA”.




    El ATS de 15 de marzo de 2017 (Cc 25/16), “resuelve un conflicto negativo de competencia entre los órdenes civil y contencioso administrativo atribuyendo a este último la competencia para conocer de la impugnación de una providencia de apremio expedida por la Tesorería General de la Seguridad Social (en lo sucesivo, TGSS) con posterioridad a la declaración de concurso de acreedores de la entidad demandante, como consecuencia del impago de cuotas de cotización al régimen general de la Seguridad Social anteriores a aquella declaración.




    En primer lugar, la sala clarifica que, a través de la acción ejercitada, la sociedad demandante impugna el acto por el que se expide la providencia de apremio y afirma alzarse frente al devengo del recargo derivado de ella, no frente a la ejecución del importe resultante. La pretensión se basa en que el art. 50.2 del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social (en adelante, RGRSS) en el que se apoya la Administración -que permite continuar la tramitación del procedimiento recaudatorio tras la declaración de concurso hasta el dictado de la providencia de apremio, para suspender con posterioridad las actuaciones ejecutivas- infringe el principio de jerarquía normativa, ya que es contrario al art. 55 LC.




    Señala la sala, que los eventuales recargos por impago de las cuotas -que pueden diferir en su importe dependiendo de si el sujeto responsable ha cumplido o no con determinadas obligaciones de liquidación y, en su caso, de cuándo se pague la deuda- se devengan por la falta de pago en plazo y no como consecuencia de la emisión de la providencia de apremio. Esta es el título ejecutivo que da inicio al procedimiento de recaudación ejecutiva, en el que el recargo es una parte del débito, junto al principal y, en su caso, a los intereses.




    Afirma la sala que aunque la ejecución del importe resultante ha de seguirse en el ámbito del concurso de acreedores, esta no es la acción ejercitada, que se limita a impugnar el acto administrativo por el que se acuerda expedir providencia de apremio. Las causas de oposición a la providencia de apremio, que están tasadas en el RGRSS, solo se pueden oponer en el ámbito de su control de legalidad, control ajeno a la competencia del juez del concurso, que se circunscribe únicamente a resolver sobre el crédito que eventualmente reclame la TGSS incluyendo, en su caso, el recargo.




    Como segundo argumento, pone de manifiesto la sala que el fundamento de la acción ejercitada es la impugnación indirecta de una disposición reglamentaria por supuesta infracción del principio de jerarquía normativa, ya que la demandante estima que el art. 50.2 RGRSS es contrario al art. 55.1 LC, impugnación atribuida al conocimiento de la jurisdicción contencioso-administrativa (arts. 1.1 y 26 LJCA)”.




    El ATS de 9 de mayo de 2017 (Cc 4/17), “atribuye al orden contencioso-administrativo la competencia para conocer de la reclamación efectuada por una entidad urbanística de conservación frente a una mercantil, propietaria de una de las parcelas incluidas en la unidad de actuación de aquella, por cuotas impagadas.




    Afirma la sala que la demandante es una entidad urbanística de conservación, integrada por todos los propietarios de las parcelas incluidas en la actuación, que tiene naturaleza administrativa, personalidad propia y plena capacidad de obrar y que actúa bajo el control urbanístico del ayuntamiento del que depende, ante el que cabe interponer recurso de alzada para impugnar los actos de sus órganos rectores.




    Por otra parte, recuerda que se reclaman cuotas impagadas de las aportaciones aprobadas por los órganos rectores de la entidad para dar cumplimiento a sus fines propios, que son de naturaleza pública. Las disposiciones estatutarias de la entidad actora permiten que la junta de gobierno solicite al ayuntamiento, previo requerimiento al interesado, la exacción por la vía de apremio de las cuotas y derramas aprobadas por la asamblea.




    La demandante tiene la condición de Administración pública, ya que es una entidad de derecho público vinculada y sometida al control urbanístico de un ayuntamiento, ante el que puede instar la reclamación de cuotas por el procedimiento administrativo de apremio, actuación que es susceptible de control jurisdiccional ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, conforme al art. 1.2 d) LJCA.




    Y declara la sala que la exacción de tales cuotas constituye, en todas sus fases, una actuación sometida al derecho administrativo. No cabe admitir que la entidad pueda determinar la jurisdicción competente a su voluntad, eligiendo, para la exacción de las cuotas, entre seguir la vía de apremio que puede instar ante el ayuntamiento del que depende o acudir a la jurisdicción civil, ya que las potestades administrativas no son privilegios otorgados a las entidades públicas, sino que tienen carácter obligatorio para el ente administrativo.




    Y concluye señalando que la circunstancia de que la entidad urbanística no haya instado el procedimiento administrativo de apremio ante el ayuntamiento no altera la naturaleza administrativa de la cuestión litigiosa, sin perjuicio de las consecuencias que, ante la inexistencia de actuación administrativa en procedimiento de apremio, se puedan derivar respecto al pronunciamiento que haya de recaer sobre la acción ejercitada”.




    El ATS de 7 marzo de 2017 (Cc 23/16), “resuelve el conflicto negativo de competencia suscitado entre órganos de la jurisdicción social y de la contencioso-administrativa para conocer de una reclamación de cantidad efectuada frente a una mutua colaboradora de la Seguridad Social y su compañía aseguradora por los daños y perjuicios causados al actor como consecuencia de lo que consideraba una deficiente atención médica, al no habérsele detectado ni tratado determinadas lesiones postraumáticas que acabaron determinando que, años después, se acordara su jubilación de oficio por incapacidad permanente.




    Señala la sala que de la naturaleza pública de las mutuas colaboradoras de la Seguridad Social y su integración en el sector público estatal resulta obligada su inclusión en el sistema público de salud y, por lo tanto, la aplicación de la disposición adicional duodécima de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas, que atribuye al orden contencioso-administrativo la revisión jurisdiccional de las reclamaciones por daños y perjuicios derivados de la asistencia sanitaria cuando se ejercite frente a las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, así como frente a las demás entidades, servicios y organismos del Sistema Nacional de Salud o centros sanitarios concertados.




    En el mismo sentido, el art. 3. g) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS), excluye tales reclamaciones del conocimiento de los órganos de la jurisdicción social, aun cuando en la producción del daño concurran con particulares o cuenten con un seguro de responsabilidad.




    Frente a la claridad de tales disposiciones, considera la sala que carecen de entidad los argumentos que da el órgano del orden contencioso administrativo: (1) no solo porque el art. 68.4 LGSS invocado no estaba en vigor cuando se inició el procedimiento, sino, principalmente, porque se remitía a la LRJS, cuyo art. 3. g) expresamente excluye la competencia de la jurisdicción para conocer de la responsabilidad de las entidades integradas en los servicios públicos de salud por la defectuosa prestación de la asistencia sanitaria; (2) porque la relación jurídica de la que dimana el conflicto no está incluida en el art. 2 r) LRJS, ya que ni las mutuas colaboradoras de la Seguridad Social son fundaciones laborales ni sus asociados son los trabajadores que los empresarios asociados a ellas aseguran.




    Termina la sala afirmando que con esta decisión reitera su doctrina en la materia, plasmada en resoluciones de los años 2005 y 2010, pues los cambios normativos posteriores la avalan”.




    El ATS de 29 de mayo de 2018 (Cc 4/18), “resuelve el conflicto negativo de competencia suscitado entre órganos de la jurisdicción social y de la contencioso- administrativa, atribuyendo a esta última la competencia para conocer de una controversia que tiene su origen en la discrepancia del sindicato accionante con el acuerdo de la junta de personal por el que se nombró a los tres delegados de prevención en el comité provincial de seguridad y salud laboral de prisiones en representación del personal funcionario.




    El sindicato demandante entiende lesionado su derecho a la libertad sindical, ya que sostiene que el acuerdo de la junta de personal debió tener en cuenta los resultados de las últimas elecciones sindicales en los centros penitenciarios de la provincia en lugar de utilizar los obtenidos en la totalidad de los servicios periféricos de la Administración General del Estado (AGE) en la provincia, lo que privó al sindicado de representación en aquel comité.




    Señala la sala, en primer lugar, que no se está ante un pleito suscitado en materia de prevención de riesgos de trabajo, ya que el núcleo del litigio se refiere a la protección del derecho fundamental a la libertad sindical.




    Siendo así, recuerda que, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 2 f) y 3 c) LRJS, los órganos del orden social solo han de conocer de las reclamaciones en materia de libertad sindical y de derecho de huelga frente a actuaciones de las Administraciones públicas cuando se refieran exclusivamente al personal laboral, ya que la tutela de los derechos fundamentales que se atribuye al orden social está conectada con la naturaleza laboral del vínculo de los titulares de dichos derechos, siendo esa naturaleza la que determina la competencia, con independencia del sujeto al que se impute la lesión.




    Ante los argumentos mantenidos por el Juzgado de lo Contencioso Administrativo, al rechazar su competencia por tratarse de un desacuerdo entre sindicatos sin intervención alguna de la Administración pública, afirma la sala que, aunque el conflicto tiene su origen en una discrepancia en el seno del órgano de representación de los funcionarios públicos, la composición del comité provincial de seguridad y salud no es ajena a la Administración pública en la que los funcionarios prestan servicio. Así, recuerda que este comité tiene naturaleza de órgano paritario y, por tanto, el banco social actúa de interlocutor frente a la Administración empleadora en los términos del art. 38 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, con las competencias que se otorgan a dicho comité en el art. 39 de la misma y a las que se remite el art. 4.1 c) del RD 67/2010, de 29 de enero, de adaptación de la legislación de prevención de riesgos laborales a la Administración General del Estado. A ello añade que la intervención de la Administración en la constitución de los comités de seguridad y salud en el ámbito de la Administración General del Estado se ve reforzada por lo establecido en el art. 5.3 de dicho RD, expresamente aplicado al caso por las instrucciones dadas por la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas.




    Entiende la Sala, en definitiva, que, centrándose el núcleo de la pretensión del recurrente en la composición del comité provincial de seguridad y salud, se está en el ámbito del derecho administrativo que se inserta en la fórmula genérica del art. 2 f) LJCA, que incluye «las restantes materias que le atribuya expresamente una ley»”.




    2 Actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial y la actividad administrativa de los órganos de gobierno de los Juzgados y Tribunales




    Según al art. 1.3 b) LJCA, los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos también conocerán de los actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial y la actividad administrativa de los órganos de gobierno de los Juzgados y Tribunales, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial.




    El CGPJ realiza cometidos de naturaleza administrativa-gubernativa y de régimen interior del Poder Judicial. El gobierno interno de los Juzgados y Tribunales corresponde a las salas de gobierno del Tribunal Supremo, la Audiencia Nacional y los distintos Tribunales Superiores de Justicia, sin perjuicio de las funciones que corresponden a los Presidentes de dichos Tribunales y a los titulares de los restantes órganos jurisdiccionales con respecto a su propio ámbito orgánico. No obstante el Consejo ejerce la función revisora de las actuaciones llevadas a cabo por estos órganos de gobierno.




    Las resoluciones revisoras adoptadas en alzada por las Salas de Gobierno son actos de naturaleza jurisdiccional y no administrativa, por lo que quedan excluidos del control contencioso-administrativo. Declara la STS, Sala 3ª, de 4 de noviembre de 2014, que: “… es criterio ya consolidado de este Tribunal Supremo (SS de 19 de julio de 1996, de 31 de enero y 5 de febrero de 2002, de 22 de julio de 2008 y de 24 de marzo de 2009), establecido a la vista de la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional (STC 205/1993, de 11 de julio ), el de que las correcciones disciplinarias impuestas por los jueces y tribunales en el curso de un procedimiento y las resoluciones revisoras de las mismas adoptadas en alzada por las respectivas Salas de Gobierno, son actos cuya naturaleza es jurisdiccional y no administrativa, que por esta razón quedan excluidos del control contencioso- administrativo, sin que la resolución judicial en la que se declara la inadmisibilidad del recurso contencioso- administrativo atente contra el derecho a obtener la tutela judicial efectiva ni desde la perspectiva a obtener una resolución razonada fundada en la legalidad ordinaria ni como medio necesario para acceder a la revisión judicial, al tratarse de una resolución jurisdiccional dictada en un proceso con todas las garantías”.




    3 Recurso contencioso-electoral




    Según el art. 1.3 c) LJCA, los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos también conocerán de la actuación de la Administración Electoral en los términos establecidos en la LO 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General. El recurso contencioso-electoral es el proceso jurisdiccional en el que se satisfacen las pretensiones admitidas por la ley en relación con la proclamación de electos y, además conforme al art. 109 LOREG respecto de la elección y proclamación de los Presidentes de las Corporaciones Locales. Se centra en averiguar si una persona reúne las cualidades exigidas por la Ley para pertenecer al órgano de representación para el que ha sido elegido, y, si el acto jurídico de elección se ha desarrollado con arreglo a la Ley. El objeto es el restablecimiento del derecho fundamental de acceso a los cargos públicos y de representación hipotéticamente lesionado por el acuerdo de proclamación de electos por la Junta Electoral competente. El recurso contencioso-electoral es la garantía última de carácter jurisdiccional, de la validez y regulación de la elección y la proclamación de electos.




    Están legitimados para interponer el recurso contencioso electoral o para oponerse a los que se interpongan: Los candidatos proclamados o no proclamados; los representantes de las candidaturas concurrentes en la circunscripción; y los partidos políticos, asociaciones, federaciones y coaliciones que hayan presentado candidaturas en la circunscripción.




    La representación pública y la defensa de la legalidad en el recurso contencioso electoral, corresponde al Ministerio Fiscal; y se interpone ante la Junta Electoral correspondiente dentro de los tres días siguientes al acto de proclamación de electos y se formaliza en el mismo escrito, en el que se consignan los hechos, los fundamentos de Derecho y la petición que se deduzca. El Tribunal competente para la resolución de los recursos contencioso-electorales que se refieren a elecciones generales o al Parlamento Europeo es la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo; y en el supuesto de elecciones autonómicas o locales el Tribunal competente es la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la respectiva Comunidad Autónoma.




    Los recursos contencioso-electorales tienen carácter de urgentes y gozan de preferencia absoluta en su sustanciación y fallo ante las Salas de lo Contencioso-Administrativo competentes; y es de aplicación supletoria la LJCA.




    Declaran las SSTC 24, 25 26 y 131/1990, que: “El Tribunal debe procurar averiguar con todos los medios probatorios a su alcance la realidad de lo ocurrido en las Mesas en que se hayan denunciado irregularidades, al objeto de poder determinar con un razonable margen de seguridad el sentido de los votos correspondientes a las mismas. Sólo en el supuesto de que la Sala no lograse alcanzar una conclusión cierta sobre el sentido de los votos emitidos podría decretar la nulidad de la votación celebrada en las mesas impugnadas”. La Sala deberá motivadamente expresar el juicio de relevancia de los vicios o irregularidades invalidantes del resultado final, es decir, el proceso lógico que le lleve a apreciar la alteración del resultado como consecuencia de aquéllos. Cuando se trate de “vicios de procedimiento no mensurables en cuanto a su relevancia para la alteración del resultado deberá valorarlos ponderando expresamente todas las circunstancias del caso. Si se trata de irregularidades cuantificables, esto es de un número cierto de votos de destino desconocido como ocurre en este caso, sin excluir el posible recurso a juicios de probabilidad o técnicas de ponderación estadística, un criterio fecundo y razonable para apreciar si aquellos votos son determinantes para el resultado electoral consiste en comparar su cifra con la diferencia numérica entre los cocientes de las candidaturas que se disputan el último escaño”. Este principio de conservación se completa con otros principios procedimentales mantenidos de forma constante: la presunción de legalidad de los actos de la Administración Electoral, la ausencia de rigorismos formalistas y el requerimiento de que las infracciones sean de suficiente entidad para justificar la anulación de la elección, suficiente entidad que debe traducirse como influencia en el resultado.




    Con base en las SSTC 79/1989, de 4 de mayo, y, 26/1990, de 19 de febrero, “No corresponde al TC, en general, la revisión de la interpretación del derecho electoral realizado por Juntas Electorales y Salas competentes en el proceso contencioso-electoral, en su condición de “intérprete supremo de la Constitución” debe revisar si a ello es instado en vía de amparo, si la interpretación de la legalidad configuradora de los derechos fundamentales se ha llevado a cabo Secundum Constitutionem y en particular, si dados los hechos apreciados por el órgano judicial la aplicación de la legalidad ha podido afectar a la integridad del derecho fundamental aquí comprometido (art.23 CE). De no ser así, los derechos fundamentales de configuración legal quedarían degradados al plano de la legalidad ordinaria y por esta vía excluidos del control del amparo constitucional, instrumento que resulta idóneo para revisar una eventual lesión de los derechos del art. 23 CE causada por la resolución judicial en caso de no aplicar la normativa legal en el sentido más favorable a la efectividad de aquellos derechos fundamentales; pues el principio de interpretación de la legalidad en el sentido más favorable a los derechos fundamentales ha sido reiteradamente reconocido por este Tribunal, tanto en términos generales como a propósito de los derechos de sufragio activo y pasivo”.




    El recurso contencioso-electoral es un recurso autónomo que agota el control judicial de legalidad del proceso electoral, y, un recurso judicial previo de obligado agotamiento antes de acudir a la vía de amparo del art. 43 LOTC, por los actos de la junta electoral que pudieran suponer violación del art. 23 CE17.




    Artículo 2. Ámbito objetivo. Modificado por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial




    “El orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se susciten en relación con:




    a) La protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, los elementos reglados y la determinación de las indemnizaciones que fueran procedentes, todo ello en relación con los actos del Gobierno o de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, cualquiera que fuese la naturaleza de dichos actos.




    b) Los contratos administrativos y los actos de preparación y adjudicación de los demás contratos sujetos a la legislación de contratación de las Administraciones públicas.




    c) Los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho público, adoptados en el ejercicio de funciones públicas.




    d) Los actos administrativos de control o fiscalización dictados por la Administración concedente, respecto de los dictados por los concesionarios de los servicios públicos que impliquen el ejercicio de potestades administrativas conferidas a los mismos, así como los actos de los propios concesionarios cuando puedan ser recurridos directamente ante este orden jurisdiccional de conformidad con la legislación sectorial correspondiente.




    e) La responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser demandadas aquéllas por este motivo ante los órdenes jurisdiccionales civil o social.




    f) Las restantes materias que le atribuya expresamente una Ley”.




    Según al art. 2 LJCA, el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se susciten en relación con: La protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, los elementos reglados y la determinación de las indemnizaciones que fueran procedentes, en relación con los actos de cualquier naturaleza del Gobierno o de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas; los contratos administrativos y los actos de preparación y adjudicación de los demás contratos sujetos a la legislación de contratación de las Administraciones públicas; los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho público, adoptados en el ejercicio de funciones públicas18; los actos administrativos de control o fiscalización dictados por la Administración concedente, respecto de los dictados por los concesionarios de los servicios públicos que impliquen el ejercicio de potestades administrativas conferidas a los mismos, así como los actos de los propios concesionarios cuando puedan ser recurridos directamente ante este orden jurisdiccional de conformidad con la legislación sectorial correspondiente; la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser demandadas aquéllas por este motivo ante los órdenes jurisdiccionales civil o social; y las restantes materias que le atribuya expresamente una Ley (el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de todas las materias atribuidas por las leyes -competencias genéricas y adicionales de los arts. 1 y 2 LJCA-).




    1º.- Derechos Fundamentales y recurso de amparo




    Según el art. 2 a) LJCA, el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de cuestiones relacionadas con la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales referidos son los establecidos en los arts. 14 a 29 CE, los elementos reglados y la determinación de las indemnizaciones que fueran procedentes en relación con los actos del Gobierno o de los Consejos de Gobierno de las CCAA, cualquiera que fuese su naturaleza.




    Declara la STC, Pleno, 83/2016, de 28 de abril, que: “… el Tribunal Constitucional (SSTC 204/1992, de 26 de noviembre; 45/1990, de 15 de marzo; 196/1990, de 29 de noviembre; 220/1991, de 25 de noviembre, y 74/1992, de 7 de diciembre), con base en el citado art. 97 CE, han reconocido la existencia de una actividad política del Gobierno no sujeta a revisión judicial, pudiendo extraerse de la referida doctrina constitucional la conclusión, entre otras, no que la actividad del Gobierno como órgano constitucional no esté sometida al Derecho, sino únicamente que no es fiscalizable ante la jurisdicción contenciosa, al objeto de evitar una judicialización inaceptable de la vida política. Se trata de actos propios del Gobierno como órgano que desarrolla una función de dirección política, susceptibles de control por el Tribunal Constitucional cuando vulneren derechos fundamentales por aplicación analógica del art. 42 LOTC.




    En este sentido, el art. 2 LJCA de manera restringida permite el control jurisdiccional sobre los actos de gobierno ``cualquiera que fuese la naturaleza de dichos actos´´. Así pues, nada excluye un control jurisdiccional de los actos políticos del Gobierno constreñido al análisis de su respeto a los derechos fundamentales y a la observancia de los elementos reglados a la vista del citado art. 2 LJCA y de los mandatos de los arts. 9.1 y 24.1 CE”.




    1 Derechos fundamentales




    a Derecho a la igualdad




    El art. 14 CE cuenta con un doble contenido, al establecer una declaración general de igualdad ante la ley y una cláusula donde se prohíbe la discriminación en determinadas circunstancias; los beneficiarios del derecho a la igualdad y al trato no discriminatorio son los españoles y extranjeros en los términos que establecen los Tratados y la Ley, y, todos los grupos humanos no sólo los que gozan de personalidad jurídica.




    La igualdad es un valor preeminente en el ordenamiento jurídico español, al que debe colocarse en un rango central, al amparo de lo dispuesto en el art. 1.1 CE, según las STC 104/1983, de 23 de noviembre.




    La igualdad referida en el art. 14 CE es la igualdad jurídica, que no comporta necesariamente una igualdad material o igualdad económica real y efectiva, según la STC 8/1986, de 21 de enero.




    El principio de igualdad prohíbe las diferenciaciones de trato que no estén objetivamente justificadas por el fin lícito de la norma, debiendo hacerse el juicio de igualdad teniendo en cuenta los criterios legales establecidos para la distinción y no casos individualizados, según la STC 308/1994, de 21 de noviembre.




    El principio de igualdad encuentra su límite en el principio de legalidad, al no garantizar el art. 14 CE la igualdad en la ilegalidad, sino que la igualdad ha de entenderse como igualdad en la Ley, según la STS 58/1989, de 16 de marzo.




    El principio de igualdad ante la ley es de carácter material y pretende garantizar la identidad de trato de los iguales, y, el principio de igualdad en la aplicación de la ley es predominantemente formal y lo que exige es la no emisión de pronunciamientos arbitrarios por incurrir en desigualdad no justificada en un cambio de criterio que pueda reconocerse como tal, según la STC 1/1990, de 15 de enero.




    El principio de igualdad en la aplicación judicial de la ley exige que un mismo órgano jurisdiccional no modifique de manera arbitraria, su interpretación de las normas jurídicas, pero no impone que órganos distintos estén obligados a mantener interpretaciones coincidentes, puesto que lo contrario sería negar independencia en la función jurisdiccional a cada uno de los Jueces y Tribunales que encarnan el Poder Judicial, según la STC 68/1991, de 8 de abril. Para que se dé una vulneración del principio de igualdad en la aplicación judicial de la ley, es preciso que las resoluciones contradictorias provengan del mismo órgano judicial; que los supuestos en ella resueltos guarden, entre sí, una igualdad sustancial; y que la resolución en que se produce el cambio de criterio que se recurre en amparo no ofrezca la fundamentación adecuada que justifique dicho cambio, a fin de excluir tanto la arbitrariedad como la inadvertencia del mismo por los justiciables, según la STC 188/1998, de 28 de septiembre.




    El principio de igualdad en la aplicación administrativa de la ley, lo mismo que en el ámbito jurisdiccional, solamente es predicable de las decisiones que tengan su origen en un mismo órgano o entidad, según la STC 47/1989, de 21 de febrero.




    La vulneración del principio de igualdad ante la Ley requiere la presencia de dos presupuestos esenciales, a saber, la aportación de un término de comparación que acredite la igualdad de supuestos y que se trate de un cambio de criterio inmotivado o con motivación irrazonable o arbitraria, esto es, que el trato diverso carezca de una justificación objetiva y razonable, según las SSTC, 62/1987, de 20 de mayo, y, 68/1989, de 19 de abril. El principio de igualdad ante la ley entraña que de supuestos de hecho iguales se extraigan las mismas consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales los supuestos de hecho cuando la introducción en uno de ellos de un elemento o factor que permita diferenciarle del otro deba considerarse carente de fundamento racional y, por ende, arbitraria, al no ser factor diferencial relevante para la protección de los bienes y derechos pretendidos por el legislador, según la STC 253/1988, de 20 de diciembre.




    El art. 14 CE, como todos los que reconocen y garantizan derechos fundamentales y libertades públicas, son de aplicación directa e inmediata, según la STC 261/1991, de 14 de noviembre.




    b Derecho a la vida y a la integridad física y moral




    El art. 15 CE garantiza el derecho a la vida y a la integridad física y moral




    El derecho a la vida, reconocido y garantizado en su doble significación física y moral por el art. 15 CE, es la proyección de un valor superior del ordenamiento jurídico constitucional, la vida humana, y constituye el derecho fundamental esencial y troncal, en cuanto es el supuesto ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían existencia posible, según la STC 53/1985, de 11 de abril. Por otra parte, declara la STC 75/1984, de 27 de junio, que la vida humana en formación es un bien que constitucionalmente merece protección.




    El art. 15 CE garantiza el derecho a la integridad física y moral, mediante el cual se protege la inviolabilidad de la persona, no solo contra ataques dirigidos a lesionar su cuerpo o espíritu, sino también contra toda clase de intervención en esos bienes que carezca del consentimiento del titular. La tortura y los tratos inhumanos o degradantes son, en su significado jurídico, nociones graduadas de una misma escala que, en todos sus tramos, denotan causación, sean cuales fueran los fines, de padecimientos físicos o psíquicos ilícitos e infligidos de modo vejatorio para quien los sufre y con esa propia intención de vejar y doblegar la voluntad del sujeto paciente, según la STC 120/1990, de 27 de junio.




    c Derecho a la libertad ideológica, religiosa y de culto




    El art. 16 CE garantiza el derecho a la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley.




    La libertad ideológica, religiosa y de culto, es la libertad de formar la propia conciencia, de profesar ideas, convicciones o creencias religiosas o no religiosas, de manifestarlas externamente y de ejercerlas solo o junto con otros, en público o en privado. El fundamento de este derecho fundamental es la dignidad de la persona humana, según el art. 10 CE (derecho que tiene cada ser humano de ser respetado y valorado como ser individual y social por el solo hecho de ser persona).




    Además de las libertades ideológica, religiosa y de culto, aunque no se recoge expresamente la libertad de conciencia, se considera incluida como una vertiente más de aquéllas, a partir de lo cual se abre la pregunta de si cabe la objeción de conciencia. La objeción de conciencia se configura cómo la facultad de oponerse, por razones ideológicas, al cumplimiento de deberes establecidos de forma general por el ordenamiento. La Constitución hace referencia a dicha objeción con respecto al servicio militar (art. 30.2 CE) y a la denominada ``cláusula de conciencia de los periodistas´´ (art. 20.1 d) CE), pero las SSTC 5371985, de 11 de abril, y, 116/1999, de 17 de junio, han reconocido también la objeción de médicos y personal sanitario en relación con la interrupción voluntaria del embarazo y prácticas vinculadas a reproducción asistida. La objeción de conciencia no se admite, sin embargo, de forma general, habiéndose negado, por ejemplo, para formar parte de mesas electorales (STS, Sala 3ª de 30 de enero de 1979, de 30 de marzo de 1993 y de 28 de octubre de 1998) o a la denominada ``objeción fiscal´´; declarando la STS, Sala 3ª, de 11 de febrero de 2009, que no existe un derecho constitucional general a la objeción de conciencia, ni siquiera como proyección del art. 16 CE, porque éste encuentra su límite en la Ley, y, el TS opone a la objeción de conciencia el art. 9.1 CE (sólo la objeción de conciencia a la prestación del servicio militar se reconoce en la Constitución, de forma que, cualquier otro reconocimiento dependerá de la estricta voluntad del legislador).




    d Derecho a la libertad y a la seguridad, y privación de la libertad




    Establece el art. 17.1 CE que, toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma prevista en la ley.




    La libertad general de actuación o de autodeterminación individual, es un valor superior del ordenamiento jurídico que se recoge en el art. 1.1 CE.




    La libertad personal como derecho de todos a no ser privados de la libertad, es después del derecho a la vida, el primero de los derechos, y su importancia se refleja en su régimen de garantías.




    Los titulares de este derecho son todas las personas con independencia de su nacionalidad, sin perjuicio de que la regulación de los supuestos o el régimen de privación de libertad pueda variar según se trate de españoles o extranjeros al establecerse específicas medidas restrictivas de la libertad para los extranjeros en determinados supuestos, como es el caso de los extranjeros en trámite de expulsión, pero siempre bajo el necesario régimen de tutela legislativa y jurisdiccional, según las SSTC 115/1987, de 7 de julio, y, 144/1990, de 26 de septiembre.




    El derecho a la libertad encuentra su protección jurídico-penal con la tipificación de los delitos cometidos por los funcionarios públicos contra la libertad individual en los arts. 529 a 533 CP: Entrega ilegal por Juez o Magistrado de causa criminal (art. 529), privación ilegal de la libertad (art. 530), incomunicación ilegal (art. 531), privación de libertad e incomunicación ilegales por imprudencia grave (art. 532) y sanciones o privaciones indebidas o uso de rigor innecesario por funcionario penitenciario o de centro de protección de menores (art. 533).




    La seguridad proclamada en el art. 17.1 CE es la seguridad personal, con su aplicación a las medidas de detención y otras similares que puedan restringir la libertad personal o ponerla en peligro (SSTC 262/1988, de 22 de diciembre; 100/1989, de 5 de junio; y 167/1990, de 5 de noviembre).




    Los supuestos en los que podrá privarse de la libertad a una persona serán la detención preventiva, la prisión provisional y la prisión, que encuentran su régimen jurídico en los arts. 489 y siguientes LECr.




    e Derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen; inviolabilidad del domicilio; secreto de las comunicaciones; y limitación del uso de la informática




    e.1 Derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen




    Estos derechos de la personalidad recogidos en el art. 18.1 CE y derivados de la dignidad humana que proclama el art 10.1 CE son autónomos, así declaran la STC 81/2001, de 21 de marzo, y, la STS, Sala 1ª, 131/2006, de 22 de febrero, que aunque el TEDH considera que el art. 8 CEPDHLF no permite construir un derecho autónomo a la imagen, el TC ha otorgado un valor autónomo a la imagen distinto al derecho al honor, con el que se halla ligado en la formulación constitucional y legal, y lo configura como un derecho de la personalidad derivado de la dignidad humana y dirigido a proteger la dimensión moral de las personas, que atribuye a su titular un derecho a determinar la información gráfica generada por sus rasgos físicos personales que puede tener dimensión pública (este derecho otorga la facultad de impedir la reproducción o publicación de la propia imagen por parte de un tercero con finalidad informativa o cualquier otra).




    e.2 Inviolabilidad del domicilio




    La inviolabilidad del domicilio que proclama el art. 18.2 CE es un derecho fundamental establecido para garantizar el ámbito de privacidad de la persona dentro del espacio limitado elegido por la misma, que debe caracterizarse por quedar exento o inmune a las invasiones o agresiones exteriores de otras personas o de la autoridad pública (espacio en el que se ejerce la libertad más íntima). Como todo derecho fundamental es relativo y limitado, según la STC 199/1987, de, 16 de diciembre; y tiene como finalidad principal el respeto de un ámbito de vida privada personal y familiar.




    El concepto constitucional de domicilio es de mayor amplitud que el concepto jurídico-privado o jurídico-administrativo, según la STS 222/1984, de 17 de febrero.




    La protección constitucional del domicilio es una protección instrumental, que defiende los ámbitos donde se desarrolla la vida privada; por eso existe un nexo de unión indisoluble entre la norma que prohíbe la entrada y el registro en el domicilio y la que impone la defensa y garantía de un ámbito de privacidad.




    La protección jurídico-penal del derecho a la inviolabilidad del domicilio se lleva a efecto con la tipificación de los delitos de allanamiento de morada, domicilio de personas jurídicas y establecimientos abiertos al público en los arts. 202 a 204 CP: Entrada o mantenimiento en morada ajena contra la voluntad de su morador (art. 202), allanamiento de domicilio de personas jurídicas y de establecimientos abiertos al público (art. 203) y allanamiento de morada o domicilio cometido por autoridad o funcionario público (art. 204).




    El derecho a la inviolabilidad del domicilio tiene como excepciones el consentimiento del titular, la autorización judicial y la flagrancia del delito.




    e.3 Secreto de las comunicaciones




    El art. 18.3 CE garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. Su protección constitucional como derecho autónomo con significado propio separado del derecho a la intimidad, tiene un contenido puramente formal en el sentido de que el concepto de secreto se predica de lo comunicado, sea cual sea su contenido y pertenezca o no el objeto de la comunicación misma al ámbito de lo personal, lo íntimo o lo reservado. Aunque el art. 18.3 CE únicamente habla de ``secreto´´, la doctrina jurisprudencial entiende que si bien explícitamente se garantiza el secreto de las comunicaciones, implícitamente se protege también la libertad de las mismas, según la STC 114/1984, de 29 de diciembre. El secreto se predica de lo comunicado, sea cual sea su contenido y pertenezca o no el objeto de la comunicación misma al ámbito de lo personal, lo íntimo o lo reservado, según la STC 70/2002, de 3 de abril. Y el secreto de las comunicaciones no cubre sólo el contenido de la comunicación sino también la identidad subjetiva de los interlocutores, según la STC 56/2003, de 24 de marzo.




    e.4 Limitación del uso de la informática




    Establece el art. 18.4 CE que, la ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. La protección de datos es denominada derecho a la protección de datos personales, Habeas Data, derecho a la autodeterminación informativa, derecho informático, libertad informática, etc.; y protege originariamente la dignidad de la persona humana, constituyendo un ámbito de libertad del individuo, teniendo una concreción inexorable en los derechos de la personalidad, honor, intimidad y propia imagen.




    La STC 254/1993, de 20 de julio, menciona por primera vez la libertad informática, entendida como derecho fundamental autónomo que tiene su origen en la dignidad de la persona y con clara interacción con el derecho a la intimidad; y la STC 292/2000, de 30 de noviembre, materializa el derecho a la protección de datos de carácter personal, declarando que el contenido del derecho fundamental a la protección de datos consiste en un poder de disposición y control sobre los datos personales que faculta a la persona para decidir cuáles de esos datos proporciona a un tercero, siendo el art. 18.4 CE clave para su desarrollo a través de la LO 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal, hoy derogada por la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, que es desarrollada por el RD 1720/2007, de 21 de diciembre (se prohíbe el tratamiento de datos de menores de 14 años sin el consentimiento de sus padres)19.




    En el ámbito comunitario hemos de tener en consideración especialmente la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE de 7 de diciembre de 2000, que regula en el art. 8 la protección de datos de carácter personal (estos datos se trataran de modo leal, para fines concretos y sobre la base del consentimiento de la persona afectada por o en virtud de otro fundamento legítimo previsto en la ley; estando sujeto el respeto de estas normas al control de la autoridad); y el Reglamento general de protección de datos (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE.




    La protección de datos es un derecho fundamental, que según la STC 254/1993, encuentra sus límites en el respeto al honor y a la intimidad de las personas y en el pleno ejercicio de sus derechos. El derecho al honor concretado a la propia estimación y reputación, se distingue del derecho a la protección de datos concretado a un control sobre determinada información relativa a la persona; y el derecho a la intimidad permite excluir ciertos datos de una persona del conocimiento ajeno, garantizando el derecho a la protección de datos a los individuos un poder de disposición sobre esos datos.




    El derecho fundamental a la protección de datos, cuyo contenido esencial es permitir a la persona el control y el dominio sobre sus propios datos personales sometidos a tratamiento cuando se encuentren en manos de un tercero, no distingue si el tercero que maneja los datos es un particular o el Estado, esto es, un poder público o no (las lesiones al derecho fundamental a la protección de datos pueden provenir tanto de las Administraciones Públicas como del sector privado; en los ficheros de titularidad pública son responsables los órganos constitucionales o con relevancia constitucional del Estado o de las instituciones autonómicas con funciones análogas a los mismos, las administraciones públicas territoriales, así como las entidades u organismos vinculados o dependientes de las mismas y las corporaciones de derecho público siempre que su finalidad sea el ejercicio de potestades de derecho público; y en los ficheros de titularidad privada son responsables las personas, empresas o entidades de derecho privado, con independencia de quien ostente la titularidad de su capital o de la procedencia de sus recursos económicos, así como los ficheros de los que sean responsables las corporaciones de derecho público en cuanto no se encuentren vinculados al ejercicio de potestades de derecho público).




    Son datos especialmente protegidos los referidos a la ideología, religión o creencias; origen racial, salud y vida sexual; y afiliación sindical. Los datos que sólo puedan ser recabados, tratados y cedidos, cuando por razones de interés general, así lo disponga una ley o el afectado consienta expresamente (el interés general suple la necesidad del consentimiento). Y los datos sobre infracciones penales y administrativas parecen constituir una clase menor de datos sensibles, pues estos datos sólo podrán formar parte de los ficheros automatizados de las Administraciones Públicas competentes y en los casos que lo prevean sus normas reguladoras.




    La captación de imágenes y sonido se constituye hoy en un ámbito importante de la protección de datos de forma específica, y, de los derechos y libertades fundamentales de forma genérica (videovigilancia en el ámbito público con base en la LO 4/1997, de 4 de agosto, por la que se regula la utilización de videocámaras por las fuerzas y cuerpos de seguridad en lugares públicos, desarrollada por el RD 596/1999, de 16 de abril, por el que se aprueba el Reglamento que la desarrolla20, y, videovigilancia en el ámbito privado con base en la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada). En relación con la captación y grabación de comunicaciones orales mediante la utilización de dispositivos electrónicos, establece el art. 588 quater a).1 LECr que, los dispositivos de escucha y grabación podrán ser colocados tanto en el exterior como en el interior del domicilio o lugar cerrado; respecto de la utilización de dispositivos técnicos de captación de la imagen, de seguimiento y localización, el art. 588 quinquies a).1 LECr regula la captación de imágenes en lugares y espacios públicos, y, en el art. 588 quinquies b).1 LECr la utilización de dispositivos o medios técnicos de seguimiento y localización.




    Los avances tecnológicos hacen variar de forma significativa el desenvolvimiento social, y, singularmente lo relacionado con la comunicación; internet es un bien de acceso generalizado en el mundo desarrollado, tanto por la facilidad de uso como por el reducido coste del mismo, y, es un ámbito de libertad compartido socialmente, claro producto del desarrollo tecnológico, que supone una auténtica revolución por su interacción directa y el acceso inmediato al conjunto de datos que contiene la información por este medio. La STJUE (Gran Sala) de 13 de mayo de 2014 resuelve varias cuestiones prejudiciales presentadas por la Audiencia Nacional, y, declara con base en el art. 2 de la Directiva 95/46/CE que la actividad de los motores de búsqueda en internet, que consiste en hallar información publicada o puesta en Internet por terceros, indexarla de manera automática, almacenarla automáticamente y ponerla a disposición de los internautas, debe calificarse de tratamiento de datos personales cuando esa información tiene datos personales, debiendo considerarse a los mismos responsables de dicho tratamiento.




    La SAN, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 9 de mayo de 2008, remarcando la importancia del deber de secreto, declara que el art. 10 LOPD, regula de forma individualizada el deber de secreto de quienes tratan los datos personales, y, pretende que los datos personales no puedan conocerse por tercero salvo en los supuestos legales que establezcan lo contrario.




    f Libertad de elección de residencia y circulación




    Declara la STC 72/2005, de 4 de abril, que el art. 19 CE acoge cuatro derechos diferentes, concretados a la entrada y salida de territorio español, al derecho a elegir residencia y al derecho a circular dentro de España.




    El art. 19 CE reconoce a los españoles la libertad tanto para circular libremente por el territorio nacional como para fijar el lugar de residencia; esta libertad se vincula con lo establecido en el art. 139.2 CE que establece la imposibilidad de poner obstáculos a la libre circulación, lo que no obsta para que cada Comunidad Autónoma pueda establecer sus propios derechos y deberes en el marco de sus competencias siempre que no impidan o dificulten la libertad de circulación o residencia en cualquier parte del territorio.




    La libertad de elección de residencia comporta la obligación correlativa de los poderes públicos de no adoptar medidas que restrinjan u obstaculicen ese derecho fundamental; y la libertad de circulación comporta el derecho a la libre deambulación de la persona, que sólo tiene como excepción los casos señalados por la ley.




    La libertad de residencia y circulación puede ser suspendida por la declaración del estado de excepción o sitio, siempre que así se establezca expresamente en la autorización correspondiente del Congreso de los Diputados, y podrá limitarse su ejercicio en caso de declaración de estado de alarma, con base en los arts. 55 y 116 CE.




    En el ámbito comunitario la libertad de circulación y residencia se extiende a todos los ciudadanos comunitarios y a sus familias, de conformidad con lo establecido en el RD 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.




    En relación con los extranjeros no comunitarios la libertad de circulación y residencia es un derecho que se regula en el art. 5 LODLE, que tiene su reconocimiento en el orden internacional en los arts. 12 PIDCP, 13 DUDH y en el art. 2 CEPDHLF; la regulación constitucional que excluye de ese derecho a los extranjeros aparece modulada por las disposiciones internacionales aludidas (disfrute por los extranjeros de este derecho condicionado a lo que determinan los Tratados Internacionales y la Ley interna española). Los extranjeros que se hallen en España, de acuerdo con lo establecido en el Título II LODLE, tendrán derecho a circular libremente por el territorio español y a elegir su residencia sin más limitaciones que las establecidas con carácter general por los tratados y las leyes, o las acordadas por la autoridad judicial, con carácter cautelar o en un proceso penal o de extradición en el que el extranjero tenga la condición de investigado, víctima o testigo, o como consecuencia de sentencia firme. Si un extranjero no se encuentra legalmente en España, no tiene reconocidos los derechos que se derivan de la capacidad de circular libremente por todo el territorio nacional o de residir en España. Por consiguiente, el disfrute por los extranjeros del derecho a circular libremente por el territorio español y a elegir libremente su residencia dentro de España, se establecen sobre la base de su permanencia regular en nuestro país, esto es, encontrarse legalmente en España, al ser este un requisito de imprescindible observación, cuya apreciación corresponde al Estado receptor.




    En relación con el derecho para los extranjeros no comunitarios, declaran las SSTC 53/2002, de 27 de febrero, y, 72/2005, de 4 de abril, que no existe un derecho a entrar en España, pero una vez dentro, los extranjeros que estén en situación legal, gozaran de todos sus derechos, de acuerdo con lo previsto en la LODLE, y los que no se encuentren legalmente es España tendrán únicamente los derechos que pertenecen a la persona por el mero hecho de serlo, y particularmente, el derecho a no ser expulsados sino es por causa legal y conforme al procedimiento legalmente previsto.




    g Libertades de expresión y comunicación, y otros derechos




    El art. 20.1 CE establece que se reconocen y protegen los derechos: A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción; la producción y creación literaria, artística, científica y técnica; a la libertad de cátedra; y a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión (la ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades). Las libertades ex art. 20.1 CE no sólo son derechos fundamentales, sino también condición de existencia de la opinión pública libre, indisolublemente unida al pluralismo político y, por ello, fundamento de un Estado Democrático, según las SSTC 105/1990, de 6 de junio, y, 85/1992, de 8 de junio.




    Los derechos contemplados en el art. 20 CE han sido reconocidos por la jurisprudencia como de especial interés, en cuanto conciernen a la formación y existencia de una opinión pública libre, garantía que reviste una especial trascendencia, ya que al ser una condición previa y necesaria para el ejercicio de otros derechos inherentes al funcionamiento de un sistema democrático, se convierte, a su vez, en uno de los pilares de una sociedad libre democrática, según la STS, Sala 2ª, de 26 de noviembre de 1993.




    h Derecho de reunión




    El derecho de reunión pacífica y sin armas que proclama el art. 21 CE corresponde a todos los ciudadanos, y, es un derecho que puede ejercitarse con cualquier finalidad lícita.




    El derecho de reunión se configura como una manifestación colectiva de la libertad de expresión que tiene por objeto la defensa de los derechos individuales ejercida de manera colectiva, y que se configura mediante la concurrencia de cuatro elementos: el subjetivo, una agrupación de personas; el temporal, su duración transitoria; el finalístico, la licitud de su finalidad; y el real u objetivo, el lugar de celebración. Este derecho tiene un relieve fundamental dentro del principio democrático participativo, y, en la práctica, es uno de los pocos medios de que disponen muchos grupos sociales para poder expresar públicamente sus ideas y reivindicaciones.




    Es definido por las SSTC 170/2008, de 15 de diciembre, y, 38/2009, de 9 de febrero, como la agrupación temporal para reivindicar una finalidad por medio de la expresión de ideas o como una manifestación colectiva de la libertad de expresión ejercitada a través de una asociación transitoria.




    Son elementos configurados de este derecho, el concierto de más de 20 personas que se reúnen, en un momento prefijado y con una duración determinada y con un fin lícito que actúa como condición externa de legitimidad del derecho.




    El ejercicio del derecho de reunión por los extranjeros, con base en el art. 7 LODLE se ajustará a los siguientes requisitos: Deberán encontrarse en España en situación de legalidad, esto es, un período de estancia o de residencia legal, para ejercitar el derecho de reunión de conformidad con lo dispuesto en las normas que lo regulan. Y el promotor extranjero, deberá ostentar la condición de residente legal, pues el art. 4 de la LORDR exige a los promotores que se hallen en el pleno ejercicio de sus derechos civiles.




    En relación con las reuniones o manifestaciones ilícitas establece el art. 513 CP, que son las que se celebren con el fin de cometer algún delito; y aquéllas a las que concurran personas con armas, artefactos explosivos u objetos contundentes o de cualquier otro modo peligroso (el único derecho que la CE protege es el de reunión pacífica y sin armas).




    El derecho de reunión encuentra la protección jurídico-penal con la tipificación del delito de prohibición o disolución de una reunión pacífica y legal en el art. 540 CP.




    En relación con la restricción del derecho de reunión, la STC 59/1990, de 29 de marzo, declara que, el derecho subjetivo a la libre circulación por el territorio nacional tiene una dimensión constitucional, al estar proclamado como derecho fundamental por el art. 19.1 CE, y podrá, por tanto, erigirse en un límite al derecho de manifestación pues, de conformidad con lo dispuesto en el art. 11.2 CEPDHLF, el ejercicio del derecho de reunión pacífica puede ser objeto de medidas restrictivas siempre que sean necesarias en una sociedad democrática, para la protección de los derechos y libertades ajenos, de entre los que hay que estimar incluido el derecho a la libre circulación de los ciudadanos por el territorio nacional (art. 19 CE).




    i Derecho de asociación




    El art. 22.1 CE que reconoce el derecho de asociación, debe complementarse esencialmente con los arts. 6 (regula los partidos políticos), art. 7 (regula los sindicatos de trabajadores y las asociaciones de empresarios), art. 28 (regula la libertad sindical), art. 36 (regula los Colegios profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas), art. 51 (regula las organizaciones de consumidores y usuarios) y art 52 CE (regula las organizaciones profesionales para la defensa de sus propios intereses).




    El derecho de asociación es la facultad reconocida normativamente a las personas de constituir o no agrupaciones con vocación de permanencia y para la consecución de un fin común lícito (derecho de titularidad individual que es ejercido colectivamente).




    Declaran las SSTS, Sala 1ª, de 14 de noviembre de 2011 y de 19 de junio de 2004, que: “El derecho de asociación, protegido en los arts. 22 y 53 CE, tiene un contenido complejo. Comprende, entre otros, la facultad de los asociados de organizar y determinar el funcionamiento interno de la asociación sin injerencias públicas y, por ello, la de regular estatutariamente las causas y procedimiento para la expulsión de los socios. Esa facultad no es absoluta, sino sujeta a límites, pues sólo puede operar en el marco de la propia Constitución y de las Leyes que, respetando el contenido esencial del derecho, la desarrollen o regulen. Por ello, su ejercicio no queda fuera del control judicial (SSTC 56/1995, de 6 de marzo, y, 104/1999, de 14 de junio), por más que éste deba modularse, en cada caso, según lo previsto en la legislación específica que regule el tipo asociativo de que se trate. (STC 96/1994, de 21 de marzo)”.




    Son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración las determinadas en el art. 515 CP; y con base en este precepto, los Jueces y Tribunales podrán acordar la disolución de la asociación ilícita a tenor de lo dispuesto en el art. 520 CP.




    Las posibilidades de disolución o suspensión de asociaciones después de la CE, sólo podrán tener lugar en virtud de resolución judicial motivada (en medida cautelar o no); fortaleciéndose así la seguridad jurídica.




    j Derecho de participación y acceso a funciones públicas




    Establece el art. 23.1 CE que, los ciudadanos tiene el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. Las normas contenidas en el art. 23.1 y 2 CE, están indisolublemente unidas cuando se trata de una pretensión deducida por cargos públicos o representantes parlamentarios en defensa del ejercicio de sus funciones; por ello, cuando se pide amparo por representantes parlamentarios en defensa del ejercicio de sus funciones, la aplicación del art. 23 CE engloba, de manera inseparable, los dos números de los que consta, según las SSTC 5/1983, de 4 de febrero, y, 185/1999, de 11 de octubre.




    Los titulares de este derecho son los ciudadanos, y, como garantía del derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos por medio de representantes libremente elegidos, ha de comprenderse la exigencia de un sistema electoral democrático y libre, que cuente con mecanismos que aseguren el correcto desarrollo de la elección de modo que culmine con la proclamación de los preferidos por el cuerpo electoral, según la STC 21/1984, de 16 de febrero.




    Declara la STC 51/1984, de 25 de abril, que “el derecho a participar en los asuntos públicos es un derecho fundamental que encarna el derecho de participación política en el sistema democrático de un Estado social y democrático de derecho que proclama el art. 1 CE, y, es la forma de ejercitar la soberanía que el mismo precepto consagra y que reside en el pueblo español. Poe eso, la participación en los asuntos públicos referida en el art. 23 CE se realiza al elegir los miembros de las Cortes Generales, que son los representantes del pueblo, según el art. 66 CE, y puede entenderse asimismo que abarca también la participación en el Gobierno de las Entidades en que el Estado se organiza territorialmente, de acuerdo con el art. 137 CE”.




    La participación directa que en los asuntos públicos ha de corresponder a los ciudadanos, es la que se alcanza a través de las consultas populares previstas especialmente en los arts. 92 (referéndum), 167.3 y 168.3 CE (referéndum reforma constitucional), así como en la LO 2/1980, de 18 de enero, de las distintas modalidades de referéndum, y, en la LO 3/1984, de 26 de marzo, de la iniciativa legislativa popular. En cambio, la representación política es el eje de la estructura democrática del estado y el verdadero mecanismo a través del cual se legitima el funcionamiento de las principales instituciones en cada esfera territorial: Cortes Generales (arts. 66.1, 68.1 y 69.2 CE), Parlamentos Autonómicos (arts. 143, 151 y 152 CE), Municipios (art. 140 CE) y Diputaciones Provinciales (art. 141.2 CE). 




    En la STC 20/2011, de 14 de marzo, con apoyo en la doctrina sentada en la STC 169/2009, de 9 de julio, el TC otorgó el amparo a los demandantes por entender que la decisión de permitir a los concejales no adscritos la asistencia y la participación en las deliberaciones de las comisiones informativas, pero no el derecho a votar, entorpece y dificulta la posterior defensa de sus posiciones políticas mediante la participación en las deliberaciones y la votación de los asuntos en el Pleno, e incide por ello en el núcleo de las funciones de representación que son propias del cargo de concejal, lo que determina que se haya producido la lesión de los derechos de participación política ex art. 23 CE alegada por los recurrentes.




    El art. 23 CE que consagra un derecho de acceso en condiciones de igualdad, es aplicable tanto a las funciones (cargos funcionariales no representativos) como a los cargos públicos (se alcanzan a través de la elección popular y tienen naturaleza representativa); y es un término que hace referencia a función pública profesional, según la STC 163/1991, de 18 de agosto. Respecto de los cargos funcionariales no representativos, se otorga constitucionalmente un derecho de carácter puramente reaccional para impugnar ante la jurisdicción ordinaria y ante el TC toda norma o toda aplicación concreta de una norma que quiebre la igualdad; y en relación con los cargos públicos representativos, los requisitos que se señalan por las leyes solo serán admisibles en la medida que sean congruentes con esa naturaleza, pudiendo ser llevados al TC tanto las normas que los establezcan como los actos de aplicación de éstas por quiebra de la igualdad o por cualquier otro género de inadecuación, según las SSTC 21/1984, de 16 de febrero, y, 148/1986, de 25 de noviembre.




    Declara la STC 76/2017, de 19 de junio, que: “El artículo 23.2 CE especifica el derecho a la igualdad en el acceso a las funciones y cargos públicos, siendo éste, por tanto, el precepto que debe ser considerado de modo directo para apreciar si el acto, resolución o norma objeto del proceso constitucional ha quebrantado ese derecho, a no ser que el tratamiento diferenciado controvertido se deba a alguno de los criterios expresamente mencionados en el artículo 14 CE (por todas, SSTC 191/2007, de 10 de septiembre, FJ 3; 39/2008, de 10 de marzo, FJ 4; y 74/2009, FJ 3) (STC 44/2010, de 26 de julio, FJ 3)”.




    Recuerdan las SSTC 227/2004, de 29 de noviembre; 89/2005, de 19 de abril; 361/2006, de 18 de diciembre; y 141/2007, de 18 de junio, que el art. 23.2 CE, además del derecho de acceso en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos incorpora, como garantía añadida, el derecho de los parlamentarios y de los grupos en que se integran a ejercer sus funciones en condiciones de igualdad y dentro de la legalidad parlamentaria. A este respecto parece oportuno insistir en la caracterización del ius in officium tutelado por el art. 23.2 CE como un derecho de configuración legal, en el sentido de que compete a los Reglamentos parlamentarios fijar y ordenar los derechos y atribuciones que a los parlamentarios corresponden. El correlato lógico de esta función configuradora que desempeñan los Reglamentos parlamentarios radica en que una vez creados los derechos y facultades de los parlamentarios, se integran en su status representativo; de modo que, conforme a la doctrina de este Tribunal, la Constitución veta la privación o perturbación al representante político de la práctica de su cargo, introduciendo obstáculos que puedan colocar a unos representantes en condiciones de inferioridad respecto de otros. Lo dicho no conlleva, por otra parte, que cualquier infracción del estatuto del parlamentario en la Cámara represente por sí sola una lesión del derecho fundamental toda vez que únicamente poseen relevancia constitucional aquellos derechos o facultades que pertenezcan al núcleo de la función representativa parlamentaria, respecto de los cuales cabría apreciar vulneración del art. 23.2 CE si los propios órganos de las Asambleas impiden o coartan ilegítimamente su práctica o adoptan decisiones jurídicamente reprobables que contraríen la naturaleza de la representación o la igualdad de los representantes. No debe perderse de vista, finalmente, la estrecha conexión existente entre esta garantía añadida del art. 23.2 CE y el derecho fundamental de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos por medio de sus representantes reconocido en el art. 23.1 CE. En efecto, como este Tribunal ha declarado reiteradamente, puede decirse que son primordialmente los representantes políticos de los ciudadanos quienes dan efectividad a su derecho a participar en los asuntos públicos (SSTC 107/2001, de 23 de abril, y, 177/2002, de 14 de octubre), de suerte que el derecho del art. 23.2 CE, así como, indirectamente, el que el art. 23.1 CE reconoce a los ciudadanos, quedaría vacío de contenido, o sería ineficaz, si el representante político se viese privado del mismo o perturbado en su ejercicio (SSTC 38/1999, de 22 de marzo; 107/2001, de 23 de abril; 203/2001, de 15 de octubre; 177/2002, de 14 de octubre; 181/2003, de 2 de junio; 89/2005, de 19 de abril; y 361/2006, de 18 de diciembre).




    El principio constitucional de igualdad actúa en el momento de acceso al cargo y a lo largo de la relación funcionarial, según la STC 214/1998, de 11 de noviembre. El derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, se subordina a que se cumplan los requisitos que señalan las leyes, según la STS, Sala 3ª, de 2 de marzo de 1989.




    Se consagra en el art. 23.2 CE un derecho de configuración legal, por lo que compete a la ley, comprensiva de los Reglamentos Parlamentarios, establecer los derechos y facultades que corresponden a los distintos cargos y funciones, según la STC 161/1988, de 20 de septiembre. Pero no debemos de olvidar que, al ser un derecho fundamental no puede quedar excluido del control del amparo constitucional.




    En el momento del acceso se ejerce el sufragio pasivo con base en el art. 68.5 CE, estrictamente ligado al sufragio activo, es decir, a la representación, pero distinguibles y autónomos. La Constitución reclama igualdad en el acceso y, por lo tanto, en el sufragio pasivo; y en este sentido son determinantes las causas de inelegibilidad y de incompatibilidad establecidas en el art. 70.1 CE, y, precisadas en la LO 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General, en el Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982 y en el Reglamento del Senado de 3 de mayo de 1994, según la STC 45/1983, de 25 de mayo.




    k Garantías procesales




    Establece el art. 24.1 CE que, todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.




    El derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho de configuración legal, lo que implica que las partes que intervienen en un proceso están obligadas a cumplir con diligencia los deberes procesales que pesan sobre ellas, según la STC 68/1991, de 8 de abril.




    Son los jueces y tribunales los que han de otorgar la tutela judicial efectiva y los únicos a los que cabe imputar su violación, pues es un derecho de prestación que sólo puede ser reclamado de jueces y tribunales ordinarios integrantes del Poder Judicial; y el derecho a la prestación de la actividad jurisdiccional por los mismos corresponde a todas las personas físicas, y, a las personas jurídicas a quienes el ordenamiento reconoce capacidad para ser parte en un proceso.




    El derecho a la tutela judicial efectiva se ofrece como condicionante para la operatividad y el reconocimiento de los restantes, derivando de ello el sistema de garantías plasmado en el art. 53 CE, según la STS, Sala 1ª, de 6 de marzo de 1998.




    En el derecho a la jurisdicción o derecho a la tutela judicial efectiva quedan comprendidos el derecho de libre acceso a los Jueces y Tribunales (opera en toda su intensidad el principio pro actione); el derecho a obtener una resolución motivada, razonable, congruente y fundada en el sistema de fuentes; el derecho a la ejecución de la resolución; y el derecho a entablar los recursos previstos legalmente.




    Constituye doctrina reiterada del TC a partir de las SSTC 116/1986, de 8 de octubre, FJ 3, y, 187/1989, de 13 de noviembre, FJ 2, la de reconocer también como modalidad de vulneración del derecho al recurso (art. 24.1 CE), no solamente su inadmisión indebida sino también el acordar su admisión cuando la misma no resultaba procedente. Razones fundadas en el principio de legalidad procesal (por ejemplo, STC 293/1994, de 27 de octubre, FJ 2), o en la bilateralidad del proceso (STC 118/2006, de 24 de abril, FJ 2) determinan, en palabras de la STC 285/2006, de 9 de octubre, FJ 5, «que del mismo modo que un órgano judicial no puede inadmitir un recurso previsto por la ley, tampoco le está permitido pronunciarse en vía de recurso sobre una determinada materia cuando exista una causa impeditiva para ello, puesto que, si ignorara esta prohibición legal, estaría excediéndose de la competencia que el legislador le ha otorgado en el caso concreto, exceso que este Tribunal Constitucional debe corregir en la medida en que el pronunciamiento judicial pudiera lesionar el derecho de otros justiciables a la tutela judicial efectiva (SSTC 116/1986, de 8 de octubre, FJ 3, y, 187/1989, de 13 de noviembre, FJ 2)». Más recientemente, STC 149/2015, de 6 de julio, FJ 3.




    El art. 24.2 CE que también asegura la tutela judicial efectiva lo hace a través del correcto juego de los instrumentos procesales, mientras que el art. 24.1 CE asegura la tutela judicial efectiva mediante el acceso mismo al proceso, según la STC 46/1982, de 12 de julio (derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia).




    l Principio de legalidad, y, penas y sanciones privativas de libertad




    l.1 Principio de legalidad




    Las manifestaciones del principio de legalidad en el ámbito del derecho sancionador son la existencia de una ley (lex scripta), la existencia de una ley anterior al hecho sancionado (lex praevia) y la descripción por la ley de un supuesto de hecho estrictamente determinado (lex certa), según la STC 133/1987, de 21 de julio.




    El principio de legalidad penal es una garantía inherente al Estado de Derecho, que impone por razones de seguridad jurídica y de legitimidad democrática de la intervención penal, la estricta sujeción de jueces y tribunales al dictado de las leyes que describen delitos e imponen penas, según la STC 232/1997, de 16 de diciembre.




    Respecto del principio de legalidad administrativo, el TC ha declarado reiteradamente que los principios inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos matices, al Derecho Administrativo Sancionador, dado que ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado, según la STC 18/1987, de 8 de junio. La garantía material del principio de legalidad administrativo se traduce en la imperiosa necesidad de predeterminación normativa de las conductas ilícitas, y, su garantía formal se refiere al rango necesario de las normas tipificadoras de las conductas ilícitas administrativas y de las sanciones correspondientes que el TC ha identificado como ley en sentido formal. El principio de legalidad en el procedimiento administrativo sancionador lo ha hecho de una forma menos intensa que en el procedimiento penal, según las SSTC 18/1981, de 8 de junio, y, 55/2003, de 17 de diciembre; lo que se traduce en un exigencia menos estricta de ley (no se precisa la ley orgánica ni siquiera ley formal, pudiendo bastar el Decreto Ley o el Decreto Legislativo, con la posible colaboración del reglamento administrativo para completar la previsión legal que debe ser suficientemente precisa de los hechos sancionables y de la graduación de las sanciones. En el campo del Derecho Administrativo Sancionador la dimensión formal se atenúa en los términos reseñados previamente, según la STC 52/2003, de 17 de marzo.




    La doctrina de ``prohibición de la aplicación analógica in peius´´ es aplicable también a las infracciones y sanciones administrativas, según la STC 56/1998, de 16 de marzo.




    El principio ``non bis in idem´´ forma parte del principio de legalidad cuya observancia puede ser exigida, como derecho fundamental, a la luz de lo dispuesto en el art. 25.1 CE, según la STC 177/1999, de 11 de octubre.




    Su aplicación supone que las autoridades de un mismo orden, a través de procedimientos distintos, no pueden sancionar repetidamente una misma conducta ilícita, por entrañar esta duplicación de sanciones una reiteración en el ejercicio del ius puniendi del Estado, según la STC 94/1986, de 8 de julio; e impide que un órgano administrativo contradiga los hechos declarados probados por el órgano judicial penal, pero no que haga una distinta calificación jurídica de dichos hechos, según la STC 98/1989, de 1 de junio.




    Este principio es relevante para excluir la duplicidad de sanciones penales y administrativas, y, también es invocable respecto de la dualidad de sanciones penales.




    La duplicidad de sanción administrativa y penal respecto de unos mismos hechos, se exceptúa en aquellos supuestos en que la potestad sancionadora de la Administración deriva de una relación de supremacía especial y se basa, por tanto, en fundamento distinto del genérico ius puniendi del Estado.




    El principio «non bis in idem» proscribe, en su vertiente material, que un sujeto sea sancionado en más de una ocasión por los mismos hechos y con los mismos fundamentos, «de modo que la reiteración sancionadora constitucionalmente proscrita puede producirse mediante la sustanciación de una dualidad de procedimientos sancionadores, abstracción hecha de su naturaleza penal o administrativa, o en el seno de un único procedimiento (por todas, SSTC 159/1985, de 27 de noviembre, FJ 3; 94/1986, de 8 de julio, FJ 4; 154/1990, de 15 de octubre, FJ 3; y 204/1996, de 16 de diciembre, FJ 2)». [STC 2/2003, de 16 de enero, FJ 3 a)]. Por lo tanto, la mera coexistencia de previsiones legales, de un tipo penal que condena a «quienes públicamente…inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad» [artículo 510.1 a) del Código penal)] con una infracción administrativa muy grave consistente en infringir el deber de «no incitar al odio por motivos de raza, sexo, religión o nacionalidad» no vulnera «per se» el principio «non bis in idem». En su caso, la lesión del principio que prohíbe la reiteración punitiva se produciría de no aplicarse la regla de la preferencia de la autoridad judicial penal sobre la Administración respecto de su actuación en materia sancionadora en aquellos casos en los que los hechos a sancionar puedan ser, no sólo constitutivos de infracción administrativa, sino también de delito o falta según el Código penal (STC 2/2003, FJ 3) que constituye la vertiente formal o procesal del «non bis in idem» y en relación a procedimientos en los que concurra una triple identidad subjetiva, objetiva y de fundamento. En este sentido hemos recordado recientemente que «una vez que el legislador ha decidido que unos hechos merecen ser el presupuesto fáctico de una infracción penal y configura una infracción penal en torno a ellos, la norma contenida en la disposición administrativa deja de ser aplicable y sólo los órganos judiciales integrados en la jurisdicción penal son órganos constitucionalmente determinados para conocer de dicha infracción y ejercer la potestad punitiva estatal», de modo que «cuando el hecho reúne los elementos para ser calificado de infracción penal, la Administración no puede conocer, a efectos de su sanción, ni del hecho en su conjunto ni de fragmentos del mismo, y por ello ha de paralizar el procedimiento hasta que los órganos judiciales penales se pronuncien sobre la cuestión»21.




    l.2 Finalidad de las penas privativas de libertad




    Establece el art. 25.2 CE que, las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a las penas y medidas de seguridad privativas de libertad, goza de los derechos fundamentales en la medida en que no se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley Penitenciaria, según la STC 172/1989, de 19 de octubre.




    La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad.




    Los principios informadores del Derecho Administrativo Sancionador, son el de legalidad, tipicidad, irretroactividad, culpabilidad, proporcionalidad y non bis in idem. Declara la STS, Sala 3ª, de 2 de noviembre de 1992, que el derecho sancionador está impregnado de los principios del Derecho Penal.




    El principio ``non bis in idem´´ supone la exclusión de la posibilidad de imponer en base a los mismos hechos dos o más sanciones administrativas o una sanción administrativa y otra de orden penal. Este principio tiene un doble significado, material o sustantivo, según el cual nadie podrá ser castigado más de una vez por la misma infracción; y procesal, según el cual nadie puede ser juzgado dos veces por la misma conducta. Es un principio que supone, en una de sus más conocidas manifestaciones que no recaiga duplicidad de sanciones -administrativa y penal- en los casos en que se aprecie identidad de sujeto (identidad subjetiva), objeto (identidad fáctica) y fundamento (identidad causal) sin existencia de una relación de supremacía especial de la Administración que justifique el ejercicio del ius puniendi por los Tribunales y a su vez de la potestad sancionadora de la Administración, según la STC 2/1981, de 30 de enero. Sobre este principio afirma el TC que integra el derecho fundamental al principio de legalidad en materia penal y sancionadora; y el núcleo esencial de la garantía material del mismo reside en impedir el exceso punitivo en cuánto sanción no prevista legalmente, según las STC 334/2005, de 20 de diciembre, y, 48/2007, de 12 de enero.




    En el ámbito jurídico militar, la doble manifestación del ius puniendi del Estado adquiere especiales caracteres, pues aunque la disciplina constituye el principal objeto de protección del Derecho Disciplinario Militar, ni este se limita a ella, ni a él le corresponde en exclusiva la protección de aquélla; la coexistencia de ilícitos penales y administrativos implica la dificultad de determinar la trascendencia penal o administrativa de ciertas conductas que atentan contra un determinado bien jurídico, especialmente en el Derecho Disciplinario Militar por la naturaleza especial de este procedente del ejercicio de la potestad jerárquica estrictamente distribuida en las FFAA para el resguardo de los valores fundamentales de obediencia, subordinación y disciplina, pues la Ley no hace sino expresar la opción de política legislativa consistente en la expresión formal de los ámbitos sancionadores disciplinario y militar, opción que no prejuzga la cuestión sustantiva que subyace sobre los límites entre el Derecho Penal y el Derecho Disciplinario, según la STS, Sala 5ª, de 17 de enero de 2005, siendo el Derecho Disciplinario Militar parte integrante del Derecho Administrativo Sancionador (carácter administrativo-sancionador del régimen disciplinario militar), según la STC 21/1981, de 15 de junio. El Derecho Disciplinario Militar, que nace con la organización militar a la que es consustancial, fue considerado tradicionalmente como una rama originariamente desgajada del Derecho Penal Militar; las diferencias entre el ilícito penal y administrativo son de grado (cuantitativas) y formales (el texto punitivo contiene penas y las leyes no penales contienen correcciones administrativas), y, ello porque no hay faltas con naturaleza intrínsecamente penal.




    No se vulnera el principio ``non bis in idem´´ si autoridades de distinto orden contemplan un mismo hecho desde distintas perspectivas y responden a la protección de intereses jurídicos diferentes, como ocurre especialmente en el campo disciplinario militar en que valores esenciales como la disciplina exigen una inmediata acción para reponerla y analizan conductas desde la óptica disciplinaria con toda independencia del alcance penal de los hechos. Tampoco se ha vulnerado el principio de igualdad ya que el hecho de prestar el Servicio Militar es, por sí mismo, suficiente para que no pueda exigirse igualdad de trato con otra persona que no lo presta. Además, las especiales relaciones de jerarquía castrense hacen que no pueda darse un término de comparación apto para el análisis de una supuesta vulneración del mencionado principio, según la STS, Sala 5ª, de 24 de abril de 1997.




    Los principios de la potestad sancionadora son aplicables al ámbito disciplinario de las Administraciones Públicas, que tiene su base constitucional en los arts. 9 y 103 CE. La potestad disciplinaria de la Administración forma parte de una manifestación más de la potestad sancionadora general que se le otorga a ésta en el ejercicio de sus funciones, por medio de la cual se sirve para velar por el buen funcionamiento interno, asegurando con ello la aplicación de los principios constitucionales. Pero a diferencia de la potestad sancionadora de la Administración, que junto con el Derecho Penal forman parte del ius puniendi del Estado como ya hemos reseñado previamente, la potestad disciplinaria que no forma parte del ius puniendi obedece a la necesidad de un correcto funcionamiento interno de los entes públicos que lleva a ejercer un control y garantizar una disciplina dentro de ellos.




    La Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, dispuso la aplicación al ejercicio de la potestad disciplinaria de los principios que con carácter general rigen el ejercicio de potestad sancionadora de las Administraciones Públicas, debiendo tenerse en consideración al respecto los arts. 25 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, así como el RD Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.




    m Prohibición de los Tribunales de Honor




    Los Tribunales de Honor quedan prohibidos en el ámbito de la Administración Civil y de las Organizaciones Profesionales en el art. 26 CE.




    Los Tribunales de Honor se suprimen sustantivamente de forma definitiva en el ámbito de la Administración Militar con la LO 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, que en su art. 21.2 prohíbe los Tribunales de Honor en el ámbito militar; y procesalmente su supresión se estableció con la LO 2/1989, de 3 de abril, Procesal Militar.




    n Derecho a la educación y libertad de enseñanza




    Nuestro ``Código educativo constitucional´´, no está formulado constitucionalmente tan sólo en el art. 27; pues aunque es el más importante, se deben observar otros preceptos de nuestra Norma Fundamental, como los arts. 16 (libertad ideológica y religiosa), 20 (libertad de expresión y cátedra), 10.2 en relación con el 9 (interpretación de los derechos y libertades fundamentales y aplicación del Derecho Internacional), 44 (acceso a la cultura), 149.1.15ª (investigación científica y técnica), 149.1.30ª en relación con el 27.8 (homologación de títulos; y normas básicas de desarrollo del art. 27 para velar por las obligaciones de los poderes públicos). Componen también el ordenamiento educativo diversos principios constitucionales, como la igualdad (arts. 9. 2, 14, 27.5…), participación (arts. 9. 2, 27.5, 27.7...); e incluso, los valores superiores del ordenamiento jurídico (art. 1.1).




    La titularidad del derecho a la educación se extiende a todos, nacionales y extranjeros, según la STC 236/2007, de 7 de noviembre. La LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, en su art. 9 reconoce el derecho a la educación a los menores de dieciocho años, no exigiéndose para su ejercicio la autorización de estancia o residencia en España; pero el art. 21 LODLE restringe la titularidad del derecho de crear centros docentes a quienes posean la nacionalidad española.




    Declara la STC 155/2015, de 9 de julio, que: “Este Tribunal ha desarrollado en las SSTC 86/1985, de 10 de julio; 212/2005, de 21 de julio; y la ya citada STC 236/2007, de 7 de noviembre, una jurisprudencia sobre el art. 27 CE, que se concreta en que no cabe limitar la dimensión prestacional del derecho consagrado en el art. 27.1 CE a la educación básica, sino que los poderes públicos deberán hacerla efectiva, garantizando «el derecho de todos a la educación mediante una programación general de la enseñanza» (art. 27.5 CE), de modo tal que el contenido constitucionalmente garantizado de ese derecho, en su dimensión prestacional, no se limita a la enseñanza básica, sino que se extiende también a los niveles superiores, aunque en ellos no se imponga constitucionalmente la obligatoriedad y la gratuidad. Esta jurisprudencia debe complementarse con la del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre el derecho a la educación (art. 2 del Protocolo adicional al CEPDHLF), en la que se reconoce (i) que la educación es una actividad prestacional cuya organización es compleja y conlleva cuantiosos gastos, mientras que los recursos de que disponen los poderes públicos son finitos, por lo que los Estados disponen de un amplio margen de apreciación al organizarla y regularla; y (ii) que el derecho a la educación, al abarcar distintos grados y etapas de la enseñanza, ofrece una protección particularmente intensa en todo lo que concierne a la educación básica, pero su intensidad va disminuyendo gradualmente según va aumentando el nivel educativo, hasta alcanzar los estudios universitarios, en cuyo ámbito los poderes públicos disponen del mayor margen de actuación (STEDH de 21 de junio de 2011, asunto Ponomaryovi c. Bulgaria, §§ 55 y 56). De ese modo se ha establecido que si bien las garantías del derecho a la educación son de aplicación a las instituciones de educación superior, en esta etapa educativa este derecho no resulta absoluto y puede estar sujeto a limitaciones, siempre que sean legítimas por no privar de su propia esencia o efectividad al derecho a la educación; que sean previsibles para los afectados; que persigan un objetivo legítimo; y que exista una relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo perseguido (STEDH de 2 de abril de 2013, asunto Tarantino y otros c. Italia, §§ 44 y 45) y que estas limitaciones en principio pueden estar fundadas en la situación irregular de los emigrantes, siempre que se tenga en cuenta la especial protección del derecho a la educación, su papel esencial en una sociedad democrática, y su carácter instrumental para la protección de los derechos humanos y para la integración de las minorías, cosa que obliga a ponderar cuidadosamente, entre otras, las circunstancias a que puede obedecer la falta de permiso de residencia (STEDH Ponomaryovi c. Bulgaria, § 60)”.




    Derecho básico cuya garantía y promoción ha sido asumida como un servicio público prioritario; es un derecho social indispensable para realizar otros derechos humanos, siendo la educación un elemento esencial para el progreso de los pueblos que se concibe como un derecho universal de todos los ciudadanos sin limitaciones (corresponde a todos los ciudadanos en condiciones de igualdad, y, se reconoce la gratuidad de la enseñanza cuando este reconocida como obligatoria por las leyes; el derecho a recibir educación es a su vez un deber respecto a la educación básica).




    La educación es un derecho fundamental que debe ser ejercido sin discriminación alguna; y es reconocido formalmente por los Estados y la Comunidad Internacional.




    Los TI y la DUDH gozan en el derecho español de una doble dimensión jurídica, al ser normas de derecho interno vigente y servir de parámetro interpretativo de las normas sobre derechos fundamentales y libertades públicas con base en el art. 10.2 CE; y la regulación de la educación no se plantea de una manera homogénea en los textos internacionales.




    o Libertad sindical y derecho de huelga




    o.1 Libertad sindical




    El art. 28.1 CE establece que, todos tienen derecho a sindicarse libremente; la ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos; la libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas; y nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato.




    El contenido de la libertad sindical comprende: El derecho a fundar sindicatos sin autorización previa, así como el derecho a suspenderlos o extinguirlos por procedimientos democráticos; el derecho del trabajador a afiliarse al sindicato de su elección; el derecho de los afiliados a elegir libremente a sus representantes dentro de cada sindicato; y el derecho a la actividad sindical.




    La libertad sindical es predicable tan sólo de los trabajadores y de sus organizaciones, sin que pueda incluirse en la misma el asociacionismo empresarial, dado que es incompatible con la propia naturaleza del derecho a la libertad sindical, que es siempre una proyección de la defensa y promoción del interés de los trabajadores, según la STC 52/1992, de 8 de abril.




    Son titulares de la libertad sindical en su vertiente colectiva los sindicatos, y, no son titulares de la libertad sindical los comités de empresa, según las SSTC 118/1983, de 13 de diciembre, y, 197/1990, de 29 de noviembre.




    Son titulares de la libertad sindical en su vertiente individual, además de los españoles, los extranjeros, que tienen derecho a sindicarse libremente o a afiliarse a una organización profesional, en las mismas condiciones que los trabajadores españoles, con base en el art. 11 LODLE que se refiere genéricamente a los trabajadores extranjeros, estando vinculado el término ``sindical´´ en nuestro texto constitucional al trabajo por cuenta ajena. La STC 260/2007, de 20 de diciembre, declaró la inconstitucionalidad con los efectos que se indican en el fundamento jurídico 2 b) de los arts. 7.1, 8 y 11 LODLE (exclusivamente respecto al derecho a sindicarse libremente de la LO 4/2000, de 11 de enero, en la redacción dada por la LO 8/2000, de 22 de diciembre). La STC 259/2007, de 19 de diciembre, declaró inconstitucional y nulo el inciso ``cuando estén autorizados a trabajar´´.




    Dentro de la acción sindical en su dimensión colectiva se comprenden, además de la huelga y la incoación de conflictos, la negociación colectiva que por la referida inclusión no queda transformada en uno de los derechos fundamentales y libertades públicas en el sentido que da a este concepto la Constitución, según la STC 98/1985, de 29 de julio.




    Dentro del contenido de la libertad sindical en su dimensión individual, se encuadra el derecho del trabajador a no sufrir, por razón de su filiación o actividad sindical, menoscabo alguno en su situación profesional o económica en la empresa.




    Declaran las SSTC 281/2005, de 7 de noviembre, y, 64/2016, de 11 de abril, que: “Aun cuando del tenor literal del art. 28.1 CE pudiera deducirse la restricción del contenido de la libertad sindical a una vertiente exclusivamente organizativa o asociativa, este Tribunal ha declarado reiteradamente, en virtud de una interpretación sistemática de los arts. 7 y 28 CE, efectuada según el canon hermenéutico del art. 10.2 CE, que llama a los textos internacionales ratificados por España -en este caso, Convenios de la Organización Internacional del Trabajo nº 87 y 98, señaladamente-, que la enumeración de derechos efectuada en el primeramente referido precepto constitucional no se realiza con el carácter de numerus clausus, sino que en el contenido de dicho precepto se integra también la vertiente funcional, es decir, el derecho de los sindicatos a ejercer aquellas actividades dirigidas a la defensa, protección y promoción de los intereses de los trabajadores; en suma, a desplegar los medios de acción necesarios para que puedan cumplir las funciones que constitucionalmente les corresponden (por todas, SSTC 94/1995, de 19 de junio, FJ 2; 308/2000, de 18 de diciembre, FJ 6; 185/2003, de 27 de octubre, FJ 6; y 198/2004, de 15 de noviembre, FJ 5). Las anteriores expresiones del derecho fundamental (organizativas o asociativas y funcionales o de actividad) constituyen su núcleo mínimo e indisponible, el contenido esencial de la libertad sindical. En particular, en coherencia con la vertiente funcional del derecho, la Ley Orgánica de Libertad Sindical (LOLS) establece que la libertad sindical comprende el derecho a la actividad sindical [art. 2.1 d)] y, de otra parte, que las organizaciones sindicales, en el ejercicio de su libertad sindical, tienen derecho a desarrollar actividades sindicales en la empresa o fuera de ella [art. 2.2 d)]”.




    o.2 Derecho de huelga




    Constitucionalmente se proclama en el art. 28.1 CE la huelga de trabajadores como un derecho subjetivo y como un derecho fundamental, al contrario que el cierre patronal que constituye un simple derecho cívico, según la STS, Sala 4ª, de 31 de marzo de 2000.




    Dentro de la acción sindical se comprenden todos los medios lícitos y, entre ellos, la huelga. El derecho de huelga es reconocido en el RD Ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre Relaciones Laborales (derogó el Decreto de 22 de mayo de 1975); en el Título I regula el Derecho de huelga (huelga, cierre patronal y sanciones), en el Título II regula los Conflictos colectivos de trabajo (disposiciones generales y procedimientos) y el resto de los Títulos han sido derogados.




    El contenido esencial del derecho de huelga consiste en una cesación del trabajo en cualquiera de las manifestaciones o modalidades que puede revestir; no excluyendo ello, que el legislador, al regular las condiciones del ejercicio del derecho, pueda entender que algunas particulares modalidades de cesación del trabajo pueden resultar abusivas, como es posible que remita este juicio a los tribunales de justicia en determinados casos, según la STC 11/1981, de 8 de abril.




    El ejercicio del derecho de huelga consiste, en lo esencial, en suspender temporalmente la colaboración contractual con el empresario, con las consiguientes pérdidas de producción y costes de organización, pero no en causarle ``perjuicios añadidos´´, según la STS, Sala 4ª, de 17 de diciembre de 1999.




    Según la STC, 17/2017, de 2 de febrero, “La efectividad del ejercicio del derecho de huelga no demanda del empresario una conducta dirigida a no utilizar los medios técnicos con los que cuenta en la empresa o a abstenerse de realizar una actividad productiva que pueda comprometer el logro de los objetivos de la huelga, al igual que no obliga a los restantes trabajadores a contribuir al éxito de la protesta, y ello porque lo que garantiza la Constitución es el derecho a realizar la huelga, no el resultado o el éxito de la misma. El empresario tiene que soportar inevitablemente un daño como consecuencia de la huelga derivado de la interrupción de la actividad en que la misma consiste, pero sería desproporcionado exigir al empresario, en supuestos como el presente, que colabore por inacción u omisión al éxito de la huelga. El derecho de huelga aparece configurado como una presión legal al empresario que debe soportar las consecuencias naturales de su ejercicio por parte de los trabajadores que se abstienen de trabajar, pero no se impone el deber o la obligación de colaboración con los huelguistas en el logro de sus propósitos. Asimismo, la utilización por parte de los trabajadores no huelguistas de los medios técnicos de los que dispone la empresa del modo en que lo han hecho en el supuesto enjuiciado, sin realizar funciones de una categoría distinta, ha permitido hacer efectiva la libertad de trabajo que les reconoce el art. 6.4 del Real Decreto Ley 17/1977 y la jurisprudencia constitucional”.




    El ejercicio del derecho de huelga por los extranjeros, se efectuará en las mismas condiciones que las establecidas para los trabajadores españoles, tanto en el supuesto del ejercicio del derecho de huelga como por lo que se refiere al mantenimiento de los servicios esenciales.




    Establece el art. 28.2 CE que, la ley que regule el ejercicio del derecho huelga establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. El derecho a la huelga no es absoluto ni incondicional, sino sujeto a limitaciones, si bien la interpretación ha de hacerse con criterio restrictivo a fin de no imponer a las personas otras limitaciones en el ejercicio de sus derechos fundamentales que las que exige el bien común y el respeto a los derechos de los demás reconocidos en el Título I de la Constitución y en las leyes que los desarrollan. Uno de los límites del derecho de huelga es el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.




    p Derecho de petición individual y colectiva




    Derecho de petición individual y colectiva de todos los españoles por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley, a tenor de lo establecido en el art. 29.1 CE.




    El derecho de petición es un derecho de contenido prestacional y desarrollo legal, que tiene por objeto cualquier asunto o materia comprendido en el ámbito de competencias del destinatario, con independencia de que afecten exclusivamente al peticionario o sean de interés colectivo o general. El derecho de petición podrá ejercerse ante cualquier institución pública, administración, o autoridad, así como ante los órganos de dirección y administración de los organismos y entidades vinculadas o dependientes de las Administraciones públicas, respecto de las materias de su competencia, cualquiera que sea el ámbito territorial o funcional de ésta.




    Declara la STS, Sala 3ª, de 2 de marzo de 2016, que es un derecho ``uti cives´´, según declaran las SSTC 161/1988, de 20 de septiembre, y, 242/1993, de 14 de julio, del que disfrutan por igual todos los españoles, en su condición de tales, que les permite dirigir, con arreglo a la ley a que se remite la Constitución, ``peticiones a los poderes públicos, solicitando gracia o expresando súplicas o quejas, sin que en él se incluya el derecho a obtener respuesta favorable a lo solicitado´´. Las peticiones que integran este derecho del art. 29 CE, a tenor de lo declarado en la STC 242/1993, de 14 de julio, pueden incorporar una ``sugerencia o una información, una iniciativa, expresando súplicas o quejas, pero en cualquier caso ha de referirse a decisiones discrecionales o graciables (STC 161/1988, de 20 de septiembre), sirviendo a veces para poner en marcha ciertas actuaciones institucionales, como la del Defensor del Pueblo o el recurso de inconstitucionalidad de las Leyes (arts. 54 y 161.1 a) CE), sin cauce propio jurisdiccional o administrativo, por no incorporar una exigencia vinculante para el destinatario´´.




    En la Unión Europea, por derecho de petición se entiende el derecho de todo ciudadano de la Unión Europea y de toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social en un Estado miembro a presentar ante el Parlamento Europeo una petición o reclamación sobre un asunto propio de los ámbitos de actuación de la Unión Europea que le afecte directamente, según el art. 227 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, que por otra parte según su art. 20 se crea una ciudadanía de la Unión (será ciudadano de la Unión toda persona que ostente la nacionalidad de un Estado miembro, y, la ciudadanía de la Unión se añade a la ciudadanía nacional sin sustituirla). La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea regula en su art. 44.




    El derecho de petición ante el los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.




    La LO 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas, reconoce el derecho de petición en el art. 16, al establecer que el militar podrá ejercer el derecho de petición sólo individualmente, en los supuestos y con las formalidades que señala la LORDP. No son objeto de este derecho aquellas solicitudes, quejas o sugerencias para cuya satisfacción el ordenamiento jurídico establezca un procedimiento específico distinto al determinado en la citada ley orgánica. En el art. 28 se establecen y regulan las vías para la presentación de iniciativas y quejas en el ámbito de las Fuerzas Armadas. El militar debe dirigir las peticiones a sus superiores por conducto reglamentario, esto es, no puede dirigirlas directamente sino a través de sus jefes directos -por conducto regular según la estructura jerárquica de las Fuerzas Armadas, que será el conducto reglamentario, salvo en los casos que esté establecido uno específico para dirigirse al órgano competente para resolver-. Esta exigencia aparece, como podemos comprobar, actualmente definida en el RD 96/2009, de 6 de febrero, que aprueba las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas.




    La LO 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil, reconoce el derecho de petición en el art. 13 al establecer que los Guardias Civiles podrán ejercer el derecho de petición, de forma individual, en los casos y con las formalidades que señala la legislación reguladora del derecho de petición.




    Recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el art. 53. 2 CE, en los casos y formas que la ley establezca.




    2 Recurso de amparo




    Con base en el art. 41 LOTC, los derechos y libertades reconocidos en los arts. 14 a 29 CE serán susceptibles de amparo constitucional, en los casos y formas que la LOTC establece, sin perjuicio de su tutela general encomendada a los Tribunales de Justicia (igual protección será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el art. 30 CE). El recurso de amparo constitucional protege frente a las violaciones de los derechos y libertades referidos anteriormente, originadas por las disposiciones, actos jurídicos, omisiones o simple vía de hecho de los poderes públicos del Estado, las Comunidades Autónomas y demás entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional, así como de sus funcionarios o agentes. Y en el amparo constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales se formuló el recurso22.




    En relación con las decisiones o actos sin valor de Ley, emanados de las Cortes o de cualquiera de sus órganos, o de las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, o de sus órganos, que violen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, según el art. 42 LOTC podrán ser recurridos dentro del plazo de tres meses desde que, con arreglo a las normas internas de las Cámaras o Asambleas, sean firmes.




    En relación con las violaciones de los derechos y libertades referidos anteriormente originadas por disposiciones, actos jurídicos, omisiones o simple vía de hecho del Gobierno o de sus autoridades o funcionarios, o de los órganos ejecutivos colegiados de las comunidades autónomas o de sus autoridades o funcionarios o agentes, según el art. 43 LOTC podrán dar lugar al recurso de amparo una vez que se haya agotado la vía judicial procedente. El plazo para interponer el recurso de amparo constitucional será el de los veinte días siguientes a la notificación de la resolución recaída en el previo proceso judicial. Y el recurso sólo podrá fundarse en la infracción por una resolución firme de los preceptos constitucionales que reconocen los derechos o libertades susceptibles de amparo.




    Respeto de las violaciones de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, que tuvieran su origen inmediato y directo en un acto u omisión de un órgano judicial, según el at. 44 LOTC podrán dar lugar a este recurso siempre que se cumplan los requisitos siguientes: Que se hayan agotado todos los medios de impugnación previstos por las normas procesales para el caso concreto dentro de la vía judicial; que la violación del derecho o libertad sea imputable de modo inmediato y directo a una acción u omisión del órgano judicial con independencia de los hechos que dieron lugar al proceso en que aquellas se produjeron, acerca de los que, en ningún caso, entrará a conocer el Tribunal Constitucional; y que se haya denunciado formalmente en el proceso, si hubo oportunidad, la vulneración del derecho constitucional tan pronto como, una vez conocida, hubiera lugar para ello (el plazo para interponer el recurso de amparo será de 30 días, a partir de la notificación de la resolución recaída en el proceso judicial).




    En relación con la legitimación, según el art. 46 LOTC están legitimados para interponer el recurso de amparo constitucional, en los casos de los arts. 42 y 45 LOTC, la persona directamente afectada, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal; y en los casos de los arts. 43 y 44 LOTC, quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspondiente, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal. Si el recurso se promueve por el Defensor del Pueblo o el Ministerio Fiscal, la Sala competente para conocer del amparo constitucional lo comunicara a los posibles agraviados que fueran conocidos y ordenará anunciar la interposición del recurso en el Boletín Oficial del Estado a efectos de comparecencia de otros posibles interesados. Dicha publicación tendrá carácter preferente.




    Podrán comparecer en el proceso de amparo constitucional según el art. 47 LOTC, con el carácter de demandado o con el de coadyuvante, las personas favorecidas por la decisión, acto o hecho en razón del cual se formule el recurso que ostenten un interés legítimo en el mismo (el Ministerio Fiscal intervendrá en todos los procesos de amparo, en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la Ley).




    En la tramitación de los recursos de amparo constitucional se observarán los trámites previstos y establecidos en los arts. 48 a 52 LOTC.




    En relación con la resolución de los recursos de amparo constitucional y sus efectos, según los arts. 54 a 58 LOTC, “la Sala o la Sección que conozca del recurso de amparo respecto de decisiones de jueces y tribunales, limitará su función a concretar si se han violado derechos o libertades del demandante y a preservar o restablecer estos derechos o libertades, y se abstendrá de cualquier otra consideración sobre la actuación de los órganos jurisdiccionales.




    La sentencia que otorgue el amparo contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes: Declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos o libertades protegidos, con determinación, en su caso, de la extensión de sus efectos; reconocimiento del derecho o libertad pública, de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado; o restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho o libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en su caso, para su conservación (en el supuesto de que el recurso de amparo debiera ser estimado porque, a juicio de la Sala o, en su caso, la Sección, la ley aplicada lesione derechos fundamentales o libertades públicas, se elevará la cuestión al Pleno con suspensión del plazo para dictar sentencia).




    La interposición del recurso de amparo no suspenderá los efectos del acto o sentencia impugnados. Ello no obstante, cuando la ejecución del acto o sentencia impugnados produzca un perjuicio al recurrente que pudiera hacer perder al amparo su finalidad, la Sala, o la Sección en el supuesto del art. 52.2 LOTC, de oficio o a instancia del recurrente, podrá disponer la suspensión, total o parcial, de sus efectos, siempre y cuando la suspensión no ocasione perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido, ni a los derechos fundamentales o libertades de otra persona. Asimismo, la Sala o la Sección podrá adoptar cualesquiera medidas cautelares y resoluciones provisionales previstas en el ordenamiento, que, por su naturaleza, puedan aplicarse en el proceso de amparo y tiendan a evitar que el recurso pierda su finalidad (la suspensión u otra medida cautelar podrá pedirse en cualquier tiempo, antes de haberse pronunciado la sentencia o decidirse el amparo de otro modo). El incidente de suspensión se sustanciará con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal, por un plazo común que no excederá de tres días y con el informe de las autoridades responsables de la ejecución, si la Sala o la Sección lo creyera necesario (la Sala o la Sección podrá condicionar la denegación de la suspensión en el caso de que pudiera seguirse perturbación grave de los derechos de un tercero, a la constitución de caución suficiente para responder de los daños o perjuicios que pudieran originarse; la Sala o la Sección podrá condicionar la suspensión de la ejecución y la adopción de las medidas cautelares a la satisfacción por el interesado de la oportuna fianza suficiente para responder de los daños y perjuicios que pudieren originarse, pudiendo delegarse su fijación y determinación en el órgano jurisdiccional de instancia). Y en supuestos de urgencia excepcional, la adopción de la suspensión y de las medidas cautelares y provisionales podrá efectuarse en la resolución de la admisión a trámite, que podrá ser impugnada en el plazo de cinco días desde su notificación, por el Ministerio Fiscal y demás partes personadas (la Sala o la Sección resolverá el incidente mediante auto no susceptible de recurso alguno).La suspensión o su denegación pueden ser modificadas durante el curso del juicio de amparo constitucional, de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser conocidas al tiempo de sustanciarse el incidente de suspensión.




    Serán competentes para resolver sobre las peticiones de indemnización de los daños causados como consecuencia de la concesión o denegación de la suspensión los Jueces o Tribunales, a cuya disposición se pondrán las fianzas constituidas. Las peticiones de indemnización, que se sustanciarán por el trámite de los incidentes, deberán presentarse dentro del plazo de un año a partir de la publicación de la sentencia del Tribunal Constitucional”.




    La Constitución y la LOTC establecen el recurso de amparo como instrumento procesal encaminado a remediar violaciones de los derechos fundamentales, entendidas como tales las que, de manera real y efectiva, ocasionen lesión de los mismos (STC 7/1989, de 20 de abril); y en su dimensión objetiva el recurso de amparo obedece también al designio de la defensa objetiva de la Constitución, sirviendo de este modo la acción de amparo a un fin que transciende de lo singular (STC 203/2000, de 24 de julio). El recurso de amparo no es una nueva instancia judicial, es un proceso autónomo, sustantivo y distinto (STC 159/1997, de 2 de octubre), dirigido a restablecer o preservar los derechos y libertades por razón de los cuales se formulo el amparo (STC 98/1989, de 1 de junio); y su carácter subsidiario deriva de que la Constitución no lo contempla como una vía directa ni tampoco, necesariamente, como regla general y única, sino especial y extraordinaria posterior a la defensa de aquellos derechos y libertades ante los Tribunales ordinarios, a los que el art. 53.2 CE encomienda la tutela general (STC 1/1988, de 13 de enero).




    En relación con la interposición del incidente de nulidad de actuaciones como condición para poder considerar cumplido el requisito del agotamiento de la vía judicial previa, declara la STC 216/2013, de 19 de diciembre, que: “Este requisito del art. 44.1 a) LOTC responde, según ha sostenido de forma unánime y constante la doctrina de este Tribunal, a la finalidad de preservar el carácter subsidiario del recurso de amparo, evitando que el acceso a esta jurisdicción constitucional se produzca per saltum, es decir, sin brindar a los órganos judiciales la oportunidad de pronunciarse y, en su caso, remediar la lesión invocada como fundamento del recurso de amparo constitucional (SSTC 42/2010, de 26 de julio; 91/2010, de 15 de noviembre; y 12/2011, de 28 de febrero). De modo que, en supuestos como el que ahora nos ocupa, basta comprobar que los órganos judiciales han tenido la oportunidad de pronunciarse sobre los derechos fundamentales luego invocados en vía de amparo constitucional, para estimar cumplido el mencionado requisito. Lo contrario supondría cerrar la vía de amparo constitucional con un enfoque formalista y confundir la lógica del carácter subsidiario de su configuración. Como hemos advertido en nuestra STC 11/2011, de 28 de febrero, FJ 4, ``el presupuesto procesal del agotamiento no puede configurarse como la exigencia de interponer cuantos recursos fueren imaginables, incluso aquellos de dudosa viabilidad. El agotamiento queda cumplido con la utilización de aquéllos que razonablemente puedan ser considerados como pertinentes sin necesidad de complejos análisis jurídicos´´. Es asimismo doctrina reiterada de este Tribunal, que la determinación de qué remedios procesales son pertinentes en cada caso concreto es una cuestión de legalidad ordinaria que corresponde decidir a los órganos de la jurisdicción ordinaria, de modo que la fiscalización por la jurisdicción constitucional del agotamiento de la vía judicial, en cuanto requisito previo a la interposición del recurso de amparo, no habilita a este Tribunal para suplantar a los órganos de la jurisdicción ordinaria en la interpretación de la legalidad procesal. Por ello hemos afirmado también que, en la evaluación del cumplimiento del requisito del agotamiento de la vía judicial, no se trata de establecer con total precisión si un recurso es o no procedente, sino de decidir si era razonablemente exigible su interposición (STC 11/2011, de 28 de febrero, FJ 3)”.




    Por otra parte, la STC, Pleno, 112/2019, de 3 de octubre (Recurso de Amparo contra la sentencia 757/2016, de 4 de noviembre, de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia que declaró la inadmisibilidad del recurso Contencioso-administrativo, y contra la providencia de 6 de abril de 2017 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo por la que se inadmitió a trámite el recurso de casación): “...2. Especial trascendencia constitucional del recurso.




    La cuestión planteada en este recurso de amparo tiene especial trascendencia constitucional (art. 50.1 LOTC) porque da ocasión al Tribunal para aclarar o modificar su doctrina (STC 155/2009, FJ 2) en relación con la necesidad de interponer incidente de nulidad de actuaciones para agotar la vía judicial previa al recurso de amparo (art. 44.1 a) LOTC) en aquellos casos en los que la vulneración del derecho fundamental no se imputa a la última resolución judicial, sino a la inmediatamente anterior y esta vulneración ha quedado imprejuzgada porque el recurso interpuesto contra la decisión judicial que se considera lesiva de derechos fundamentales ha sido inadmitido por razones procesales que no son imputables a la falta de diligencia de la parte.




    3. Agotamiento de la vía judicial en los casos que el recurso interpuesto contra la resolución que se estima lesiva de derechos fundamentales ha sido inadmitido por razones procesales no imputables a la falta de diligencia de parte.




    a) De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal, en estos supuestos para agotar la vía judicial es necesario interponer incidente de nulidad de actuaciones ante el órgano judicial que dictó la resolución que se estima lesiva de derechos fundamentales. Así lo ha exigido el Tribunal, entre otros casos, cuando la vulneración de derechos fundamentales se imputa a la sentencia que resuelve el recurso de suplicación y el recurso interpuesto con el fin de obtener la tutela judicial del derecho fundamental que se estima lesionado -el recurso de casación en unificación de doctrina- ha sido inadmitido. En estos supuestos, según la jurisprudencia constitucional, para poder acudir en amparo es necesario previamente interponer un incidente de nulidad de actuaciones ante el órgano judicial que resolvió el recurso de suplicación (SSTC 39/2003, de 27 de febrero, 140/2006, de 8 de mayo, FJ 2 b); 265/2006, de 11 de septiembre, FJ 6; 169/2013, de 7 de octubre, FJ 3; y 95/2018, de 17 de septiembre, FJ 2; y en los AATC 176/2003, de 2 de junio, FJ 5; 211/2005, de 12 de mayo, FJ 2. ATC 15/2017, de 10 de octubre, FJ 2). Según se afirmó en la STC 39/2003, de 27 de febrero, FJ 3, en estos casos la exigencia de agotar la vía judicial, “lejos de constituir una formalidad vacía, supone un elemento esencial para respetar la subsidiariedad del recurso de amparo y, en última instancia, para garantizar la correcta articulación entre este Tribunal y los órganos integrantes del Poder Judicial”, pues son a los órganos judiciales a quienes “primeramente corresponde la reparación de las posibles lesiones de derechos invocadas por los ciudadanos”. Por esta razón, la sentencia citada sostiene que “cuando existe un recurso susceptible de ser utilizado y adecuado por su carácter y naturaleza para tutelar la libertad o derecho que se entiende vulnerado, tal recurso ha de interponerse antes de acudir a este Tribunal”.




    Esta jurisprudencia resulta aplicable siempre que el recurso interpuesto, sin ser manifiestamente improcedente (si lo fuera determinaría la extemporaneidad del recurso por haber alargado indebidamente la vía judicial), ha sido inadmitido por considerar que, a pesar de que el recurso se había interpuesto cumpliendo los requisitos de tiempo y forma exigidos por la legislación procesal (si la inadmisión es imputable a la defectuosa actuación procesal del recurrente la vía judicial se entiende indebidamente agotada), no concurrían los presupuestos necesarios para efectuar un enjuiciamiento de fondo sobre la cuestión planteada.




    b) La aplicación de la doctrina constitucional expuesta al presente caso determinaría la inadmisión del recurso de amparo por no haber agotado la vía judicial. Al imputarse la lesión de derechos fundamentales a la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Murcia y haber sido inadmitido el recurso de casación interpuesto contra esta sentencia por apreciar el Tribunal Supremo que carecía de interés casacional, de acuerdo con la jurisprudencia citada, para agotar la vía judicial hubiera debido interponerse un incidente de nulidad de actuaciones contra la referida sentencia ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia.




    c) El Tribunal, sin embargo, tras la debida reflexión, decide modificar esta doctrina y considerar que en estos supuestos no es preciso interponer un incidente de nulidad de actuaciones para cumplir el requisito que exige agotar la vía judicial antes de interponer el recurso de amparo (art. 44. 1 a) LOTC) por las razones que seguidamente se exponen.




    d) El requisito de agotar la vía judicial antes de interponer el recurso de amparo, según ha sostenido la jurisprudencia constitucional, “ha de ser interpretado de manera flexible y finalista” (SSTC 133/2001, de 13 de junio, FJ 3; 190/2001, de 1 de octubre, FJ 2, y 164/2003, de 29 de septiembre, FJ 2; y STC 144/2007, de 18 de junio FJ 2) y “no obliga a utilizar en cada caso todos los medios de impugnación posibles, sino tan sólo aquellos normales que, de manera clara, se manifiestan como ejercitables, de forma que no quepa duda respecto de la procedencia y la posibilidad real y efectiva de interponer el recurso” (SSTC 137/2006, de 8 de mayo, FJ 2; 152/2006, de 22 de mayo, FJ 5; y 62/2007, de 27 de marzo, FJ 2), “sin necesidad de superar unas dificultades interpretativas mayores de lo exigible razonablemente” (SSTC 57/2003, de 24 de marzo, FJ 2; 249/2006, de 24 de julio, FJ 1; 75/2007, de 16 de abril, FJ 2; 76/2007, de 16 de abril, FJ 2; STC 144/2007, de 18 de junio, FJ 2; y 89/2011, de 6 de junio, FJ 2).




    De la normativa procesal que regula el incidente de nulidad de actuaciones no cabe deducir que en supuestos como el que ahora se examina proceda de manera clara su interposición. El art. 241.1 LOPJ atribuye a este incidente carácter excepcional y dispone que solo procede cuando la vulneración de derechos fundamentales que se imputa a la resolución judicial “no haya podido denunciarse antes de recaer resolución que ponga fin al proceso y siempre que dicha resolución no sea susceptible de recurso ordinario ni extraordinario”. De esta regulación no se infiere que este incidente deba interponerse también en los casos en los que el recurso ordinario o extraordinario que se haya interpuesto contra la resolución que se estima lesiva de derechos fundamentales se inadmita por razones procesales que no sean imputables a la falta de diligencia de la parte. Por ello, de acuerdo con la doctrina expuesta, la interposición de este incidente en estos supuestos no puede considerarse necesaria para agotar la vía judicial previa al recurso de amparo.




    Por otra parte, la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo no exige en estos casos la interposición de este incidente. El recurso de amparo tiene esta naturaleza porque “la Constitución no lo contempla como una vía directa ni tampoco, necesariamente, como general y única, sino especial y extraordinaria posterior a la defensa de aquellos derechos y libertades ante los tribunales ordinarios, a los que el art. 53.2 CE encomienda la tutela general” (STC 185/1990, de 15 de noviembre, FJ 4). En todo caso, como ha señalado la citada STC 185/1990, FJ 4, la subsidiaridad del amparo no puede ‘conducir a una sucesión ilimitada de recursos judiciales, incompatible con el principio de seguridad jurídica que la CE consagra en su art. 9.3”.




    En el supuesto que ahora se examina el carácter subsidiario del recurso de amparo ha sido respetado, pues frente a la resolución judicial que se estima lesiva de derechos fundamentales se interpuso el recurso que, de acuerdo con la legislación procesal, es, en principio, procedente para obtener esa tutela -el recurso de casación- y este recurso se ha interpuesto cumpliendo los requisitos de tiempo y forma que establece la referida normativa.




    e) Ahora bien, una cosa es que no exista una exigencia constitucional o legal de la que se derive la necesidad de interponer este incidente para poder recurrir en amparo ante este Tribunal en estos supuestos y otra que la interposición de este incidente cuando concurren estas circunstancias pueda considerarse un recurso manifiestamente improcedente. Como se declara, entre otros muchos, en el ATC 198/2010, de 21 de diciembre, FJ 3, “la armonización de las exigencias del principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE) y el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) conducen a una aplicación restrictiva del concepto de recurso manifiestamente improcedente, limitándolo a los casos en que tal improcedencia derive de manera terminante, clara e inequívoca del propio texto legal, sin dudas que hayan de resolverse con criterios interpretativos de alguna dificultad, toda vez que el respeto debido al derecho de la parte a utilizar cuantos recursos considere útiles para la defensa de sus intereses impide exigirle que se abstenga de emplear aquellos cuya improcedencia sea razonablemente dudosa y, en consecuencia, que asuma el riesgo de incurrir en una falta de agotamiento de la vía judicial previa”.




    La improcedencia del incidente de nulidad de actuaciones en este tipo de casos no deriva de manera terminante, clara e inequívoca del art. 241.1 LOPJ. Cabe entender que una vez inadmitido el recurso contra la resolución que se estima lesiva de derechos fundamentales concurre el presupuesto procesal que determina la procedencia de este incidente -es en este momento cuando la resolución no es susceptible de recurso ordinario ni extraordinario- y, por tanto, puede utilizarse este cauce procesal para obtener la tutela de derechos fundamentales que se consideran vulnerados por la referida resolución. Así lo ha admitido la jurisprudencia de este Tribunal a la que antes se ha hecho referencia y así lo ha entendido también la Sala Tercera del Tribunal Supremo en relación con las resoluciones que han sido recurridas en casación y el recurso ha sido inadmitido por carecer de interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, al considerar (ATS 11433/2017, de 11 de diciembre) que, dado el alto margen de apreciación que tiene para apreciar si el recurso presenta interés casacional, “solo cuando se haya decidido la inadmisión del recurso de casación se podrá afirmar que contra la resolución judicial impugnada no cabe recurso ordinario, ni extraordinario” y, en consecuencia, este es el momento en el que podrá interponerse el incidente de nulidad de actuaciones ante el órgano judicial que dictó la resolución que se intentó recurrir en casación.




    Esta interpretación, aunque no se deduce del tenor del art. 241.1 LOPJ, no lo contraviene y se justifica en la necesidad de otorgar un cauce impugnatorio a través del cual pueden tutelarse las vulneraciones de derechos fundamentales que se imputan a la resolución contra la que se interpuso el recurso y que no pudieron ser enjuiciadas al haberse inadmitido el recurso por razones procesales.




    Por exigencias de los arts. 24.1 y 53.2 CE el ordenamiento jurídico tiene que prever una vía impugnatoria que permita tutelar los derechos fundamentales que puedan haber vulnerado los órganos judiciales cuando resuelven en única o última instancia. Hasta la reforma del recurso de amparo llevada a cabo por la Ley Orgánica 6/2007 esta tutela estaba asegurada por el Tribunal Constitucional, pues, como señaló la STC 185/1990, el recurso de amparo era un “recurso subsidiario, pero también común y general de última instancia” que garantizaba la tutela de los derechos fundamentales. La citada STC 185/1990 sostuvo que no era contrario al art. 24 CE que el incidente de nulidad de actuaciones que regulaba en aquel entonces el art. 242.2 LOPJ solo permitiera declarar la nulidad de actuaciones por vicios procesales si no había recaído sentencia, pues consideró que, una vez dictada la sentencia, la indefensión que tales vicios pudieran provocar podía ser tutelada mediante el recurso de amparo constitucional. Tras la referida reforma legal, la naturaleza del recurso de amparo ha cambiado y ahora, aunque sigue siendo un recurso de “última instancia”, ya no garantiza en todo caso la tutela de los derechos fundamentales, pues para que este recurso sea admitido a trámite “no es suficiente la mera lesión de un derecho fundamental o libertad pública del recurrente tutelable en amparo (arts. 53.2 y 161.1 b) CE y 41 LOTC), sino que además es indispensable, en lo que ahora interesa, la especial trascendencia constitucional del recurso -art. 50.1 b) LOTC- (STC 155/2009).




    Por ello, para poder garantizar el derecho al recurso frente a las vulneraciones de derechos fundamentales que sean imputables directamente a los órganos judiciales cuando resuelven en única o última instancia es preciso establecer un cauce procesal en la vía judicial, pues la tutela por el Tribunal Constitucional, dada la configuración actual del recurso de amparo, solo procederá en los supuestos excepcionales en los que la cuestión planteada en el recurso tenga especial trascendencia constitucional. En este momento este cauce procesal es el incidente de nulidad de actuaciones que regula el art. 241.1 LOPJ.




    f) En consecuencia, con el fin de garantizar la tutela judicial frente a las vulneraciones de derechos fundamentales que ocasionen los órganos judiciales cuando sus decisiones no son susceptibles de recurso, ha de interpretarse que cabe interponer este incidente también en los casos en los que el recurso interpuesto contra la resolución que se considera lesiva de derechos fundamentales ha sido inadmitido por razones procesales no imputables a la falta de diligencia de la parte. En estos supuestos, la frustración del recurso, al no ser consecuencia de la defectuosa actuación procesal de la parte, no puede conllevar que el recurrente no pueda obtener la tutela de los derechos fundamentales que hizo valer a través del recurso intentado y por ello en estos casos, una vez inadmitido el recurso -siempre que su interposición no pueda calificarse de manifiestamente improcedente-, puede solicitar la tutela de los referidos derechos instando un incidente de nulidad de actuaciones ante el órgano judicial que dictó la resolución que se estima lesiva de derechos fundamentales.




    Resulta, por tanto, que la interposición del incidente de nulidad de actuaciones en supuestos como el que ahora se examina, al no derivarse de forma clara su procedencia del tenor del 241.1 LOPJ, no será un requisito necesario para agotar la vía judicial previa al amparo ante este Tribunal (art. 44.1 a) LOTC); pero si se presenta ha de considerarse un cauce idóneo para obtener la tutela de los derechos fundamentales que se imputan a la resolución frente a la que se interpuso el recurso inadmitido y, por tanto, no podrá considerarse un recurso manifiestamente improcedente que pueda conllevar la extemporaneidad del recurso de amparo por alargar indebidamente la vía judicial.




    Las consideraciones anteriores determinan que en el presente caso la vía judicial se considere debidamente agotada”.




    Afirma la STC 222/2015, de 2 de noviembre, que “el recurso de amparo no es un cauce idóneo para efectuar juicios abstractos de constitucionalidad de la Ley, sino un medio reparador de lesiones concretas y efectivas de derechos fundamentales (SSTC 206/1990, de 17 de diciembre, FJ 5; 119/1991, de 3 de junio, FJ 4; 31/1994, de 31 de enero, FJ 4; y 120/1998, de 15 de junio, FJ 1), salvo cuando ello resulte imprescindible para corregir la lesión del derecho fundamental que sea achacable directamente a la aplicación del precepto legal que se reputa contrario a la Constitución (SSTC 223/2001, de 5 de noviembre, FJ 7; 222/2004, de 29 de noviembre, FJ 3; y 47/2007, de 12 de marzo, FJ 4)”.




    Declara la STC 23/2015, de 16 de febrero, que: “… hemos afirmado en las recientes Sentencias 200/2014, 201/2014 y 202/2014, todas ellas de 15 de diciembre, FJ 2, y, 1/2015, de 19 de enero, FJ 2, que los amparos parlamentarios, ex art. 42 LOTC, tienen una particularidad respecto del resto de los recursos de amparo, en cuanto al marco de garantías del que disponen los eventuales recurrentes para invocar sus derechos fundamentales, cual es la ausencia de una vía jurisdiccional previa al amparo constitucional en la que postular la reparación de los derechos vulnerados y que se retrotrae, en origen, a la doctrina de los interna corporis acta, según la cual los actos de calificación y admisión de iniciativas parlamentarias no son susceptibles de fiscalización por los tribunales ordinarios, circunstancia que ha de conjugarse con el ejercicio del ius in officium por parte de los representantes políticos sin perturbaciones ilegítimas y, en última instancia, con el derecho de los propios ciudadanos a participar en los asuntos públicos mediante sus representantes (art. 23.1 CE), lo que sitúa a los amparos parlamentarios, al igual que a los amparos electorales, en una posición especial a la hora de determinar su dimensión objetiva al valorar la especial trascendencia constitucional por parte de este Tribunal (STC 155/2009, FJ 2), dada la repercusión general que tiene el ejercicio de la función representativa y que excede del ámbito particular del parlamentario y del Grupo en el que se integra”.




    2º.- Contratos administrativos




    El art. 2 b) LJCA establece que el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de los contratos administrativos y los actos de preparación y adjudicación de los demás contratos sujetos a la legislación de contratación de las Administraciones públicas. En esta materia es de aplicación lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, que transpone al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.




    Los contratos administrativos se caracterizan por la intervención de una Administración Pública y la vinculación del contrato a una finalidad pública. los Tribunales de orden contencioso-administrativo conocerán de las siguientes cuestiones: Las relativas a la preparación, adjudicación, efectos, modificación y extinción de los contratos administrativos; las que se susciten en relación con la preparación y adjudicación de los contratos privados de las Administraciones Públicas. Adicionalmente, respecto de los contratos referidos en los números 1.º y 2.º de la letra a) del art. 25.1 LCSP que estén sujetos a regulación armonizada, las impugnaciones de las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en los arts. 204 y 205 LCSP, por entender que la modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación; las referidas a la preparación, adjudicación y modificaciones contractuales, cuando la impugnación de estas últimas se base en el incumplimiento de lo establecido en los arts. 204 y 205 LCSP, cuando se entienda que dicha modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación de los contratos celebrados por los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública; las relativas a la preparación y adjudicación de los contratos de entidades del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores; los recursos interpuestos contra las resoluciones que se dicten por los órganos administrativos de resolución de los recursos previstos en los arts. 44 y 321.5 LCSP; y las cuestiones que se susciten en relación con la preparación, adjudicación y modificación de los contratos subvencionados a que se refiere el art. 23 LCSP.




    Establece el art. 27.1 LCSP, que: “Serán competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo las siguientes cuestiones: Las relativas a la preparación, adjudicación, efectos, modificación y extinción de los contratos administrativos; las que se susciten en relación con la preparación y adjudicación de los contratos privados de las Administraciones Públicas; las referidas a la preparación, adjudicación y modificaciones contractuales, cuando la impugnación de estas últimas se base en el incumplimiento de lo establecido en los arts. 204 y 205 de la presente Ley, cuando se entienda que dicha modificación debió ser objeto de una nueva adjudicación de los contratos celebrados por los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública; las relativas a la preparación y adjudicación de los contratos de entidades del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores; los recursos interpuestos contra las resoluciones que se dicten por los órganos administrativos de resolución de los recursos previstos en el art. 44 de esta Ley, así como en el art. 321.5; y las cuestiones que se susciten en relación con la preparación, adjudicación y modificación de los contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23 de la presente Ley”; y dispone el art. 199 LCSP en relación con el procedimiento para hacer efectivas las deudas de las Administraciones Públicas, que los interesados podrán formular recurso contencioso-administrativo contra la inactividad de la Administración.




    3º.- Actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho público




    Las entidades de derecho público de base corporativa que dictan actos administrativos son las referidas en el art. 2 c) LJCA (son entidades que ejercen potestades públicas y se benefician de prerrogativas exorbitantes de esta misma naturaleza). La jurisdicción contencioso-administrativa es la competente para controlar los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho público que son “adoptados en el ejercicio de funciones públicas”, pero no es competente para revisar aquellas otras facultades que no se corresponden con esa clase de funciones, aunque procedan de las mismas corporaciones. El art. 2.4 LPACAAPP, dispone que las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por la presente Ley.




    4º.- Actos administrativos de fiscalización o control




    Según el art. 2 d) LJCA, el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de los actos administrativos de fiscalización o control dictados por la Administración concedente respecto de los dictados por los concesionarios de los servicios públicos que impliquen el ejercicio de potestades administrativas conferidas a los mismos, y, actos de los concesionarios de conformidad con la legislación sectorial correspondiente.




    Con base en el art. 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, el contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio (tiene carácter de contrato administrativo). Del desaparecido contrato de gestión de servicios públicos nacen el Contrato de concesión de servicios, que implica la gestión de un servicio siempre que el concesionario asuma el riesgo económico de la operación (trasferencia del riesgo operacional); y el contrato de prestación de servicios públicos que conlleve prestaciones directas a favor de los ciudadanos, que consiste en la prestación de un servicio público a través de un privado que lo hace a cambio de un precio, no asumiendo riesgo por la explotación (no hay transferencia del riesgo operacional. Las previsiones de los arts. 285 (normas reguladoras del régimen jurídico del servicio a que se refiere el art. 284.2) y 287.2 (la Administración conservará los poderes de policía necesarios para asegurar la buena marcha de los servicios de que se trate) LCSP se refieren a un contrato de concesión de servicios que podemos llamar “cualificado” y que está limitado a aquellos casos en los que la concesión recaiga sobre un servicio público. La STJUE de 10 de marzo de 2011, Privater Rettungsdienst, C-274/09), incluye una definición de contrato de concesión de servicios basada en la asunción del riesgo operacional por el contratista, que se acerca a la jurisprudencia española sobre el contrato de concesión de servicio público y el alcance del principio de riesgo y ventura; no implica traspasar todo el riesgo (sí, al menos, una parte significativa), pero tampoco reconducirlo al principio de riesgo y ventura; y bastará con que se transfiera el riesgo de suministro de oferta o el riesgo de suministro de demanda para que exista una concesión -de obra o de servicio- (el TJUE considera que, no es razonable exigir que se transfieran riesgos económicos superiores a los que existe en el sector de acuerdo con la normativa aplicable y, de esta forma, no se desincentiva la iniciativa privada).




    La concesión administrativa es una forma de prestación indirecta de los servicios públicos, que se concreta en un acto que tiene por objeto conferir a una o más personas, extrañas a la Administración, nuevas capacidades o nuevos poderes y derechos, que amplifican su esfera jurídica; y es siempre un acto constitutivo de derechos, por el que se da al sujeto un poder jurídico sobre una manifestación de la Administración. La concesión es una modalidad de gestión de naturaleza contractual, una relación jurídica pública en la que influyen las potestades de la Administración y cuyos márgenes de actuación han sido delimitados en la ley; y presenta como características que nace de un acto administrativo, se sustenta en un interés público de carácter predominantemente económico, pertenece al grupo de actos administrativos que amplían la esfera de los particulares, prevalece el interés colectivo y la Administración concedente conserva el poder de control, además de su temporalidad, precariedad y adecuada competencia del concesionario para la gestión del servicio.




    Entre los postulados del Estado de Derecho establecidos por la Constitución, se encuentran la legalidad estricta de la actuación administrativa y el control jurisdiccional de la misma23.




    El principio de legalidad rige para todas las actuaciones de las Administraciones Públicas, y, supone su vinculación positiva (actuaciones permitidas por la Ley y el Derecho) y su vinculación negativa (actuaciones no prohibidas por la Ley y el Derecho); operando esencialmente el principio de legalidad a través del principio de reserva de ley. La Administración Pública al estar sometida a la ley y al derecho, está obligada por ello al cumplimiento de las resoluciones judiciales, según la STC 61/1984, de 16 de mayo. Declara la STC 67/1984, de 7 de junio, que el Tribunal Constitucional se ha apoyado en la cláusula del Estado de Derecho y en el principio de legalidad para imponer el carácter obligatorio del cumplimiento de las sentencias judiciales.




    El principio de legalidad que proclama el art. 103 CE, entendido como vinculación positiva de la Administración Pública al ordenamiento jurídico, significa que la actuación administrativa ha de estar habilitada por una previa atribución de potestad, atribución ésta que tanto puede se explícita como implícita (STS, Sala 3ª, de 29 de septiembre de 1989). No existe potestad administrativa sin habilitación por el ordenamiento jurídico; por lo tanto, toda acción administrativa para que sea válida ha de contener la debida habilitación, aunque la exigencia que se contiene en los arts. 9.3 y 103.1 CE de ajuste estricto a la ley, en ocasiones, debe ser matizada, bien porque el legislador dejara de regular minuciosamente determinada materia, bien porque la propia ley permita que la Administración, por vía reglamentaria, complete la acción del legislativo, siempre que ello no sea una innovación respecto de la ley (STS, Sala 3ª, de 20 de diciembre de 1994).




    El control jurisdiccional se extiende incluso a los aspectos discrecionales de las potestades administrativas (STS, Sala 3ª, de 17 de junio de 1989); incluso corresponde a los Tribunales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, en el ejercicio de la misión que les asigna el art. 106.1 CE en relación con el art. 1.1 LJCA de 1956, asegurar la adecuación de la actuación administrativa en el cumplimiento de los tratados internacionales (STS, Sala 3ª, de 7 de marzo de 1994).




    En relación con la naturaleza revisora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, declara la STS, Sala 3ª, de 25 de julio de 2000, que basta el hecho de que la Administración haya tenido la oportunidad de pronunciarse sobre el fondo del tema discutido, aunque no lo haya efectuado por razones formales, para que estime cumplido el principio de contradicción y, en consecuencia, deba el Tribunal resolver el fondo del asunto, una vez desestimados los obstáculos formales, siempre que existan elementos de juicio suficientes para ello, pues la naturaleza revisora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa no puede quedar condicionada por el contenido del acto, objeto de impugnación, porque, de lo contrario, la Administración podría limitar, obstaculizar y demorar el ejercicio de la potestad jurisdiccional, haciendo inaplicable el control que a ésta encomienda el art. 106 CE.




    5º.- Responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas




    Según el art. 2 e) LJCA, el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser demandadas aquellas por este motivo ante los órganos jurisdiccionales civil o social, aun cuando en la producción del daño concurran con particulares o cuenten con un seguro de responsabilidad.




    Para reclamar la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, es necesaria la concurrencia de los factores siguientes: 1) El particular no ha de tener deber jurídico de soportar el daño. 2) Ha de concurrir culpa por parte de la Administración, de manera que el hecho le sea imputable. 3) El hecho acontecido debe ser antijurídico o contrario a la norma. 4) Al darse el daño antijurídico se genera un detrimento patrimonial. 5) Debe darse una relación directa y eficaz entre el hecho producido y el daño ocasionado (la apreciación de este nexo causal es revisable en casación)24.




    El peculiar régimen jurídico de la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública que es de naturaleza pública, impone que en todo caso esta responsabilidad se exija a través de un mismo procedimiento administrativo.




    Respecto de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, hemos de tener en consideración la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que deroga la Ley 30/1992, de 26 noviembre, que regulaba esta materia en los arts. 139 y siguientes. La nueva disposición normativa procedimental administrativa en relación con las disposiciones del procedimiento administrativo común, regula las garantías de los interesados (art. 53), la iniciación del procedimiento (arts. 54 a 69), la instrucción del procedimiento (arts. 75 a 83) y la finalización del procedimiento (arts. 84 a 95).




    Establece la LPACAAPP en materia de responsabilidad patrimonial, las especialidades procedimentales siguientes:




    1ª.- Iniciación del Procedimiento: Las especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial se establecen en el art. 65 LPACAAPP25, y, las especialidades en el inicio del procedimiento a solicitud del interesado se establecen en el art. 67 LPACAAPP26.




    2ª.- Instrucción del procedimiento: En relación con la solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de responsabilidad patrimonial, su régimen legal se establece en el art. 81 LPACAAPP27. Por otra parte, en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en relación con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas regula en los principios de la responsabilidad en el art. 32 LRJSP28, la responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas en el art. 33 LRJSP29, la indemnización en el art. 34 LRJSP30, la Responsabilidad de Derecho Privado en el art. 35 LRJSP31 y la responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los arts. 36 (exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas)32 y 37 (responsabilidad penal)33 LRJSP.




    3ª.- Finalización: Las especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial se establecen en el art. 91 LPACAAPP34, y, la competencia para la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial se establece en el art. 92 LPACAAPP35.




    El tener un alcance general y unitario el principio de responsabilidad patrimonial de la Administración no sólo no es esencial sino que resulta indiferente, que la actividad administrativa haya tenido lugar en el estricto ejercicio de una potestad administrativa o en forma de una mera actividad material o en omisión de una obligación legal, del propio modo que también es indiferente la naturaleza pública o privada de la relación de que la responsabilidad derive (STS, Sala 3ª, de 18 de mayo de 2001). El sistema de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas ha experimentado en el sistema español una progresiva e indudable expansión, que consagra el art. 106.2 CE y que la doctrina jurisprudencial recuerda, al recomendar un criterio flexible o ampliatorio, ``pro perjudicado´´, en los casos que ello sea posible por ofrecerse la solución a adoptar como dubitativa o dudosa (STS, Sala 3ª, de 8 de junio de 1989).




    Los presupuestos determinantes de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, son en esencia, que el particular sufra, en sus bienes o derechos, una lesión efectiva, concreta y susceptible de evaluación económica que no tenga la obligación de soportar; que la lesión sea imputable a la Administración y consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, entendidos éstos en su acepción más amplia de actividad pública; y que exista relación de causa a efecto entre el funcionamiento del servicio y la lesión y no sea ésta consecuencia de fuerza mayor (STS, Sala 3ª, de 17 de octubre de 2000). La fuerza mayor se define por ser una causa extraña exterior al objeto dañoso y a sus riesgos propios, que imprevisible en su producción y absolutamente irresistible o inevitable, aún en el supuesto de que hubiera podido ser prevista (STS, Sala 3ª, de 11 de julio de 1995).




    Declara la STS, Sala 3ª, de 1 de marzo de 2017, que el art. 2 e) LJCA de 1998 establece la competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo para conocer de la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública cuando en la producción del daño concurriere con particulares. Como recordó la Sentencia de 12 de noviembre de 2002, recurso de casación 476/1998, “Son numerosas las sentencias de esta Sala (2 de febrero de 1988, 3 de abril y 13 de octubre de 1990, 21 de marzo de 1991, 17 de mayo de 1996 y, últimamente, de 23 de abril de 2002) que acceden a pretensiones como la que aquí se formula. En virtud de los principios de economía, celeridad y eficacia, no hay obstáculo para que se formulen tales pretensiones de resarcimiento de daños y perjuicios en la propia vía contenciosa, ya que la Ley jurisdiccional permite la solicitud sin necesidad de que la petición se haya formulado previamente en la vía administrativa, como medida de restablecimiento de la situación jurídica individualizada (art. 42 “in fine” LJCA de 1956 y 31 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa)”. Y en el Fundamento Segundo de la Sentencia de 15 de abril de 2008, recurso de casación 10956/2004 se dijo que, “cuando se trata de la pretensión de reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la adopción de las medidas adecuadas para su pleno restablecimiento, como la indemnización de daños y perjuicios, tanto el art. 42 LJCA de 1956 , como el art. 31.2 de la actual Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de esta Jurisdicción, permiten su formulación en la demanda anudada a la declaración de nulidad de la actuación impugnada, sin necesidad de ese previo planteamiento ante la Administración. Más concretamente y como señala la Sentencia de 22 de septiembre de 2003, “la solicitud de indemnización de los daños y perjuicios constituye una pretensión singularizada en la LJCA por un régimen especial, conforme al cual puede interesarse, desde el principio, en vía administrativa, o puede también acumularse en la vía jurisdiccional tanto a una pretensión de anulación de un acto administrativo como a una pretensión de cese de una actuación administrativa material constitutiva de vía de hecho. Y ello no sólo en la demanda, como medida adecuada para el restablecimiento de una situación jurídica individualizada, conforme a los arts. 41, 42 y 44 LJCA de 1956 (arts. 31.2 y 34 LJCA de 1998), sino incluso incorporando la petición en el momento de la vista o de las conclusiones, según el art. 79.3 LJCA de 1956 (art. 65.3 LJCA de 1998). Posibilidad esta que responde a la concepción que tiene la Ley de la petición de indemnización de daños y perjuicios como una petición adicional de la pretensión de anulación del acto o de cese de la actuación constitutiva de vía de hecho, siempre claro está que los daños consten probados en autos”.




    Constitucionalmente se concede a los particulares en el art. 106.2 el derecho a obtener indemnización en los términos establecidos por la Ley por las lesiones y daños que sufran en sus personas y bienes, siempre que sea por consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, lo que deben salvaguardar los Tribunales, con inclusión de los del Orden Jurisdiccional Civil respecto a las contiendas que sean de su competencia (STS, Sala 1ª, de 3 de diciembre de 1999).




    6º.- Materias atribuidas por una Ley




    Según el art. 2 f) LJCA, el orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las restantes materias que le atribuya expresamente una ley.




    Respecto de los Tribunales y Juzgados del orden contencioso-administrativo, dispone el art. 9.4 LOPJ que conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al derecho administrativo, con las disposiciones generales de rango inferior a la ley y con los reales decretos legislativos en los términos previstos en el art. 82.6 CE, de conformidad con lo que establezca la Ley de esa jurisdicción, y también conocerán de los recursos contra la inactividad de la Administración y contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de hecho (quedan excluidos de su conocimiento los recursos directos o indirectos que se interpongan contra las Normas Forales fiscales de las Juntas Generales de los Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que corresponderán, en exclusiva, al Tribunal Constitucional, en los términos establecidos por la disposición adicional quinta de su Ley Orgánica); de las pretensiones que se deduzcan en relación con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas y del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que se derive, y si a la producción del daño hubieran concurrido sujetos privados, el demandante deducirá también frente a ellos su pretensión ante este orden jurisdiccional; de las reclamaciones de responsabilidad cuando el interesado accione directamente contra la aseguradora de la Administración, junto a la Administración respectiva; y también será competente este orden jurisdiccional si las demandas de responsabilidad patrimonial se dirigen, además, contra las personas o entidades públicas o privadas indirectamente responsables de aquéllas.




    En relación con el control de los actos del Gobierno, dispone el art. 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que: “Los actos del Gobierno y de los órganos y autoridades regulados en la presente Ley son impugnables ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de conformidad con lo dispuesto en su Ley reguladora”.




    Artículo 3. Materias excluidas. Modificado por la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero, de modificación de las Leyes Orgánicas del Tribunal Constitucional y del Poder Judicial




    “No corresponden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo:




    a) Las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, penal y social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración pública.




    b) El recurso contencioso-disciplinario militar.




    c) Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Administración pública y los conflictos de atribuciones entre órganos de una misma Administración.




    d) Los recursos directos o indirectos que se interpongan contra las Normas Forales fiscales de las Juntas Generales de los Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que corresponderán, en exclusiva, al Tribunal Constitucional en los términos establecidos por la disposición adicional quinta de su Ley Orgánica”.




    1º.- Cuestiones atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, penal y social




    Según el art. 3 a) LJCA, no corresponden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, penal y social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración pública.




    Las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, penal y social españoles, se establecen en los arts. 22 (Competencia de los órganos jurisdiccionales españoles en el orden jurisdiccional civil), 23 (Competencia de los órganos jurisdiccionales españoles en el orden jurisdiccional penal) y 25 LOPJ (Competencia de los órganos jurisdiccionales españoles en el orden jurisdiccional social).




    Las competencias de los órganos jurisdiccionales españoles en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo se establecen en el art. 24 LOPJ, en virtud del cual será competente, en todo caso, la jurisdicción española cuando la pretensión que se deduzca se refiera a disposiciones de carácter general o a actos de las Administraciones Públicas españolas o a actos de los poderes públicos españoles, de acuerdo con lo que dispongan las leyes.




    1 Cuestiones atribuidas al orden jurisdiccional civil




    En relación con la extensión y límites del orden jurisdiccional civil y la falta de competencia internacional, dispone el art. 36 LEC, que: “se determinará por lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en los tratados y convenios internacionales en los que España sea parte.




    Los tribunales civiles españoles se abstendrán de conocer de los asuntos que se les sometan cuando concurra en ellos alguna de las circunstancias siguientes:




    1ª Cuando se haya formulado demanda o solicitado ejecución respecto de sujetos o bienes que gocen de inmunidad de jurisdicción o de ejecución de conformidad con la legislación española y las normas del Derecho Internacional Público.




    2ª Cuando, en virtud de un tratado o convenio internacional en el que España sea parte, el asunto se encuentre atribuido con carácter exclusivo a la jurisdicción de otro Estado.




    3ª Cuando no comparezca el demandado emplazado en debida forma, en los casos en que la competencia internacional de los tribunales españoles únicamente pudiera fundarse en la sumisión tácita de las partes (apartado 2.1ª redactado por la LO 16/2015, de 27 de octubre, sobre privilegios e inmunidades de los Estados extranjeros, las Organizaciones Internacionales con sede u oficina en España y las Conferencias y Reuniones internacionales celebradas en España)”.




    A este respecto son de tener en consideración los arts. 117.3 CE; 37 a 39, 56, 63, 64.1, 225.1, 227.2 y 469.1.1º LEC; 2.1, 9.1, 21, 22 y 238 LOPJ.




    En relación con los Convenios Internacionales, merecen especial mención:




    La Convención de Viena de 18 de abril de 1961, sobre Relaciones Diplomáticas. (Instrumento de Adhesión de España de 21 de noviembre de 1967. Instrumento de 1 de marzo de 2011 de Adhesión de España al Protocolo facultativo sobre la Jurisdicción Obligatoria para la solución de controversias de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, hecho en Viena el 18 de abril de 1961).




    La Convención de Viena de 24 de abril de 1963, sobre Relaciones Consulares. (Instrumento de Adhesión de España de 3 de febrero de 1970. Instrumento de 1 de marzo de 2011 de Adhesión de España al Protocolo facultativo sobre la Jurisdicción Obligatoria para la solución de controversias de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, hecho en Viena el 24 de abril de 1963)36.




    El Convenio de Bruselas de 27 de septiembre de 1968, relativo a la competencia judicial y a la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. Debe tenerse en cuenta, que este Convenio ha sido sustituido, en los términos previstos por el art. 68 del Reglamento n.º 44/2001 del Consejo de 22 de diciembre de 2000 relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil; este precepto establece que, “1. El presente Reglamento sustituirá, entre los Estados miembros, a las disposiciones del Convenio de Bruselas de 1968, salvo en lo que respecta a los territorios de los Estados miembros comprendidos en el ámbito de aplicación territorial de dicho Convenio y que están excluidos del presente Reglamento en virtud del art. 299 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. 2. En la medida en que el presente Reglamento sustituye entre los Estados miembros a las disposiciones del Convenio de Bruselas de 1968, se entenderá que toda remisión a dicho Convenio se refiere al presente Reglamento”.




    El Convenio de Lugano el 16 de septiembre de 1988, relativo a la competencia judicial y a la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. Instrumento de Ratificación de 9 de agosto de 1994.




    El Instrumento de ratificación del Convenio relativo a la adhesión del Reino de España y de la República Portuguesa al Convenio relativo a la competencia judicial y a la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, así como al Protocolo relativo a su interpretación por el Tribunal de Justicia, con las adaptaciones introducidas por el Convenio relativo a la adhesión del Reino de Dinamarca, de Irlanda y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y las adaptaciones introducidas por el Convenio relativo a la adhesión de la República Helénica, hecho en San Sebastián el 26 de mayo de 1989.




    El Protocolo establecido sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea y del apartado 3 del art. 41 del Convenio Europol, relativo a los privilegios e inmunidades de Europol, los miembros de sus órganos, sus directores adjuntos y sus agentes, hecho en Bruselas el 19 de junio de 1997.




    La jurisdicción es la potestad conferida con carácter exclusivo a los Juzgados y Tribunales para resolver los conflictos intersubjetivos, a través de cauce del proceso, mediante la aplicación del ordenamiento jurídico, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. La falta de jurisdicción exige como requisito indispensable que quien la formula no la haya reconocido antes.




    La competencia es la facultad de un órgano judicial de ejercer su función jurisdiccional de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, en relación con un caso concreto y determinado y con preferencia sobre los demás órganos judiciales.




    A continuación exponemos una relación de Autos dictados por la ``Sala de Conflictos de Competencia del art. 42 LOPJ´´:




    1.1 El ATS de 15 de abril de 2021 resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y civil, atribuyendo a este último la competencia para conocer de una solicitud de diligencia preliminar para la exhibición de una historia clínica.




    El Juzgado de Primera Instancia ante el que se interpuso por primera vez la solicitud afirmó no ser competente, amparándose para ello en que la acción que, a la luz del resultado de la diligencia preliminar pretendida, podría ejercitarse debía ser conocida por el orden contencioso-administrativo, al tener carácter público las entidades frente a las que podría efectuarse la reclamación indemnizatoria a la que se encaminaba la diligencia preliminar.




    En contra de este criterio, la sala entiende que la competencia corresponde al orden civil, por las siguientes consideraciones:




    a) En el orden contencioso-administrativo no están previstas otras diligencias preliminares que las contempladas en los arts. 43 y 44 LJCA referidas, respectivamente, a la declaración de lesividad para el interés público de un acto cuya anulación pretenda demandar la Administración autora del mismo y al requerimiento previo en los litigios entre Administraciones públicas-.




    b) Sin embargo, la pretensión controvertida se circunscribe a una de las diligencias preliminares contempladas en los arts. 256 y ss. LEC, concretamente, a la regulada en su art. 256.1.5.º bis, que tiene por objeto la petición de la historia clínica al centro sanitario o profesional que la custodie, sin que ahí se distinga entre la naturaleza pública o privada del centro sanitario de que se trate.




    c) En el art. 257.1 LEC, cuando se regula la competencia para conocer, entre otras, de la concreta diligencia preliminar promovida, no se hace referencia a los órganos judiciales que hubieran de conocer de la subsiguiente demanda que, en su caso, decidiera promover el solicitante, sino únicamente a los Juzgados de Primera Instancia o, en su caso, de lo Mercantil del domicilio de la persona que hubiera de exhibir o intervenir de otro modo en las actuaciones que se acordaran para preparar el juicio.




    d) En el art. 257.2 LEC, cuando se regula la revisión de oficio de la propia competencia, solo se hace mención a la abstención del conocimiento a favor de otro Juzgado de Primera Instancia al que se hubiera de acudir.




    e) De todo ello se desprende que la normativa de la LEC referida a la diligencia preliminar promovida no impide que, una vez obtenida la historia clínica solicitada, pudiera ejercitarse la acción ante el orden jurisdiccional que se estimara competente, aunque este fuera el contencioso-administrativo en lugar del civil.




    f) Además, existen razones para descartar que estas diligencias puedan practicarse ante órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa:




    - La falta de previsión de esta actuación judicial en la LJCA obedece a que, en el orden contencioso-administrativo, la obtención del material necesario para analizar la viabilidad de una pretensión se resuelve a través de la distinción entre el escrito de interposición y el de demanda, que solo se formaliza una vez aportado el expediente administrativo, cuyo contenido permite al recurrente sopesar la fundamentación de su pretensión.




    - Ni siquiera es posible establecer una conexión procesal preliminar directa entre la diligencia instada y el subsiguiente proceso contencioso-administrativo de exigencia de responsabilidad patrimonial a la Administración, acción que habría de ir precedida de la pertinente reclamación administrativa, con agotamiento de dicha vía.




    - La negativa por parte de la entidad requerida a través de esa eventual reclamación administrativa previa o el silencio frente a la reclamación formulada al respecto sí podrían constituir un acto expreso o presunto directa y autónomamente impugnable ante la jurisdicción contencioso-administrativa, lo que permite afirmar que en este orden no es necesaria la práctica de las diligencias preliminares previstas en el orden procesal civil.




    - Como consecuencia de las anteriores consideraciones, tampoco cabe la aplicación supletoria de las normas de la LEC a que se refiere la Disposición Final 1ª LJCA, ya que no existe un vacío regulatorio en la norma específica que rige en la materia.




    1.2 El ATS de 18 de febrero de 2020 (RC 14/19) resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y civil, atribuyendo a este último la competencia para conocer de la demanda ejecutiva basada en un título ejecutivo no judicial consistente en una resolución arbitral firme de una junta arbitral de arrendamientos rústicos, que fijaba el importe a abonar por la parte arrendadora a la arrendataria por el abandono de una casería cedida en arrendamiento rústico histórico.




    Recuerda la sala que las juntas arbitrales de arrendamientos rústicos fueron creadas por la derogada Ley de Arrendamientos Rústicos de 1980, cuyo art. 121.4 contemplaba las decisiones de las mismas como trámite previo a cualquier litigio judicial y les otorgaba carácter ejecutivo y cuyo art. 121.4, en lo que respecta a la jurisdicción competente, establecía que todas las atribuciones asignadas a ellas en dicha ley se habían de entender siempre sin perjuicio del derecho que asistía a los interesados para plantear la cuestión en vía civil ante el juzgado correspondiente.




    Por otra parte, recuerda también la sala que la Ley de Arrendamientos Rústicos Históricos de 1992 atribuía a las juntas arbitrales de arrendamientos rústicos la fijación de la cantidad para el acceso a la propiedad de las fincas arrendadas, con los efectos establecidos en el art. 121.4 de la citada Ley de Arrendamientos Rústicos de 1980.




    Entiende la sala que de las normas mencionadas -así como de la normativa autonómica aplicable, que contempla a la junta arbitral como organismo de arbitraje sujeto a la Ley de Arbitraje de 2003 al que compete conocer y resolver ejecutivamente las controversias y conflictos de carácter civil surgidos en relación con el cumplimiento de los contratos de arrendamiento rústico-, se evidencia que las decisiones de la junta arbitral tienen inequívocamente naturaleza arbitral o conciliatoria, así como que las controversias relativas a sus decisiones han de ser conocidas por la jurisdicción civil, pues, si bien, la demanda ejecutiva se apoya en una decisión adoptada por un órgano administrativo, no deja de constituir la ejecución de una indemnización derivada de un negocio jurídico de naturaleza civil, para lo que, además, resulta elocuente el expreso amparo de la junta arbitral a la Ley de Arbitraje.




    Añade, además, la sala, dos argumentos complementarios: i) carece de relevancia que la solicitud de ejecución no venga precedida de ninguna resolución judicial dictada en el orden civil, como especificaba la Audiencia Provincial al rechazar la competencia de este orden; y ii) la naturaleza civil del contrato de arrendamiento del que deriva la cantidad fijada por la junta arbitral hace inaplicable el procedimiento administrativo de apremio, limitado a la exigencia de ingresos de naturaleza pública.




    1.3 El ATS 13-2-2020 (RC 12/19) resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y civil, atribuyendo a este último la competencia para conocer de un proceso en el que se impugnaba el pliego de prescripciones técnicas redactado por una empresa pública bajo forma jurídica de sociedad mercantil para la elaboración de un proyecto y la dirección de una obra para la construcción de un helipuerto.




    El Colegio Oficial de Ingenieros Aeronáuticos de España impugnó primero en vía contencioso-administrativa y luego civil varios apartados del pliego de prescripciones técnicas elaborado por una empresa pública autonómica constituida en forma de sociedad mercantil relativo a la asistencia técnica para la redacción del proyecto básico y de ejecución, así como la posterior dirección, de la obra de implantación de un helipuerto en la cubierta de un hospital público, en cuanto que, a juicio de la entidad impugnante, tales trabajos no podían ser encomendados, como hacía el pliego, a un técnico con titulación de arquitecto, sino que habían de realizarse por un ingeniero aeronáutico.




    Señala la sala que para la resolución del conflicto planteado resulta trascendente examinar cuál es el régimen contractual aplicable. A este respecto, analiza cómo la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se traspusieron al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, entró en vigor con posterioridad a la publicación del pliego técnico objeto de la contienda y cómo, conforme al régimen transitorio de dicha norma, los expedientes de contratación iniciados antes de su entrada en vigor se han de seguir rigiendo por la normativa anterior.




    Este análisis permite concluir a la sala que el régimen aplicable es el derivado del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público aprobado por RDL 3/2011, bajo cuyo ámbito subjetivo de aplicación se encuentra la entidad demandada, como empresa pública que ostenta forma de sociedad mercantil, cuyo capital social está participado mayoritariamente por una Administración autonómica -art. 3.1 d)- y que está constituida como poder adjudicador que no ostenta la condición de Administración pública -art. 3.3 b)-.




    Siendo así, entiende la sala que el orden jurisdiccional competente para conocer de la impugnación es el civil, ya que, según lo dispuesto en el art. 20.1 del RDL 3/2011, se está ante un contrato privado -en tanto que celebrado por un ente, organismo o entidad del sector público que no reúne la condición de Administración pública- y, conforme a lo señalado en el art. 21.2, corresponde al orden civil el conocimiento de las cuestiones litigiosas que surjan en relación con los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos privados, así como cuantas afecten a la preparación y adjudicación de los contratos de esta naturaleza que se celebren por los entes y entidades que, sometidos a dicha Ley, no tengan carácter de Administración pública, siempre que los mismos no estén sujetos a regulación armonizada, lo que no concurre en el caso.




    Acaba concluyendo la sala que, en consecuencia, no resulta de aplicación el artículo 27 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, y su nueva regulación jurídica.




    1.4 El ATS de 13 de mayo de 2021 resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y civil, atribuyendo a este último la competencia para conocer de un litigio en el que se reclamaba de la Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos, S.A. una indemnización por la supuesta pérdida de un envío postal que contenía un teléfono móvil.




    Comienza la sala por resaltar que se está ante una cuestión no pacífica en la doctrina y por analizar el criterio adoptado en diversos precedentes recaídos en asuntos similares, especialmente el asumido por un auto de la propia Sala de Conflictos de Competencia en el año 2014, ya tras la vigencia de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal, en el que se modificaba el mantenido con anterioridad a dicha ley en resoluciones de las Salas Tercera y Cuarta del Tribunal Supremo.




    A continuación, la sala se adentra en analizar determinados preceptos de la Ley 43/2010 para realizar ciertas consideraciones sobre el denominado «servicio postal universal», cuya razón de ser y su encomienda a un operador determinado consiste en garantizar la prestación del servicio en la totalidad del territorio nacional, a un precio asequible para todos los usuarios, con una calidad determinada y de modo permanente, evitando así que, en aquellas zonas en que la prestación de un servicio postal sujeto sin más al régimen de libre competencia no fuera rentable y, por tanto, no fuera asumido por operador alguno, quedaran sin atender las actividades postales esenciales, que constituyen un servicio necesario de interés general.




    Pone énfasis la sala en que este servicio, como todos los postales, es considerado legalmente como un servicio de interés económico general que se presta en régimen de libre competencia, sin recurrir al concepto de servicio público, ya que este no es en sí mismo necesario para justificar la intervención administrativa. Considera la sala que se trata de una nueva técnica de 10 intervención pública, amparada directamente en el Derecho de la Unión, que es, en suma, el que establece los principios y condiciones de tales servicios.




    Pero, es más, aunque es cierto que al operador del servicio postal universal le son impuestas obligaciones de servicio público, la sala pone de manifiesto cómo ha decaído, como regla, el régimen de reserva de servicios de que gozaba el operador designado -con los únicos reductos del servicio de giro, y de la presentación de solicitudes y demás escritos dirigidos a las Administraciones públicas-, por lo que ya cabe que cualquier operador que cumpla las condiciones establecidas en la ley y en la autorización administrativa pueda prestar todo tipo de servicios postales, incluidos aquellos que con anterioridad eran alcanzados por la reserva a favor de Correos.




    A continuación, presta atención la sala a la personificación jurídica de la Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos, S.A., realizando un análisis de su evolución, desde su configuración original como organismo autónomo, para, pasando por su conformación como entidad pública empresarial, terminar constituyéndose en sociedad mercantil estatal. Por último, analiza la sala la incidencia que en el régimen jurídico aplicable a las sociedades mercantiles estatales ha tenido la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, cuyo art. 113 introdujo modificaciones respecto de la regulación que anteriormente les daba la derogada disposición adicional duodécima, nº 2, de la LOFAGE, consistentes, en lo que interesa a la resolución del conflicto, en negar a las sociedades mercantiles estatales facultades que impliquen el ejercicio de autoridad pública y en prever expresamente, aunque con carácter excepcional, la posibilidad de atribuirles el ejercicio de potestades administrativas, potestades, estas, no otorgadas a la Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos, S.A., como se desprende de la Ley 43/2010.




    En consecuencia, concluye la sala que la competencia para conocer de la reclamación que dio origen al conflicto es de los órganos del orden civil, ya que el régimen de la responsabilidad patrimonial requiere, como agente causante del daño, de una Administración pública entendida en los términos que resultan del art. 1.2 LJCA, sin que pueda considerarse como tal a la Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos, S.A.




    1.5 El ATS de 13 de diciembre de 2019 (RC 11/19) resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y civil, atribuyendo a este último la competencia para conocer de una demanda de reclamación de cantidad formulada por un colegio de procuradores frente a un particular por impago de las cuotas colegiales que debía como colegiado, condición que había perdido al haber sido dado de baja como consecuencia del incumplimiento de su obligación del pago de las cuotas.




    Señala la sala que, aunque el colegio de procuradores tiene la condición de corporación de derecho público a que se refiere la letra c) del art. 2 LJCA -que atribuye al orden jurisdiccional contencioso-administrativo el conocimiento de las cuestiones que se susciten en relación con los actos y disposiciones de aquellas adoptados en el ejercicio de funciones públicas-, se constituye para la defensa de intereses privados de sus miembros, de tal forma que la mayor parte de su actividad no está regida por el derecho administrativo. En concreto, recuerda la sala -con cita de una sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo- que su régimen económico financiero no es objeto de tutela pública, no está fiscalizado por la intervención del Estado ni por el Tribunal de Cuentas ni sirve para garantizar los derechos de los usuarios de los servicios profesionales que prestan sus miembros. En consecuencia, afirma la sala que las cuotas colegiales no son exacciones públicas, sino obligaciones personales de los colegiados.




    En atención a lo anterior, concluye la sala que si para la sentencia que cita de la Sala Tercera ni siquiera el establecimiento o la modificación de las cuotas colegiales constituía ejercicio de una potestad pública, con mayor razón tampoco lo constituye la reclamación de las cuotas a los colegiales morosos.




    1.6 El ATS de 26 de febrero de 2019 (RC 20/18), atribuye al orden civil la competencia para conocer de la demanda promovida frente a Metro de Madrid, S.A. y el Seguro Obligatorio de Viajeros (en lo sucesivo, SOVI) en reclamación de una indemnización por los daños y perjuicios causados a la actora como consecuencia del accidente sufrido al cerrarse las puertas cuando pretendía apearse del vagón de metro en el que viajaba.




    Comienza la sala por poner de manifiesto que la acción ejercitada es de responsabilidad civil por los daños y perjuicios sufridos por una viajera como consecuencia del mal funcionamiento de las puertas de cierre de uno de los vagones de metro en el que viajaba. Por esta razón, señala que, en la medida en que los daños denunciados habrían sido causados con ocasión de la prestación de los servicios de transporte en el marco de una relación contractual, la acción ejercitada es la de responsabilidad civil contractual.




    Recuerda la sala que conforme a lo dispuesto en la Ley 5/1985, de 16 de mayo, de creación del Consorcio de Transportes Públicos Regulares de Madrid, modificada por la Ley 6/2011, de 28 de diciembre, Metro Madrid, S.A. es una sociedad mercantil que presta servicio de transporte público regular de viajeros integrada en el Consorcio Regional de Transportes de Madrid, organismo autónomo dependiente de la Comunidad Autónoma de Madrid.




    Y afirma que la acción de responsabilidad civil que pretende la indemnización de los daños sufridos por la demandante por una defectuosa prestación del servicio de transporte de metro, en concreto de los mecanismos de cierre del vagón en el que viajaba, no se encuentra entre las materias que la LOPJ y la Ley de Jurisdicción Contencioso Administrativa (en adelante, LJCA) atribuyen a los tribunales del orden contencioso-administrativo, ya que ni la reclamación se basa en un contrato administrativo -pues la relación que vincula a Metro Madrid, S.A. con la viajera no se rige por la Ley de Contratos del Sector Público- ni se dirige contra un organismo público para revisar una actividad administrativa susceptible de impugnación.




    Así, con cita de anteriores resoluciones, recuerda la sala que la competencia de los órganos del orden contencioso-administrativo precisa de una actividad administrativa susceptible de impugnación que pueda imputarse a alguna de las Administraciones públicas legalmente previstas y que las reclamaciones de perjuicios dirigidas contra Metro de Madrid, S.A. no pueden incardinarse en el ámbito de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, ya que el hecho determinante de la responsabilidad no se sitúa en la órbita del derecho público, sino privado, pues no se está ante el ejercicio de potestades públicas ni ante materias excluidas del ordenamiento jurídico privado -aplicación de normativa presupuestaria, control financiero, control de eficacia y contratación-.




    1.7 El ATS de 8 de octubre de 2020 (RC 2/20) resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y civil, atribuyendo a este último la competencia para conocer de la demanda declarativa por la que se impugnaba una resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN) y por la que se solicitaba el reconocimiento del derecho de la demandante a la nacionalidad española y a su inscripción registral conforme a la Ley de Memoria Histórica.




    Para resolver el conflicto, recuerda la sala que el art. 87.1 de la Ley 20/2011, del Registro Civil -conforme al cual, las resoluciones y actos de la DGRN pueden ser impugnados ante el Juzgado de Primera Instancia de la capital de provincia del domicilio del recurrente- no se encuentra en vigor, pero que ello no quiere decir que la competencia corresponda al orden contencioso-administrativo, pues el régimen jurídico vigente hasta que se produzca la entrada en vigor de aquel precepto y la propia naturaleza del acto recurrido llevan a la conclusión opuesta.




    Describe a continuación la sala el régimen normativo aplicable hasta la entrada en vigor del referido precepto, que viene determinado por el Reglamento de la anterior Ley del Registro Civil, cuyo art. 362 establece que contra las resoluciones de la DGRN no cabe recurso alguno, salvo cuando corresponda la vía judicial ordinaria, que la sala considera que no puede ser otra que la civil, como se deduce de los reiterados pronunciamientos de la Sala Primera del Tribunal Supremo recaídos en recursos en los que fue parte la DGRN como órgano que había dictado las resoluciones impugnadas ante la jurisdicción civil sin que resultara cuestionado el orden competente.




    Por otra parte, señala la sala que el conocimiento de asuntos en materia de nacionalidad por parte de la jurisdicción contencioso-administrativa queda circunscrito a los supuestos contemplados en el art. 22.5 CC, referido únicamente a la concesión o denegación de la nacionalidad por residencia.




    Finalmente, concluye la sala que no cabe duda de que la materia controvertida es de naturaleza civil, pese a que la resolución impugnada emane de un órgano administrativo encuadrado en el Ministerio de Justicia.




    2 Cuestiones atribuidas al orden jurisdiccional penal




    En relación con la extensión y límites del orden jurisdiccional penal es preciso poner de manifiesto que con base en el art. 8 LECr, la jurisdicción penal es siempre improrrogable y atributo de la soberanía. Debemos tener en consideración en relación con este aspecto los arts. 24, 56.3, 71.1 y 117 CE; 9 a 18 y 25 LECr; 9.6, 23 y 26 LOPJ.




    Los límites territoriales de la jurisdicción penal consideran el ámbito de actuación de la jurisdicción de los órganos jurisdiccionales españoles en relación con el lugar en que se ha cometido el delito, con base en los principios de territorialidad (extensión a todos los hechos punibles cometidos en el territorio del Estado, con independencia del delito cometido, la nacionalidad del autor y la de la víctima -art. 23.1 LOPJ, y, arts. 14 y 15 LECr-), personalidad (extensión a los delitos cometidos fuera del territorio nacional por nacionales españoles o por extranjeros que hubieran adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho, siempre que se trate de hechos punibles también en el lugar de la ejecución -salvo que este requisito no resulte necesario en virtud de un Tratado internacional o de un acto normativo de una Organización internacional de la que España sea parte-, que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los Tribunales españoles, y que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en este último caso, no haya cumplido la condena y si sólo la hubiera cumplido en parte, se le tendrá en cuenta para rebajarle proporcionalmente la que pudiere imponerle el tribunal español -art. 23.2 LOPJ-), real o de protección (extensión a los hechos tipificados como delitos por la Ley española, aunque hayan sido cometidos fuera del territorio nacional español, sean cometidos por nacionales o por ciudadanos extranjeros, en función del interés estatal en su persecución, dado que se trata de delitos de traición, contra la paz o la independencia del Estado, contra el titular de la Corona, etc. -art. 23.3 LOPJ-) y justicia universal (delitos contra la comunidad internacional susceptibles de tipificarse como alguno de los previstos en el art. 23.4 y 5 LOPJ, cualquiera que sea la nacionalidad del delincuente y el lugar en que el delito se haya cometido. Con base en el art. 23.6 LOPJ, se exigirá para la persecución en España de los delitos referidos en el art. 23.3 y 4 LOPJ la previa querella del agraviado o del Ministerio Fiscal.




    La LO 1/2014, de 13 de marzo, de modificación de la LOPJ, relativa a la justicia universal, pone de manifiesto que: ``La jurisdicción universal no puede concebirse sino desde los límites y exigencias propias del Derecho Internacional. La extensión de la jurisdicción nacional fuera de las propias fronteras, adentrándose en el ámbito de la soberanía de otro Estado, debe quedar circunscrita a los ámbitos que, previstos por el Derecho Internacional, deban ser asumidos por España en cumplimiento de los compromisos internacionales adquiridos: la extensión de la jurisdicción española más allá de los límites territoriales españoles debe venir legitimada y justificada por la existencia de un tratado internacional que lo prevea o autorice, el consenso de la comunidad internacional. Al tiempo, la regulación de la materia debe ajustarse a los compromisos derivados de la ratificación por España el 19 de octubre de 2000 del Estatuto de la Corte Penal Internacional, como instrumento esencial en la lucha por un orden internacional más justo basado en la protección de los derechos humanos.




    En esa misma línea de dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por los Tratados internacionales que España ha ratificado, se hace necesario ampliar la lista de delitos que, cometidos fuera del territorio nacional, son susceptibles de ser perseguidos por la jurisdicción española. Tal es el caso, por ejemplo, de los delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, en la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, los delitos de corrupción de agente público extranjero previstos en el Convenio de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), delitos cuyas previsiones se incorporaron al Código Penal, si bien quedaba pendiente la definición de los aspectos de jurisdicción que ahora se incorporan en la presente Ley.




    Ese es el sentido que inspira la reforma que ahora se lleva a cabo, delimitar con claridad, con plena aplicación del principio de legalidad y reforzando la seguridad jurídica, los supuestos en que la jurisdicción española puede investigar y conocer de delitos cometidos fuera del territorio en que España ejerce su soberanía.




    Con esta finalidad, se precisan los límites positivos y negativos de la posible extensión de la jurisdicción española: es necesario que el legislador determine, de un modo ajustado al tenor de los tratados internacionales, qué delitos cometidos en el extranjero pueden ser perseguidos por la justicia española y en qué casos y condiciones. La persecución de delitos cometidos fuera de España tiene además un carácter excepcional que justifica que la apertura de los procedimientos deba condicionarse a la presentación de querella por el Ministerio Fiscal o la persona agraviada por el delito.




    También se delimita con carácter negativo la competencia de los tribunales españoles, definiendo con claridad el principio de subsidiariedad. En ese sentido, se excluye la competencia de los tribunales españoles cuando ya se hubiese iniciado un procedimiento en un Tribunal Internacional o por la jurisdicción del país en que hubieran sido cometidos o de nacionalidad de la persona a la que se impute su comisión, en estos dos últimos casos siempre que la persona a que se imputen los hechos no se encuentre en España o, estando en España vaya a ser extraditado a otro país o transferido a un Tribunal Internacional, en los términos y condiciones que se establecen.




    En todo caso, los jueces y tribunales españoles se reservan la posibilidad de continuar ejerciendo su jurisdicción si el Estado que la ejerce no está dispuesto a llevar a cabo la investigación o no puede realmente hacerlo. La valoración de estas circunstancias, que por su relevancia corresponderá a la Sala 2ª del Tribunal Supremo, se llevará a cabo conforme a los criterios recogidos en el Estatuto de la Corte Penal Internacional.




    La regulación introduce límites a la jurisdicción española que deben ser aplicados a las causas actualmente en trámite, pues los Tribunales españoles no pueden continuar procedimientos sobre los que ya carezcan de jurisdicción.




    Las causas que en el momento de entrada en vigor de esta Ley se encuentren en tramitación por los delitos a los que se hace referencia en la misma quedarán sobreseídas hasta que no se acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en ella´´.




    3 Cuestiones atribuidas al orden jurisdiccional social




    La Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, establece en su art. 1 que: “Los órganos jurisdiccionales del orden social conocerán de las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho, tanto en su vertiente individual como colectiva, incluyendo aquéllas que versen sobre materias laborales y de Seguridad Social, así como de las impugnaciones de las actuaciones de las Administraciones públicas realizadas en el ejercicio de sus potestades y funciones sobre las anteriores materias”.




    En el orden social, los Juzgados y Tribunales españoles serán competentes con base en el art. 25 LOPJ: En materia de derechos y obligaciones derivados de contrato de trabajo, cuando los servicios se hayan prestado en España o el contrato se haya celebrado en territorio español; cuando el demandando tenga su domicilio en territorio español o una agencia, sucursal, delegación o cualquier otra representación en España; cuando el trabajador y el empresario tengan nacionalidad española, cualquiera que sea el lugar de prestación de los servicios, o de celebración del contrato; y además, en el caso de contrato de embarque, si el contrato fue precedido de oferta recibida en España por trabajador español. En materia de control de legalidad de los convenios colectivos de trabajo celebrados en España y de pretensiones derivadas de conflictos colectivos de trabajo promovidos en territorio español. Y en materia de pretensiones de Seguridad Social frente a entidades españolas o que tengan domicilio, agencia, delegación o cualquier otra representación en España.




    También es necesario tener en consideración lo preceptuado por los arts. 4, 59, 67, 75 y 93 LOPJ; 2 y 6 a 9 LRJS; 1 y 2 TRLET.




    A continuación exponemos una relación de Autos dictados por la ``Sala de Conflictos de Competencia del art. 42 LOPJ´´:




    3.1 El ATS de 15 de junio de 2020 (RC 23/19), resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y social atribuyendo a este último la competencia para conocer del proceso de despido promovido por la secretaria de un Juzgado de Paz de menos de 7.000 habitantes. Para resolver el conflicto, comienza la sala por analizar la diferente forma de dotación del personal que presta servicio en los Juzgados de Paz, distinguiendo entre los de población superior a 7.000 habitantes -o aquellos otros o Agrupaciones de Secretarías de los mismos en que la carga de trabajo lo justifique-, en que la Secretaría y el personal que presta servicio en los mismos son funcionarios de los cuerpos al servicio de la Administración de Justicia, y los demás Juzgados de Paz, en los que el ayuntamiento ha de nombrar a una «persona idónea» para el desempeño de la Secretaría y en los que, además, presta servicio personal dependiente del ayuntamiento.




    En consecuencia, señala la sala que en los Juzgados de Paz de municipios de más de 7.000 habitantes -o en aquellos otros o Agrupaciones de Secretarías de los mismos en que lo justifique la carga de trabajo- la garantía del buen funcionamiento del servicio público de la Justicia descansa en la preparación técnica de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia - funcionarios públicos en sentido estricto-, mientras que en el resto de los Juzgados de Paz el personal que coopera en la prestación del servicio público 7 de la Justicia depende del ayuntamiento respectivo –como consecuencia de la configuración de los Juzgados de Paz como órganos incardinados en el ámbito del municipio, del que depende el mantenimiento de sus medios personales y materiales-.




    En cuanto al titular de la Secretaría de estos Juzgados de Paz de menos de 7.000 habitantes, declara la sala que no está contemplado sobre quién ha de recaer el nombramiento de la persona que el ayuntamiento considere «idónea». Y recuerda que esta persona, como señaló la STC 62/1990, de 30 de marzo, no es un funcionario público, sino un particular al que se encomienda el ejercicio de funciones públicas, que no se integra en ninguno de los cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia ni se rige por su específico régimen jurídico.




    Considera la sala, por lo tanto, que no existe normativa reguladora de las condiciones de provisión de las Secretarías de Juzgados de Paz de menos de 7.000 habitantes, ni en lo que atañe a las exigencias o requisitos para proveer dichas plazas -formación, titulación, etc.- ni en lo relativo a la clase de régimen o vínculo jurídico que la persona elegida ha de mantener con el ayuntamiento respectivo.




    Y, conforme a este marco jurídico, entiende la sala que el particular al que el ayuntamiento encomienda el ejercicio de funciones públicas como secretario de un Juzgado de Paz de menos de 7.000 habitantes no tiene por qué ostentar necesariamente la condición de personal funcionario ni de personal laboral del ayuntamiento, ya que este tiene libre y plena habilitación legal para determinar la forma de provisión de la Secretaría del Juzgado de Paz.




    En consecuencia, pone de manifiesto la sala cómo, en muchos casos, los ayuntamientos eligen a la «persona idónea» para desempeñar la Secretaría del Juzgado de Paz sin establecer con ella vínculo funcionarial ni laboral, sin alta en la Seguridad Social, limitándose a fijar una indemnización como forma de retribución. Sin embargo, en otros casos, la designación recae sobre personas que mantienen vínculo funcionarial con el ayuntamiento -así, por ejemplo, cuando se designa como «persona idónea» al mismo secretario del ayuntamiento o a un funcionario de la plantilla municipal, sistema contemplado en el derogado RD 429/1988, de 29-4, por el que se aprobaba el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales-. También pone de manifiesto la sala cómo, en otros casos, en fin, las entidades locales optan por proveer el desempeño de la Secretaría mediante contratación laboral del empleado, con retribución salarial, alta en la Seguridad Social y jornada completa o parcial, según los casos.




    En consecuencia, entiende la sala que es la clase de vínculo jurídico existente entre las partes a la que ha de atenderse para decidir el conflicto promovido.




    Y señala que, conforme a la referida libertad en la determinación de la forma de provisión de la Secretaría, el análisis de las concretas circunstancias por las que la demandante comenzó a desempeñar sus funciones como secretaria de un Juzgado de Paz de una población de menos de 7.000 habitantes y de las vicisitudes posteriores, pone de manifiesto que su relación con el ayuntamiento demandado es laboral, primero en virtud de diversos contratos eventuales por circunstancias de la producción y después como consecuencia del reconocimiento por el ayuntamiento en acto de conciliación de la existencia de una relación laboral indefinida con la actora, reconocimiento que desembocó en la posterior formalización de un contrato de trabajo indefinido, circunstancias todas ellas que determinan la atribución de la competencia a favor de los órganos del orden social.




    1.2 El ATS de 6 de marzo de 2018 (Cc 18/17), resuelve el conflicto negativo de competencia suscitado entre órganos de la jurisdicción social y de la contencioso- administrativo, atribuyendo al orden social la competencia para conocer de la impugnación de una resolución de la Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS) por la que se reclamaba a una entidad aseguradora una deuda por asistencia sanitaria prestada por una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social.




    El origen de la controversia se encuentra en un accidente de tráfico -además de laboral- sufrido por un trabajador. La entidad aseguradora del otro vehículo implicado en el accidente asumió la responsabilidad de los daños y perjuicios e indemnizó al trabajador perjudicado por los días de baja, secuelas, perjuicio económico e incapacidad permanente absoluta e hizo frente a los gastos de la asistencia sanitaria prestada por una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales hasta la consolidación de las lesiones, es decir, hasta el alta forense.




    Posteriormente, la entidad colaboradora de la Seguridad Social presentó una nueva factura a la entidad aseguradora a la que esta no hizo frente, al entender que los gastos de asistencia médica posterior al alta forense excedían de la cobertura del seguro por ella suscrito. Como consecuencia de esta negativa, la entidad colaboradora solicitó la intervención de la TGSS, que acordó reclamar la deuda emitida a la entidad aseguradora.




    Señala la sala que la reclamación de deuda que motiva la resolución de la TGSS trae causa del crédito generado por la atención sanitaria prestada por una mutua colaboradora de la Seguridad Social, lo que, conforme a lo dispuesto en el art. 71.5 de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS), constituye un recurso de derecho público del Sistema de la Seguridad Social.




    Lo reclamado es el importe de los gastos de la prestación de la asistencia sanitaria dispensada al trabajador con posterioridad al alta forense, gastos que, según la entidad aseguradora, ya no tienen su origen en el accidente de tráfico, pues tras el alta forense el trabajador había sanado de las dolencias provocadas por aquel. Por lo tanto, el núcleo de la controversia se centra en determinar si el origen del estado de salud del trabajador que provocó los gastos ahora reclamados se encuentra o no en el accidente de tráfico para, a continuación, delimitar el sujeto obligado a sufragar su coste.




    Entiende la sala que el núcleo del litigio, en consecuencia, es netamente laboral, pues consiste en la determinación de la naturaleza de la contingencia que dio lugar a la prestación sanitaria dispensada cuyo coste se reclama, determinando si la deuda reclamada tiene conexión con la responsabilidad derivada del accidente de tráfico que incumbe a la aseguradora, como pretende la entidad gestora de la Seguridad Social, o si, por el contrario, la asistencia sanitaria prestada carecía de vínculo con aquella.




    Por otra parte, declara la sala que, en contra del criterio mantenido por el órgano del orden social en conflicto, no se está ante un supuesto de gestión recaudatoria que permita aplicar la excepción de competencia de los órganos de la jurisdicción social contemplada en el art. 3 f) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS), pues, por tales actos han de entenderse aquellos que están vinculados directa o indirectamente con el percibo de las cuotas o cotizaciones.




    1.3 El ATS de 8 de julio de 2019 (RC 2/19), resuelve un conflicto negativo en el que la sala atribuye al orden social la competencia para conocer de la impugnación de una sanción impuesta por una Delegación del Gobierno como consecuencia de la infracción muy grave contemplada en el art. 54.1 d) de la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social (en lo sucesivo, Ley de Extranjería), consistente en la contratación de trabajadores extranjeros que no hubieran obtenido previamente autorización de residencia y trabajo.




    Considera la sala que el objeto de análisis consiste en determinar si se está ante una resolución en materia de extranjería -lo que determinaría la atribución del conocimiento del asunto al orden contencioso-administrativo- o si, por el contrario, afecta a materia laboral o de seguridad social -en cuyo caso, encontraría acomodo en el orden social-.




    Señala la sala que la conjunta integración de los apartados n), o) y s) del art. 2 LRJS permite atribuir a la jurisdicción social el conocimiento pleno de las controversias suscitadas en relación con todas las actuaciones administrativas en materia laboral, sindical o de seguridad social -no solo las procedentes de la autoridad laboral, sino las de cualquier otra Administración pública que ejerza competencias en tales materias-, salvo en aquellas específicamente exceptuadas.




    En primer lugar, recuerda la sala que, no siendo autoridad laboral, la Delegación del Gobierno es un órgano de la Administración General del Estado que ejerce importantes funciones en materia laboral y sindical -así, por ejemplo, mediante el establecimiento de servicios mínimos en caso de huelgas que afecten a servicios públicos-, cuyas resoluciones en la materia, en consecuencia, han de ser impugnadas ante el orden social.




    A continuación, la sala aborda la naturaleza de la actividad desplegada por el órgano sancionador y llega a la conclusión de que, aunque en una primera aproximación podría parecer que se limita al ámbito del derecho de extranjería, un análisis más detallado obliga a entender lo contrario. Así:




    - Señala que, si la infracción empresarial que se sanciona es la contratación irregular de trabajadores, no es difícil sostener que se está ante una cuestión en materia laboral, a pesar de que el régimen sancionador empleado por la Delegación del Gobierno se contemple en la normativa de extranjería. De hecho, añade que en el art. 55.5 de la referida Ley de Extranjería se especifica que el procedimiento sancionador en tales casos ha de iniciarse por acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido en el procedimiento sancionador por infracciones del orden social




    - Recuerda la sala, además, que dicha infracción empresarial no solo está contemplada en la normativa de extranjería, sino en la propia del orden social. Así, el art. 37.1 del RD Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, también tipifica como infracción muy grave la cometida por los empresarios que utilicen a trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo el preceptivo permiso de trabajo o su renovación.




    A juicio de la Sala, esta última previsión normativa evidencia que la actuación empresarial objeto de sanción trasciende el ámbito estricto del derecho de extranjería y se extiende a lo que es propio de la materia laboral. Y añade que la posible naturaleza híbrida de la actuación administrativa -derivada de esa doble regulación- no impide, sin embargo, dar prevalencia a su aspecto laboral, lo que se confirma por la normativa reglamentaria de desarrollo de la legislación de extranjería que, cuando se trata de la concreta infracción empresarial impugnada, especifica que tales conductas sean sancionadas de conformidad con el procedimiento previsto para la imposición de sanciones por infracciones de orden social.




    - Por último, señala la sala que no concurre ninguno de los supuestos específicamente exceptuados en la letra f) del art. 3 LRJS -al no tener que ver el régimen sancionador tratado con la llamada «gestión recaudatoria» de la seguridad social, ni ninguna otra excepción en la normativa administrativa.




    1.4 El ATS de 19 de febrero de 2019 (RC 18/18), resuelve el conflicto negativo de competencia suscitado entre un Juzgado de lo Social y un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo atribuyendo al primero la competencia para conocer de una demanda promovida por una médico interna residente (MIR) de un hospital público a fin de que se obligara a la demandada a cotizar a nombre de la trabajadora demandante por la contingencia de desempleo.




    Señala la sala que el conflicto se circunscribe a determinar si la pretensión ejercitada por la actora tiene o no encaje en la denominada «gestión recaudatoria» -propia de la competencia del orden contencioso-administrativo o si, por el contrario, se trata de una cuestión ajena a tal actividad y circunscrita solo al alcance de las obligaciones legales derivadas del contrato de trabajo -las prestaciones de seguridad social que deben ser asumidas por la empresa-.




    Y, partiendo de tal planteamiento, la sala considera que solo cabe atribuir la competencia para conocer del asunto al orden social, ya que en la demanda no se impugna ningún acto de gestión recaudatoria de las entidades gestoras competentes, que no son parte en el procedimiento, sino que la acción se dirige exclusivamente contra la empresa, respecto de la que se solicita que sea condenada a cumplir con la obligación legal derivada del contrato de trabajo en materia de Seguridad Social, que impone la obligación de cotizar por la prestación de desempleo.




    Recuerda la sala su propia doctrina sobre el alcance que ha de darse a la expresión «gestión recaudatoria», que no solo comprende las controversias sobre recaudación en sentido estricto, sino todas aquellas que tienen por objeto la declaración de la obligación de cotizar o la determinación del importe y alcance de las cotizaciones, sin que el hecho de que no exista acto administrativo previo de liquidación contra el que se dirija la impugnación altere la regla competencial cuando la reclamación se dirige frente al empresario para que proceda al abono de las cotizaciones que procedan.




    No obstante, señala la sala que si, como ocurre en el presente caso, cuando de lo que se trata es de determinar si la empresa cotizó adecuadamente por el trabajador en atención a las circunstancias concurrentes en la prestación de sus servicios se está ante una controversia propia del orden social, ya que, como ha señalado la Sala 4ª del TS, la determinación de la concurrencia de los requisitos de acceso a las prestaciones de la Seguridad Social es una cuestión de la competencia directa y exclusiva del orden jurisdiccional social, y deben comprenderse en ese ámbito competencial cuantas cuestiones se puedan plantear y tengan incidencia directa sobre el derecho al percibo de prestaciones de Seguridad Social.




    Afirma la sala que esto es justamente lo que se pretende en la demanda planteada, en la que la trabajadora sostiene que la naturaleza jurídica de la relación laboral especial de médico residente no impide que tenga derecho a las prestaciones de desempleo, con la extensión temporal que proceda conforme a la duración del periodo cotizado, por lo que la empresa no está eximida de la obligación de cotizar en tal concepto.




    A mayor abundamiento, señala la sala que la Sala 4ª del TS ya ha tenido ocasión de pronunciarse sobre el fondo del asunto de esta cuestión en varias sentencias, para establecer que los trabajadores que prestan servicios como MIR tienen derecho a la cobertura de la prestación de desempleo si al extinguirse la relación laboral especial permanecen legalmente en territorio español, con la correlativa obligación empresarial de cotizar por esa contingencia desde el momento de inicio de la actividad laboral, sin que puedan por lo tanto considerarse como cotizaciones indebidas las que haya efectuado la empleadora por tal concepto.




    Afirma la sala que la fijación de esta doctrina no solo supone un pronunciamiento sobre la cuestión de fondo en lo que se refiere al alcance de la obligación empresarial, sino que también pone en evidencia que el orden social de la jurisdicción es el competente para conocer de la materia, en tanto que no se trata de cuantificar el importe de la cotización que haya de abonar la empresa, ni de ninguna otra actuación de tarificación vinculada de alguna forma con la liquidación o recaudación de tales cuotas, sino tan solo con el reconocimiento del derecho a la prestación de desempleo y consiguiente obligación empresarial de seguir cotizando por el trabajador para cubrir con esa contingencia.




    1.5 El ATS de 12 de febrero de 2020 (RC 13/19), resuelve un conflicto negativo entre los órdenes contencioso-administrativo y social en el que la sala atribuye a este último la competencia para conocer de la impugnación de un proceso selectivo convocado por una empresa pública municipal para cubrir plazas laborales de peón de limpieza.




    Tras recordar la general atribución de competencia a favor de la jurisdicción social para conocer de las controversias relativas a los contratos de trabajo, analiza la sala la tradicional doctrina sobre la competencia para conocer de las impugnaciones de los procesos de selección de personal al servicio del 5 sector público, conforme a la cual, cuando se accede al vínculo laboral con la Administración desde el exterior el enjuiciamiento corresponde al orden contencioso-administrativo, mientras que si las pruebas tienen carácter restringido la competencia corresponde al orden social, ya que solo tienen acceso a ellas quienes ya tuviesen un vínculo laboral con la Administración.




    No obstante, señala la sala que la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, ya en supuestos anteriores a la entrada en vigor de la LRJS -a diferencia de lo que habían hecho la Sala 3ª y la propia Sala Especial del art. 42 LOPJ-, había excepcionado de este régimen la provisión de plazas de entidades de derecho público, supuesto en el que, aunque los demandantes no fuesen trabajadores de la empresa, entendía que resultaba aplicable el régimen del derecho laboral común a los actos próximos o preparatorios de la relación de trabajo, cayendo estos, por lo tanto, en la órbita competencial social.




    Tras estas consideraciones generales, afirma la sala que resulta necesario aquilatar la incidencia que, en orden a una posible reordenación competencial en la materia, habría podido tener la entrada en vigor de la LRJS, como recientemente había tenido oportunidad de declarar la Sala de lo Social en una sentencia de pleno, a través de la que rectificaba su tradicional doctrina, para admitir la competencia del orden social no solo cuando se tratara de la reclamación frente a procesos convocados por empresas públicas, sino también en casos en los que fuera la propia Administración quien convocara plazas en régimen laboral.




    Para realizar ese análisis, examina la sala las consideraciones que llevaron a la Sala 4ª a modificar su tradicional doctrina y que, en síntesis, son las siguientes:




    i) La voluntad del legislador de 2011 de atraer al orden social, por su mayor especialidad, el conocimiento de todas aquellas materias que, de forma directa o por esencial conexión, pudieran calificarse como sociales, incluso cuando estuviera implicada la Administración pública -como pone de manifiesto el contenido del art. 2. n) LRJS, que modificaba el de los arts. 1 a 3 de la Ley de Procedimiento Laboral, preceptos en los que se había sustentado la doctrina tradicional de atribuir el conocimiento de estas controversias al orden contencioso-administrativo-, exige transferir al orden social el conocimiento de los procesos sobre interpretación e impugnación de las bases de convocatorias de procesos selectivos llevados a cabo por la Administración empleadora para personal laboral.




    ii) Aunque la actuación de la Administración pública en el proceso de selección haya de ajustarse a los criterios contemplados en el Estatuto Básico del Empleado Público para el acceso al empleo público -con sometimiento a los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad-, si la actividad administrativa versa sobre materia laboral -como consecuencia de la vertiente empleadora en la que, a través de sus actos, se muestra la Administración-, el conocimiento de todas las fases de la contratación del personal laboral ha de bascular en favor del orden social, comprendiendo también la fase preparatoria, que viene a conformar y condicionar el propio vínculo de trabajo entre las partes, y que ha de estar sujeta a la especial tutela que el legislador encomienda sobre la relación de trabajo a la jurisdicción social.




    A la luz de tales consideraciones, entiende la sala que, tras la entrada en vigor de la LRJS, debería desaparecer cualquier discordancia entre las diversas salas del Tribunal Supremo, porque los claros mandatos de dicha norma, concordantes con los de la LJCA, abocan a que los litigios como el que origina el conflicto deban ventilarse ante los juzgados y tribunales del orden social.




    Y declara que en el supuesto analizado: no se exige responsabilidad de la Administración en los términos del art. 2 ñ) LRJS; no se impugna un acto de la Administración sujeto a derecho administrativo en materia de Seguridad Social encuadrable en el art. 2 s) LRJS; no se impugna un acto dictado por la Administración en el ejercicio de sus potestades y funciones en materia laboral que pudiera subsumirse en el artículo 2 n) LRJS.




    Concluye la sala que la materia debatida se refiere a actos preparatorios del contrato de trabajo -el proceso selectivo de personal- y encuentra acomodo natural entre los litigios que discurren entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo -art. 2 a) LRJS-, para lo que resulta indiferente que la naturaleza del empresario sea la de una Administración o la de una entidad del sector público.




    1.6 Los AATS de 29 de noviembre de 2016 (Cc 14/16) y 2 de diciembre de 2016 (Cc 9/16), resuelven dos conflictos suscitados entre los órdenes social y contencioso-administrativo relativos a la reclamación de intereses de demora frente al Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) y deciden atribuir la competencia a los órganos del orden social.




    Ambos conflictos de competencia parten de las reclamaciones relativas a los intereses generados por la demora del FOGASA en abonar las cantidades reconocidas a los actores más allá del plazo máximo de tres meses desde la presentación de la solicitud a que se refiere el art. 28.7 del RD 505/1985, sobre organización y funcionamiento del FOGASA.




    Los órganos del orden social que declinaron su competencia partían de la interpretación de que las pretensiones articuladas ante ellos no encontraban su fundamento en la normativa laboral, sino en la obligación de abonar intereses como consecuencia del mal funcionamiento de la Administración cuando esta no paga al acreedor en el plazo de los tres meses siguientes a la notificación del reconocimiento de la obligación, al amparo del art. 24 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.




    La sala resuelve los conflictos siguiendo la doctrina fijada por las sentencias de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 28 y 29 de septiembre de 2016 (Recurso de Casación para Unificación de Doctrina 3027/2015 y 2601/2015) y de 3, 4 y 6 de octubre de 2016 (RECUD 2222/2015, 2323/2015 y 2763/2015) dictadas en recursos para unificación de doctrina promovidos por el Ministerio Fiscal, ante la contradicción que venía manteniéndose entre las resoluciones dictadas por las Salas de lo Social de diferentes Tribunales Superiores de Justicia.




    Parte esta doctrina de considerar que los intereses reclamados son «frutos civiles» del principal adeudado, participan de su misma naturaleza y forman parte de lo que puede denominarse «capital total adeudado». Por ello, la obligación del pago de intereses es accesoria de la principal, lo que determina que el régimen legal de la primera deba ser el mismo que el de la segunda.




    Entiende la sala, en definitiva, que la atribución al conocimiento del orden contencioso-administrativo constituiría una interpretación formalista contraria a la finalidad de la norma y, por lo tanto, lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva.




    1.7 El ATS de 6 de mayo de 2019 (RC 22/18), en un conflicto negativo atribuye al orden social la competencia para conocer de la impugnación de una resolución administrativa por la que se desestimaba la solicitud de la actora, funcionaria de carrera, para que se reconociera como profesional la enfermedad que causó su baja laboral y posterior licencia por enfermedad.




    Solicitaba la actora en su primera demanda, presentada ante el orden contencioso-administrativo, la declaración de nulidad de la resolución recurrida y que se condenara a la Administración demandada a reconocer que su incapacidad laboral transitoria procedió de una enfermedad profesional o accidente de trabajo. En su suplico solicitaba el reconocimiento de todos los efectos económicos o de cualquier otra índole, con abono de los atrasos por retribuciones no percibidas como consecuencia de aquella falta de reconocimiento, más intereses legales y de demora.




    Sostenía la demandante que su baja había tenido su origen en el acoso laboral y hostigamiento sufrido por parte del director del área funcional a que estaba adscrita, acoso que también sufrieron otros funcionarios, lo que determinó una intervención del Grupo Técnico de Prevención de Riesgos Laborales de la Mesa Delegada de la Mesa General de Negociación de la Administración General del Estado del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno), invocando posibles infracciones, no concretadas, en materia de prevención de riesgos laborales.




    Comienza la sala por recordar que antes de la entrada en vigor de la LRJS las pretensiones sobre impugnación de resoluciones administrativas en materia laboral o de Seguridad Social eran tuteladas en el orden contencioso administrativo. Siguiendo tal criterio, pone de manifiesto la sala cómo el art. 37.1 del RD Legislativo 4/2000, de 23 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado, señala que los actos de MUFACE, una vez agotada la vía administrativa, son recurribles ante el orden contencioso-administrativo, instrucción de recurso que fue la que hizo específicamente la resolución impugnada.




    Sin embargo, la sala afirma que tras la LRJS la situación ya no es evidente.




    Así, recuerda cómo la exposición de motivos de la norma, tras analizar la conveniencia de racionalizar la distribución competencial entre los órdenes jurisdiccionales en el ámbito de las relaciones laborales para, entre otras cosas, evitar los conflictos producidos por la heterogeneidad de las decisiones adoptadas en los distintos órdenes o las graves disfunciones y merma de efectiva protección de los derechos provocada por el denominado «peregrinaje de jurisdicciones», intenta atraer al orden social, entre otras, todas las cuestiones litigiosas relativas a los accidentes de trabajo, convirtiendo a este orden en el garante del cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, incluso respecto de los funcionarios o personal estatutario, atribución competencial a favor de la jurisdicción social que queda plasmada positivamente en el art. 2 e) LRJS.




    Por todo ello, entiende la sala que el conflicto debe ser resuelto atribuyendo al orden social la competencia para conocer del asunto, ya que la actora, en su primera demanda ante el orden contencioso-administrativo, aducía en fundamento de su pretensión una situación de acoso laboral y hostigamiento que, a su entender, emergió ante posibles infracciones en materia de prevención de riesgos laborales.




    Pues bien, la sala afirma que con independencia del grado de concreción de esa argumentación, en especial, de cuáles fueron las infracciones, lo cierto es que, a los solos efectos de determinar la competencia, la invocación de la normativa de prevención de riesgos laborales -reforzada por la circunstancia de que, según relataba la actora, determinó una intervención del Grupo Técnico de Prevención de Riesgos Laborales en el ámbito sectorial que describía- justifica la atribución de competencia al orden social.




    A mayor abundamiento, afirma la sala que si bien en un supuesto como el planteado en el conflicto promovido, la actora no reclama daños y perjuicios derivados de la enfermedad profesional causada por infracción de la normativa de prevención de riesgos laborales, nada impide que pueda reclamarlos en el futuro, reclamación propia de la competencia del orden social -como se desprende de la STS, Sala 4ª, de 1 de marzo de 2018 (Rc 1422/16)-, por lo que, si ahora se decidiera que el conocimiento de la primera demanda corresponde al orden contencioso-administrativo, en caso de que resultara estimada y la actora pretendiera luego reclamar los perjuicios sufridos ante el orden social, se la estaría abocando al «peregrinaje de jurisdicciones» que la exposición de motivos de la LRJS quería evitar.




    2º.- Recurso contencioso disciplinario militar




    Según el art. 3 b) LJCA, no corresponde al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, el recurso contencioso disciplinario militar.




    El Derecho Disciplinario Militar, que nace con la organización militar a la que es consustancial, fue considerado tradicionalmente como una rama originariamente desgajada del Derecho Penal Militar; las diferencias entre el ilícito penal y administrativo son de grado (cuantitativas) y formales (el texto punitivo contiene penas y las leyes no penales contienen correcciones administrativas), y, ello porque no hay faltas con naturaleza intrínsecamente penal.




    Actualmente se han deslindado los actos ilícitos penales que están recogidos en el CPM de 2015 y los actos ilícitos disciplinarios que están recogidos en la LO 8/2014, de 4 de diciembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas (LORDFFAA), y, en la LO 12/2007, de 22 de octubre, del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil (LORDGC), siendo el fin de la normativa disciplinaria garantizar la observancia de las reglas de comportamiento de los militares, en particular la disciplina, la jerarquía y la unidad, que, de acuerdo con la CE y el resto del ordenamiento jurídico, constituyen el código de conducta de los miembros de las FFAA. La disciplina militar regula los comportamientos de los miembros de las Fuerzas Armadas, obligando a sus miembros a seguir ciertos códigos de conducta que exigen seguir unas normas en las relaciones con los superiores, compañeros y resto de la población distintos de los del resto de los ciudadanos. Para ello se hace necesario prevenir las conductas que puedan afectar a estas normas de comportamiento mediante la imposición de unas sanciones que castiguen las faltas a estas normas y que, normalmente, por las especiales características de la profesión militar, suelen ser bastante más rigurosas que sus equivalentes en la vida civil.




    Declara Anguix Rubio, A. B. con base en la STS, Sala 3ª, de 26 de marzo de 1998, que la revisión de los actos administrativos consiste en someterlos a un nuevo examen para ratificarlos, corregirlos, enmendarlos o anularlos, si son contrarios a derecho, es decir, volverlos a ver; y se concede la tutela judicial a todos los sancionados en la vía disciplinaria militar, por la posibilidad de interposición del recurso contencioso-disciplinario militar ordinario contra las resoluciones adoptadas en los recursos de alzada y reposición, en su caso37 (se concede la tutela judicial a todos los sancionados en la vía disciplinaria militar)38. La actividad de los miembros de las FFAA es netamente actividad administrativa sometida al principio de legalidad y fiscalizable, por ello, en sede jurisdiccional (arts. 103 y 106 CE), sin ningún tipo de cautelas, salvaguardas o inmunidades impropias de un Estado cuya Constitución proclama en el preámbulo su voluntad de consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley; y el status de los militares conlleva un régimen particular de derechos y deberes así como la aplicación de un régimen punitivo y disciplinario concreto (el ámbito de aplicación del estatuto militar se establece en el art. 2 de la LO 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas (LODDMFFAA).




    Señala Sánchez Guzmán, E. que el recurso contencioso-disciplinario militar ordinario se constituye como el cauce a través del cual se somete a control jurisdiccional el ejercicio de la potestad sancionadora castrense 39, y, tiene un carácter revisor en cuanto que requiere la existencia previa de un acto de la Administración Sancionadora que debe estar sometido al Régimen Disciplinario Militar, dictado por Autoridades y Mandos Militares Sancionadores, definitivo que cause estado en vía administrativa y que no esté excluido de recurso contencioso-disciplinario militar40.




    3º.- Conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Administración pública, y, conflictos de atribuciones entre órganos de una misma Administración




    Según el art. 3 c) LJCA, no corresponden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales y la Administración pública y los conflictos de atribuciones entre órganos de una misma Administración.




    1 Conflictos de jurisdicción entre Juzgados y Tribunales y Administración




    La resolución de los conflictos de jurisdicción entre órganos jurisdiccionales y Administración por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción se establece en el art. 38 LOPJ, cuyo tenor literal es el siguiente: “1. Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la Administración serán resueltos por un órgano colegiado constituido por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por cinco vocales, de los que dos serán Magistrados de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial, y los otros tres serán Consejeros Permanentes de Estado, actuando como Secretario el de Gobierno del Tribunal Supremo.




    2. El Presidente tendrá siempre voto de calidad en caso de empate”.




    Es de considerar la LO 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales (arts. 1 a 21).




    Cualquier Juzgado o Tribunal podrá plantear conflictos jurisdiccionales a la Administración (los Juzgados de Paz tramitarán la cuestión al Juez de Primera Instancia e Instrucción). Los Jueces y Tribunales no podrán suscitar conflictos de jurisdicción a las Administraciones Públicas en relación con los asuntos ya resueltos por medio de acto que haya agotado la vía administrativa, salvo cuando el conflicto verse sobre la competencia para la ejecución del acto.




    Podrán plantear conflictos de jurisdicción a los Juzgados y Tribunales:




    En la Administración del Estado: Los miembros del Gobierno; los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas; los Generales con mando de región militar o zona militar, los Almirantes con mando de zona marítima, el Almirante Jefe de la jurisdicción central, el Comandante General de la Flota y los Generales Jefes de región aérea o zona aérea; los Subdelegados del Gobierno; y los Delegados de Hacienda.




    En la Administración Autonómica: El órgano que señale el correspondiente Estatuto de Autonomía. A falta de previsión en el Estatuto de Autonomía, podrán plantear conflictos, el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o cualquiera de sus miembros, por conducto del Presidente.




    En la Administración Local: Los Presidentes de las Diputaciones Provinciales u órganos de la Administración Local de ámbito provincial, los Presidentes de los Cabildos y Consejos Insulares y los Alcaldes Presidentes de los Ayuntamientos.




    El conflicto de jurisdicción excluye el examen de un conflicto de competencia.




    Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la Administración, son resueltos por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción.




    Legalmente son conflictos de jurisdicción tanto los que se plantean entre un Tribunal y una Administración Pública como los que se plantean entre un órgano perteneciente a la jurisdicción civil o a la jurisdicción contable y un Tribunal Militar; cuando dos órganos estiman que son competentes para conocer del fondo del asunto el conflicto es positivo, y, cuando ninguno de los órganos se considera competente para conocer del fondo del asunto el conflicto es negativo.




    Los conflictos de Jurisdicción Internacional son uno de los objetivos del Derecho Internacional Privado.




    2 Conflictos de atribuciones entre órganos de una misma Administración




    En relación con el conflicto de atribuciones establece el art. 14.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que “Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración no relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento administrativo”.




    En relación con los recursos directos o indirectos que se interpongan contra las Normas Forales Fiscales, hemos de tener en consideración la LO 1/2010, de 19 de febrero, de modificación de las leyes orgánicas del Tribunal Constitucional y del Poder Judicial, que atribuye al Tribunal Constitucional el conocimiento de los recursos interpuestos y de las cuestiones suscitadas con carácter prejudicial por los órganos jurisdiccionales contra las normas forales fiscales de los Territorios de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya dictadas en el ejercicio de sus competencias para mantener, establecer y regular el régimen tributario de cada Territorio Histórico. La interposición y sus efectos, la legitimación, tramitación y sentencia de estos recursos y cuestiones se rige por lo dispuesto en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional para los recursos y las cuestiones de inconstitucionalidad, entendiéndose el trámite de alegaciones de la parte demandada con las correspondientes Juntas Generales y Diputaciones Forales. Al Pleno del Tribunal Constitucional compete el conocimiento de estos procesos constitucionales, sin perjuicio de la posibilidad de que sean deferidos a la Sala.
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